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 PRESENTACIÓN DE LA COLECCIÓN MIRADAS MÚLTIPLES PARA PENSAR A MÉXICO Y AL MUNDO 


 En esta nueva década la sociedad mexicana no ha dejado de experimentar transformaciones, algunas de la cuales apenas se vislumbraban al finalizar el siglo pasado. La inmediatez que ofrece la tecnología ha facilitado el intercambio de ideas, el entendimiento recíproco y la difusión de soluciones, pero también la expresión de violencia y frustración. Los problemas sociales crecen en amplitud y sofisticación, y por más que el Estado aumenta su tamaño y especialización, no es todavía capaz de atenderlos. No es sólo la desigualdad, que lo desafía cada vez en más frentes: a esa demanda de justicia social se suman otras por la seguridad pública, la equidad de género y la salvaguarda del planeta, por ejemplo, las cuales resultan muy graves, aunque sean sólo secuelas de viejas dificultades. Más que la manifestación de procesos internos, lo que aqueja localmente a las sociedades es el eco de transformaciones globales: la interconexión ha modificado la naturaleza y la dimensión de esos retos que, por manifestarse aquí y ahora, requieren atención y estudio. 


 Considerando que las condiciones para una interacción inter-disciplinaria están dadas, El Colegio de México ha emprendido un proyecto editorial destinado a articular los saberes constituidos desde las distintas disciplinas y tradiciones científicas de sus investigadores, para animar una discusión seria e informada sobre problemas actuales del país y también planetarios. Con la colección Miradas Múltiples para Pensar a México y al Mundo, El Colegio recupera y prolonga el espíritu que desde sus primeros años animó empresas colectivas como las que desembocaron en la Historia general de México y en Los Grandes Problemas de México, de la década pasada. Se espera que los libros que integran esta colección sirvan como materia de reflexión, pero, sobre todo, como vehículo de transmisión del conocimiento acumulado a lo largo de años de investigación en campos diversos y con frecuencia complementarios. 


 Los volúmenes de Miradas Múltiples para Pensar a México y al Mundo presentan y explican asuntos complejos desde perspectivas que van más allá de los enfoques disciplinarios de la investigación universitaria. La colección busca promover una discusión que restituya la necesaria interlocución entre academia, ciudadanía y política en temas como las desigualdades sociales, la actualidad de América Latina, la migración, el comercio internacional, el estado de derecho, la justicia intergeneracional y la transición hacia la igualdad de género. La ambición de este proyecto es contribuir al esclarecimiento de lo que experimenta la sociedad mexicana contemporánea en un mundo cambiante y complicado.




 Ana Covarrubias
 Vicente Ugalde
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 INTRODUCCIÓN 


 José Ramón Cossío Díaz1
 Vicente Ugalde2


 La forma de recaudar, gastar y ahorrar de los gobiernos; las acciones para enfrentar el cambio climático; el diseño y el funcionamiento de nuestros sistemas de salud; la acumulación de residuos nucleares, de metales pesados en los ríos; la fragilidad de los sistemas de pensiones; la militarización de la vida social; la deforestación y la pérdida de la biodiversidad, cada uno de esos temas plantea la cuestión sobre los reclamos que las futuras generaciones podrían formular a la presente generación. Es porque los comportamientos presentes ponen en riesgo el disfrute de los derechos a la subsistencia, a la salud y a un ambiente sano de quienes habitarán el planeta en el futuro que se ha formulado la idea de que existen obligaciones de la presente generación para asegurar esos derechos. Sin embargo, la definición de las cargas y de su tamaño, así como las condiciones para su aceptación como un deber por quien habrá de asumirlas es un asunto problemático. Es problemático por la dificultad para que la distribución de sacrificios entre generaciones sea justa, pero también porque debe ser justa en el interior de una misma generación. Es también problemático porque, al definir la distribución de cargas, está implícito que una generación hereda a la siguiente ataduras y restricciones cuya aceptabilidad no está asegurada. 


 En la discusión sobre la justicia entre generaciones una distinción es central. Se trata, por un lado, de la situación en la que se presenta una superposición intergeneracional; es decir, cuando dos generaciones conviven en algún momento, como ocurre en el tiempo de convivencia entre padres e hijos, e incluso abuelos y nietos. En esas situaciones ha sido de gran interés analizar los mecanismos de colaboración intergeneracional que, sean familiares o estatales, permiten sobrellevar los momentos de dependencia en los ciclos de vida (sea la niñez o la vejez). Es ése el caso no únicamente de las pensiones, sino también del sistema de salud y el fiscal, y desde la perspectiva planteada aquí, de la militarización. Por otro lado, se encuentran las situaciones en las que nunca hay un momento de contemporaneidad y en las que la discusión es diferente, en virtud de que, como ocurre con el cambio climático, los miembros de la futura generación todavía no existen. ¿Cómo justificar entonces la imposición de cargas a los miembros de una generación en beneficio de los miembros de una generación cuya existencia es notoriamente incierta? 


 La distancia intergeneracional también cobra importancia cuando se reflexiona en términos de responsabilidad. Apenas se esboza algún intento por responsabilizar a los miembros de la actual generación por lo que hizo la generación precedente, por ejemplo, por la acumulación de una deuda o por las emisiones de gases de efecto invernadero, cuyos efectos continúan y continuarán afectando a las generaciones presentes y futuras, rápidamente aparece la objeción respecto a la imposibilidad de reclamar a esas generaciones ya desaparecidas. 


 Algunos de los problemas de justicia intergeneracional que se analizan en este libro plantean transferencias tanto entre generaciones próximas como entre cohortes que coinciden en algún momento, y también entre las que no tendrían ningún momento de coexistencia. En el caso de los mecanismos de solidaridad para la vejez, en especial, las pensiones, respecto al financiamiento de los sistemas de salud o el gasto público, se trata de problemas que suponen una clara proximidad de las generaciones involucradas. En algunos de los casos de que se ocupa este volumen, se trata de temas en los que las cohortes podrían no superponerse, pero la reflexión que esos capítulos plantean puede ser pensada en términos de transferencias entre cohortes que conviven en algún momento; en efecto, el sistema fiscal y la militarización pueden prolongar sus efectos suficientes décadas como para considerar que hay también transferencias entre generaciones que no se superponen; sin embargo, las reflexiones planteadas en los respectivos capítulos apuntan a generaciones que son próximas. La cuestión de la deforestación y del cambio climático podría desde luego dar lugar a discusiones estrictamente limitadas a las transferencias entre generaciones próximas, pero son sin duda temas en los que la discusión académica —y ciertamente también política— se ha nutrido de la consideración a las transferencias entre generaciones que no se superponen. Más allá de esta distinción elemental, en este volumen nos interesaremos en los cuestionamientos comunes a todos esos temas en los que están en juego problemas de justicia entre generaciones. 


 El problema sobre la justificación de la imposición de cargas a generaciones concretas en nombre de otras es una preocupación que cruza todos los capítulos. La dificultad para defender la idea de que existen obligaciones hacia miembros de generaciones futuras no es menos compleja si se trata de generaciones que se superponen. Ciertamente, los mecanismos de solidaridad dentro de una comunidad, de un grupo social o de la familia se facilitan por los lazos afectivos o culturales entre sus miembros. Sin embargo, la proximidad entre generaciones también puede recrudecer algunos de los obstáculos para la definición de criterios justos de distribución de sacrificios entre las generaciones. 


 Los seis capítulos que integran este volumen presentan la situación actual en temas en los que se dan transferencias intergeneracionales y, en consecuencia, en los que se entrevén dificultades para definir la distribución más justa de sacrificios entre los miembros de una generación, y entre los miembros de distintas generaciones. Sin que el objetivo explícito de cada capítulo sea plantear los problemas concretos de la definición de un reparto justo de cargas entre generaciones, en cada trabajo se documenta al menos una situación problemática en la que se genera un pasivo del que la misma generación u otra, más joven o venidera, tendrá que hacerse cargo. Cada tema plantea de manera explícita o implícita el problema de un reparto justo de sacrificios y de beneficios. La definición de criterios de justicia intergeneracional no es, en consecuencia, el tema central de este libro, pero con lo que el lector aprenderá de cada capítulo se espera contribuir a esa discusión, hoy sacrificada por el poderoso magnetismo de los temas coyunturales. 
 

 LAS TRANSFERENCIAS ENTRE GENERACIONES PRÓXIMAS 


 Los primeros tres capítulos se ocupan de temas en los que los problemas de las inequidades intergeneracionales se revelan con cierta facilidad: el envejecimiento, la salud pública y el sistema fiscal. Cada uno de estos capítulos propone una clara descripción de cómo la dinámica social de México pone en evidencia, desde una perspectiva intergeneracional, la insuficiencia de los arreglos vigentes en materia fiscal, de salud pública y de su sistema de pensiones. Los textos son una alerta bienintencionada y esclarecedora sobre un problema mayor, el de un gravoso pasivo que se incrementa por no corregir la dinámica de gastar más de aquello de lo que se dispone, y que plantea la urgencia de evitar que se vuelva inmanejable o desmesuradamente costoso para las próximas generaciones. 


 El envejecimiento de la población en México plantea también numerosos desafíos al arreglo social y al sistema fiscal vigente. Isalia Nava recuerda que la mejora en las condiciones socioeconómicas en el país, los avances tecnológicos en el campo de la medicina y la expansión de los servicios de salud, de la infraestructura sanitaria, así como de prácticas de higiene y de salud pública han tenido en conjunto un impacto en la reducción de la mortalidad infantil, en el alargamiento de la sobrevivencia y, por tanto, en el aumento de la esperanza de vida. Este avance en la esperanza de vida, así como los cambios en la migración internacional de las últimas décadas, y desde luego, la disminución en la tasa global de fecundidad —que de 6.6 hijos por mujer en 1950 pasó a 2.1 en 2020— han tenido importantes consecuencias en la estructura por edades de la población: de tener la forma piramidal de décadas pasadas, la estructura de la población por edades presentó en estos años una silueta que refleja su envejecimiento. Isalia Nava llama la atención en el hecho de que, al haberse dado con cierta rapidez con respecto a lo observado en otros países, esta transformación complica la adopción de los arreglos esenciales para que las necesidades en salud, ingreso y cuidados de ese sector de la población, puedan ser atendidas. 


 Algunos datos sirven a la autora del primer capítulo para dibujar una situación que exige ajustes de manera apremiante. En el país, menos de 40% de los hombres y apenas poco más de 22% de las mujeres mayores de 65 años tienen una pensión, y ésta es, en general, claramente insuficiente para su subsistencia: en casi 75% de los casos la pensión no rebasa el monto equivalente a dos salarios mínimos. Esto ilustra con especial pedagogía los problemas de las transferencias intergeneracionales en el interior de diferentes grupos sociales. El ciclo de vida económica permite conocer los momentos de dependencia y concebir los mecanismos de colaboración intergeneracional entre generaciones que conviven en algún momento. Los mecanismos a través de los que se dan las transferencias intergeneracionales son familiares, o bien, se dan a través de instituciones públicas. Isalia Nava echa mano de los sistemas de pensiones que se basan en un mecanismo de solidaridad intergeneracional en el cual los beneficios son definidos; éste operó en instituciones como el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) y el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE) hasta sus reformas de 1997 y 2007, respectivamente. Explica cómo, a partir de esos cambios, se dejó el sistema de solidaridad intergeneracional para aproximar esos sistemas a los modelos privados de ahorro individual de contribuciones definidas, en los que la pensión del trabajador depende de sus aportaciones. 


 Lo observado luego de más de una y dos décadas de esas reformas sugiere que no se obtuvo el ahorro previsto, pero sí una pauperización de la población pensionada. El capítulo explica cómo esa pauperización ha generado la necesidad de recurrir a otros mecanismos intergeneracionales basados en el papel distributivo que realiza el Estado en su sistema fiscal: en el caso que nos ocupa, se ha buscado hacer frente a ese problema a través de una adopción progresiva de pensiones no contributivas. El Distrito Federal inició con este tipo de trasferencias a la población adulta en 2003 y desde entonces se fueron adoptando en otras entidades federativas hasta que en 2019 su uso se generalizó a través de un programa del gobierno federal. En este mecanismo de solidaridad intergeneracional la carga recayó en el contribuyente activo e indirectamente en otros sectores de la sociedad que hubieran sido beneficiarios con esa porción del gasto público, ahora dedicada a las pensiones no contributivas. 


 La notoria insuficiencia de ese apoyo ha dado lugar también a una creciente participación económica de la población mayor en el mercado de trabajo, de manera que, junto a la solidaridad familiar y al sistema de seguridad social, esta participación se convierte en uno de los tres pilares de la seguridad económica de la población en edad avanzada, y ello a pesar de las reformas introducidas en 2020 al Seguro Social por las que se buscaría corregir la fragilidad de esa población. Isalia Nava considera que un arreglo sólido de equidad intergeneracional sigue pendiente y ello da lugar a preguntar en qué tendría que consistir la definición de ese arreglo. En todo caso, sacrificar más aún a la población en situación de vejez no parece una opción moral ni políticamente aceptable y sugiere pensar seriamente cómo distribuir esa carga sin tejer ataduras para las generaciones venideras, sea por la deuda o por la descomposición del sistema de jubilación. 


 Como en el caso de las pensiones, el sistema de salud del que se dota un país pone en evidencia los aspectos centrales de la discusión sobre las solidaridad social e intergeneracional. Analizando el sistema de salud en México, su cobertura, su financiamiento y el papel que tiene sobre sus capacidades, la transición epidemiológica y el cambio demográfico, Alejandra Macías y Judith Méndez proponen una reflexión precisa y elocuente de las consecuencias de decisiones tomadas respecto a la cobertura y la calidad de los servicios que ofrece el sistema de salud. 


 El problema es inquietante por su dimensión y su dinámica actual. La mayoría de las familias en México no pueden contar con servicios de salud de calidad sin poner en riesgo la economía familiar. Es una situación que se da en una dinámica cuya tendencia es poco alentadora. En los últimos años el número de personas afiliadas a algún servicio de salud ha disminuido, lo que, como recuerdan las autoras, compromete la cobertura universal en salud. El texto plantea un panorama desolador sobre los recursos materiales y humanos de los que disponen los afiliados a las diferentes instituciones de un fragmentado sistema de salud. Atendiendo al número de médicos, de camas y de enfermeras de los que dispone cada institución (IMSS, ISSSTE, Pemex y, entre otras, el Seguro Popular), se observa que el nivel nacional está significativamente por debajo del promedio de los países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE). La reflexión presentada en este capítulo también incluye los paquetes de servicio y las marcadas diferencias entre esas instituciones, por ejemplo, entre el IMSS, que abarca 8 000 intervenciones, y el programa IMSS-Bienestar, que sólo incluye 50. Esos aspectos de la cobertura universal en salud se corresponden con otro: el presupuestal, es decir, el gasto por afiliado de cada institución. Ahí, Macías y Méndez observan que sólo en el caso del sistema de salud de Pemex el gasto público supera lo sugerido por la Organización Mundial de la Salud (OMS) y por el Banco Mundial (80%). En los demás casos la proporción de lo que aportan de su bolsa los beneficiarios es mayor que lo que corresponde a lo ofrecido por las instituciones públicas. Esas diferencias se reflejan en la cantidad de tratamientos de padecimientos a los que tienen acceso los beneficiarios de cada institución, que el texto ilustra con los elocuentes casos de la diabetes y algunas enfermedades crónicas. 


 Con esos elementos, el capítulo plantea la discusión sobre las consecuencias de no redefinir una estructura adecuada de financiamiento y operación para que el sistema de salud pueda brindar una cobertura universal y sostenible, consecuencias cuya dimensión intergeneracional no es menor. Como se aprecia en los capítulos relacionados con las pensiones y el sistema fiscal, el problema del financiamiento de sistema de salud está estrechamente vinculado con la transición demográfica. La transición epidemiológica, por su parte, ha contribuido al aumento de la esperanza de vida, y con ello agrava el costo en salud, pues las principales causas de mortalidad son, por esta transición, enfermedades crónicas cuyos tratamientos son costosos. Como resultado de esos procesos y del cambio en estructura demográfica de la población en su distribución por edad, la población activa con respecto a la que está en situación de vejez es cada vez menor, y esa situación tiende a durar: la distribución de una carga más pesada entre menos hombros vuelve poco factible un arreglo justo y aceptable. 


 Una proyección sobre el gasto en salud para 2035 permite a las autoras estimar, en términos de presupuesto público, el tamaño de las cargas que tendría que asumir la actual generación. Considerando que lo destinado a salud pública en el país no alcanza el 3% del producto interno bruto (PIB), y que lo sugerido por la OMS es destinar 6%, las autoras hacen un ejercicio en el que estiman el tamaño del gasto que supone recomponer la oferta de los servicios de salud para que pueda ofrecer el paquete mínimo previsto por la OMS. El ejercicio toma en cuenta tanto la transición demográfica como la epidemiológica observadas en México. Así, para que el sistema de salud pueda cubrir las intervenciones que supone ese paquete mínimo de servicios, el presupuesto tendría que ser equivalente a 9.8% del PIB. Al analizar el presupuesto federal de este año (2021), las autoras identifican un margen estrecho para emprender esa corrección y advierten que ello sugiere considerar el endeudamiento. El panorama es entonces alarmante, pues o se introduce la idea de la deuda que es una carga para la población económicamente activa del mañana, o bien, si las cosas se dejan en el estado actual, se advierte que las siguientes generaciones tendrán menos acceso a un sistema de salud que estará cada vez más deteriorado y desatendido presupuestalmente, con el agravante de que tendrá más población adulta que proteger. En ambos casos, la opción es poco justificable desde una perspectiva política y moral. 


 El sistema fiscal confirma que los arreglos actuales no afectan de la misma forma a todas las generaciones. Una mirada al arreglo fiscal vigente en México desde la perspectiva intergeneracional sugiere que, como repartición de carga entre generaciones, es un arreglo poco equitativo para las generaciones jóvenes venideras. Ricardo Cantú y Héctor Villarreal proponen un análisis del sistema fiscal adoptado en los últimos años para poner de relieve las inequidades que puede significar entre las generaciones que se superponen. Los autores se interesan particularmente en valorar las cargas que este sistema asigna a la generación frecuentemente denominada millennials o generación Y, que se refiere a la cohorte de los nacidos entre 1980 y 1999 y que constituye 30.9% de la población en México. Las observaciones respecto a ese mecanismo de transferencia y reasignación de recursos entre personas que es el sistema fiscal son, en este caso, sugerentes, pues las brechas fiscales identificadas no son favorables para esa generación. 


 Como lo recuerdan Cantú y Villarreal, tanto la recaudación fiscal como el gasto público están distribuidos en función de diferentes criterios. En un sistema recaudatorio progresivo, la aportación varía en función del ingreso y de lo que gasta el contribuyente. En lo que se refiere a la estructura del gasto gubernamental, éste se organiza en función de criterios como edad, sexo y estrato social. Lo que se destina a pensiones beneficia a un cierto grupo de personas en un rango de edad superior. El gasto destinado a la educación beneficia a personas en otro rango, en este caso, las de menor edad. Las personas de grupos sociales de mayor ingreso y las de menor ingreso no se benefician de la misma manera con el gasto educativo. Con base en datos generados por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), los autores analizan el destino del gasto y el origen de la recaudación, y muestran cómo ese mecanismo de transferencias que constituye el sistema fiscal no favorece al grupo social constituido por la parte joven del grupo de los llamados millennials y por la parte de más edad del grupo de la generación Z, que son la cohorte de los nacidos a partir de 2000 y 2019. Los miembros de esos grupos son los que, en comparación con otras generaciones, enfrentarán la mayor cantidad de obligaciones fiscales el resto de sus vidas. Esas obligaciones se relacionan con la brecha fiscal predecible y considerable que vislumbran los autores y que enciende alarmas sobre una pronunciada inequidad en las transacciones intergeneracionales del modelo de sistema fiscal prevaleciente. Los autores formulan su preocupación sobre cómo el estado de las cosas supone transacciones intergeneracionales nada justas y sobre el hecho de que, al no haber solución fácil, ello compromete el pacto social. 
 

 LAS TRANSACCIONES ENTRE GENERACIONES NO CONTINUAS 


 Las amenazas al pacto social no se circunscriben a sociedades nacionales. Los conflictos por los recursos trascienden fronteras y devienen asuntos de geopolítica, en una perspectiva tanto contemporánea como de largo plazo. Los temas relacionados con la alteración que la acción humana inflige a las condiciones naturales del planeta y que suelen asociarse a la cuestión ambiental serían todos útiles para ilustrar el acercamiento de este libro a la discusión sobre la justicia intergeneracional. En este volumen se opta por el tema de la degradación de los recursos forestales y el cambio climático, porque son justamente a propósito de la adopción y la definición de los instrumentos relacionados con el combate a estos dos problemas, que han sido ampliamente difundidos, a nivel planetario y entre un público masivo, las cuestiones problemáticas de la distribución de cargas entre naciones y entre generaciones. 


 María Perevochtchikova, Faustino Gómez y Arcelia Moreno recuerdan la importancia que tienen los ecosistemas forestales, por los bienes y los servicios ecosistémicos que brindan. Trátese de servicios de provisión, de regulación, culturales o de soporte, son indispensables para el bienestar social y para los procesos productivos. Postergar la toma de decisiones para frenar y detener las acciones de deforestación en la presente generación compromete seriamente a que las futuras generaciones tengan asegurados esos servicios y bienes ecosistémicos. En el caso de México, se trata no sólo de la tala ilegal: la falta de regulación de la propiedad y del uso de la tierra, la política territorial, la falta de recursos en la protección de áreas naturales y para enfrentar los incendios y las enfermedades forestales, así como el incesante cambio de uso de suelo forestal hacia el agrícola y urbano, todo contribuye a la pérdida forestal. Perevochtchikova, Gómez y Moreno advierten cómo, a pesar de que en México se perdió 9.4% de la cubierta vegetal entre 1985 y 2014, las decisiones para enfrentar esa alarmante dinámica no sólo son tímidas y poco efectivas, sino que además expresan un notable debilitamiento. El conocimiento sobre las consecuencias de no hacer algo a fin de revertir esa dinámica parece aquí insuficiente para orientar la toma de decisiones que ponga freno a la pérdida de los ecosistemas forestales. La traducción de lo que es necesario hacer hoy en acciones y cargas específicas no parece estar definida, y los individuos de la presente generación no han convertido en dilemas cotidianos la continuación de los cambios de uso de suelo forestal. La carga presente es entonces clara en lo abstracto, pero difusa y ambigua en lo concreto. Ése es un dilema que se presenta también en la lucha contra el cambio climático. 


 El problema de la definición de cargas y de su justa distribución entre generaciones se torna aún más evidente en el caso del calentamiento global. Vicente Ugalde retoma las preguntas que atraviesan las reflexiones de filosofía moral a propósito de la acción planetaria contra la degradación ambiental para pensar las transacciones intergeneracionales de la lucha contra el cambio climático desde el caso de México. La pregunta respecto a si es aceptable hacer intervenir la idea de las futuras generaciones para justificar los sacrificios que supone la política de acción climática introduce una reflexión poco condescendiente sobre la participación de México en ese esfuerzo global. El texto propone un repaso de los debates en torno a la justicia intergeneracional en el caso del cambio climático: la dimensión temporal del arreglo por el que se distribuyen cargas se revela rápidamente como un obstáculo para que un arreglo sea justo. Los sacrificios de la lucha contra el calentamiento global están pensados para que los que hoy habitamos el planeta asumamos nuestra responsabilidad con las generaciones futuras, pero también de lo que hicieron nuestros antepasados. El esfuerzo colectivo contra el cambio climático hace aparecer esa injusticia histórica, pero también las desiguales condiciones de las sociedades contemporáneas para hacerse cargo de los sacrificios necesarios a fin de aligerar las cargas de las futuras generaciones. 


 La alusión a la participación de México en el esfuerzo internacional que materializa el Acuerdo de París muestra la dificultad para encontrar arreglos de justicia climática entre una comunidad internacional tan desigual como poco dotada de capacidades para movilizar a los miembros de esta generación, que es la que ha tomado conciencia sobre los peligros del calentamiento global. El caso de México sugiere que suscribir acuerdos y adoptar políticas no quiere decir que esté garantizada su implementación. El autor plantea con ello el problema sobre la capacidad del conocimiento acumulado respecto del cambio climático para convertirse en una razón que lleve a actuar. 


 En el último capítulo de este volumen José Ramón Cossío se interroga sobre la creciente inserción de las fuerzas armadas en distintas tareas públicas desencadenada desde hace algunos años en México por los gobiernos civiles de los tres órdenes de gobierno. Pregunta cuáles serían los efectos que producirían en el mediano o largo plazo para el sistema jurídico algunos cambios normativos encaminados a favorecer ese proceso de militarización. El texto expone y analiza algunos de esos posibles efectos de la militarización, en el grupo de individuos que es objeto de ese cambio; es decir, en las fuerzas armadas y sus formas de actuación y conducción, pero también en su relación con el resto del aparato público y sus instrumentos, en especial, sus recursos: Cossío documenta y argumenta su preocupación por la natural inclinación que las fuerzas armadas pueden, en el futuro, mostrar para mantener, e incluso incrementar la concentración de recursos que acompaña al proceso actual de militarización. Advierte también sobre el esquema de incentivos que tendría ese cuerpo para mantener el statu quo, en el que está exento de rendir cuentas hacia el cuerpo social y sus autoridades civiles. El texto presenta los trazos de un futuro en el que una parte de las fuerzas armadas podría haber sido corrompida y con ello la tranquilidad social comprometida. Desde una perspectiva de transferencia intergeneracional, la militarización podría significar la transmisión de una carga no sólo difícilmente aceptable, sino también inmanejable para las futuras generaciones. 


 Los capítulos de este volumen no resuelven el problema respecto a cuál es el arreglo más justo para distribuir entre los miembros de las generaciones actuales y futuras: las cargas que plantean la atención a la salud, la subsistencia digna en la vejez y la transmisión de un sistema fiscal y de un capital natural que permita a esas futuras generaciones satisfacer sus necesidades de subsistencia de forma digna. El propósito del volumen no es ése, sino ilustrar los problemas concretos de la distribución de cargas entre miembros de distintas generaciones, sus problemas en términos de justicia y, sobre todo, su relevancia en nuestro tiempo y nuestro contexto. 


 En una época en la que el cortoplacismo se ha convertido en criterio determinante en la toma de decisiones, este volumen intenta también reintroducir la cuestión de la temporalidad de la acción pública. El sistema económico de producción y la estructura social han favorecido desigualdades intergeneracionales y poco se hace no digamos para reducirlas, si no al menos para detener la tendencia a su recrudecimiento. 
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 I. EL ENVEJECIMIENTO EN MÉXICO: SEGURIDAD ECONÓMICA Y TRANSFERENCIAS 


 Isalia Nava Bolaños1 
 

 INTRODUCCIÓN 


 México inicia la segunda década del siglo XXI en medio de importantes transformaciones económicas marcadas por la denominada enfermedad por coronavirus (covid-19). La actividad económica, que ya registraba un proceso de estancamiento, muestra desafíos en sus rumbos y consecuencias. Según datos del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), durante 2020 el producto interno bruto (PIB) oportuno disminuyó 8.5% respecto a 2019, con datos desestacionalizados, mientras que en 2021 aumentó 5% en relación con 2020. Las Perspectivas Económicas Provisionales de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) estiman un crecimiento del PIB de 3.3% en 2022 y de 2.5% en 2023. Estos desequilibrios económicos tienen importantes consecuencias para la población, sobre todo para los grupos más vulnerables, como las personas mayores. Aparejada a estas circunstancias económicas, se da también una dinámica de envejecimiento demográfico, que se refleja en una mayor participación absoluta y relativa de la población en edades avanzadas. La población en edades de 65 años y más (P65+) se duplicó, al pasar de 4.9 millones de personas (5.0%) en 2000 a 9.8 millones (7.6%) en 2020. 


 Una de las principales preocupaciones derivadas de este envejecimiento de la población se relaciona con la seguridad social, sobre todo en una sociedad como la mexicana, que está lejos de cumplir con los objetivos de una plena protección social. De acuerdo con la Encuesta Nacional de Empleo y Seguridad Social (ENESS) 2017, sólo 38.6% de los hombres y 22.2% de las mujeres de 65 años y más cuentan con una pensión contributiva. A ello se agrega el bajo monto de las prestaciones; 74.3% de la población pensionada recibe hasta dos salarios mínimos. Además, con la reforma que elimina la solidaridad intergeneracional y la administración pública de los dos principales institutos de seguridad social, el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) en 1997 y el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE) en 2007, se anticipa que en los próximos años las pensiones resultantes de las cuentas individuales serán insuficientes en cobertura y beneficios. 


 Así, las perspectivas futuras de la población, en particular de la P65+, exigen revisar de manera integral los mecanismos de protección social, incluyendo las pensiones no contributivas, así como repensar los mecanismos de solidaridad entre generaciones y grupos sociales. El objetivo de este capítulo es analizar la seguridad económica de las personas mayores en México enfatizando la relevancia de los intercambios entre generaciones. 


 El capítulo inicia con una revisión de la dinámica demográfica en México, en relación con el proceso de envejecimiento de la población, que ya ha comenzado a ser visible y se vislumbra en el futuro como permanente y a ritmos altos. En la segunda sección se estudian las transferencias intergeneracionales2 y las oportunidades que éstas ofrecen para apoyar a las personas en edades avanzadas en un contexto de envejecimiento demográfico. En la tercera sección se analizan las principales fuentes de seguridad económica de la P65+ en México; particular atención se dedica al análisis de las transferencias, en especial, en los antecedentes de las pensiones contributivas y no contributivas. Por último se presentan las reflexiones finales. 
 

 RUMBO AL ENVEJECIMIENTO DEMOGRÁFICO 
 

 Transición demográfica 


 México, al igual que otros países en desarrollo, ha seguido el patrón clásico de transición demográfica, que se caracteriza por el paso de niveles altos de mortalidad y fecundidad a niveles bajos y controlados, siendo la mortalidad la variable que primero comenzó a descender. La disminución en la mortalidad se atribuye a las mejoras de las condiciones socioeconómicas del país, que se reflejaron en los avances tecnológicos, sobre todo en el ámbito médico; la expansión de la infraestructura sanitaria y los servicios de salud; la implementación de medidas de higiene y salud pública, y la elevación de los niveles de escolaridad (Gómez de León y Partida, 2001). Así, la tasa de mortalidad infantil (TMI) disminuyó de 130 decesos de menores de un año de edad por cada 1 000 nacimientos en 1950 a 77 en 1970, 23 en el año 2000 y a 13 en el 2020. Asimismo, la reducción de la mortalidad se ha traducido en un alargamiento de la supervivencia. Mientras que en 1950 la esperanza de vida al nacer para los hombres fue de 45.9 años y para las mujeres de 48.8 años; en 1970 aumentó a 57.6 y 62.1 años, respectivamente. En el año 2000 la vida media de los hombres era 72.0 años, y la de las mujeres, 77.4 años, y en 2020 alcanzó los 72.4 y los 78.1 años, respectivamente (Conapo, 2018). En consecuencia, la esperanza de vida ha aumentado significativamente en las últimas siete décadas. 


 Además de la reducción de la mortalidad y las ganancias en la esperanza de vida, el país experimentó descensos importantes de la fecundidad durante el siglo pasado. El inicio del control de la fecundidad se ubica en los años sesenta, cuando un grupo de mujeres “pioneras” urbanas y con mayores niveles de escolaridad redujo el número de nacimientos. Posteriormente, se presentó una generalización de las nuevas pautas reproductivas a través del uso masivo de métodos anticonceptivos y las transformaciones de las normas sociales (Zavala de Cosío, 2001). De esta forma, la Tasa Global de Fecundidad (TFG) pasó de 6.6 hijos por mujer en 1950 y 1970 a 2.7 en 2000, y disminuyó a 2.1 en 2020, cifra equivalente a la tasa de remplazo (Conapo, 2018). 


 A las variaciones de la mortalidad y la fecundidad se agregan los cambios en la migración internacional. Para el caso de México, ha sido notoria la constante salida de mexicanos hacia los Estados Unidos, incrementándose significativamente en las últimas décadas del siglo pasado, al mismo tiempo que se modifican los perfiles migratorios: mayor heterogeneidad y diversificación laboral, menor circularidad, creciente diversificación regional y mayor presencia de flujos de migrantes indocumentados (Corona y Tuirán, 2001). Cabe mencionar que las causas del fenómeno migratorio se atribuyen a la interacción de factores en ambos lados de la frontera, en relación con el caso mexicano son de particular relevancia aquellos que se vinculan con la expulsión de la fuerza de trabajo como consecuencia de las precarias condiciones económicas y laborales. Se estima que en 1950 la emigración internacional fue de 31 089 personas, pasó a 165 368 en 1970 y en el año 2000 alcanzó la cifra de 703 535 (Conapo, 2018). A comienzos del siglo XXI, inicia un nuevo patrón migratorio atribuido a las fuertes medidas de control migratorio, la crisis económica, el desempleo y la reducción en la demanda en los Estados Unidos (Massey, Pren y Durand, 2009). Así, en 2020 el número de emigrantes fue de 314 423. 


 La evolución de los tres componentes de la dinámica demográfica, fecundidad, mortalidad y migración, previamente presentados, modifican el tamaño y la estructura por edades de la población. Como se ilustra en la figura I.1, México se ha caracterizado por el paso de pirámides de población rejuvenecidas, que fueron resultado de las altas tasas de fecundidad y de la menor reducción de la mortalidad hacia estructuras que desde la década de los setenta pierden su forma piramidal, como consecuencia de los descensos de la mortalidad y los incrementos de la esperanza de vida. A medida que el tiempo avanza, la silueta piramidal refleja una mayor concentración de la población en edades adultas y avanzadas, es justo el proceso de envejecimiento demográfico. 


 FIGURA I.1 México: estructuras poblacionales por sexo y grupos de edad quinquenales; años seleccionados 
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 Fuente: elaboración propia con base en proyecciones de población del Conapo (2018). 


 En contraste con otros países, el envejecimiento demográfico en México adquiere particularidades específicas. Una de ellas es la rapidez del fenómeno: mientras que Europa tardó entre 150 y 200 años en llegar a los porcentajes de población mayor que ahora tiene, nuestro país alcanzará estas cifras en menos de cuatro décadas (Chackiel, 2000). Así, mientras que Europa contó con el tiempo suficiente para consolidar el desarrollo económico y social y hacer frente a las demandas de este sector de la población, México carece de esta oportunidad de tiempo (Ham, 2003). 
 

 El envejecimiento, futuro inevitable 


 El incremento tanto en términos absolutos como porcentuales de la P65+ es lo que define al proceso de envejecimiento, fenómeno demográfico que se considera “cierto e inevitable” (Ham, 2003). A partir de 2020 la participación de la población en edades de 0 a 14 años disminuye, a medida que aumenta la participación de la P65+. En 1970 la P65+ representó 3.6% (1.8 millones); en 2000 aumentó a 5.0% (4.9 millones) y en 2020 pasó a 7.6% (9.8 millones). Las estimaciones más recientes del Consejo Nacional de Población (Conapo) anticipan que en 2050 será de 16.8% (24.9 millones). 


 El índice de envejecimiento (IE) denota aumentos significativos, mientras que en 1990 había 11 personas en edades de 65 años y más por cada 100 menores de 15 años, en 2020 el IE fue de 30 y se espera que aumente a 94 en 2050 (figura I.2). El indicador da cuenta de las transferencias intergeneracionales, su incremento permanente implica para la sociedad mexicana una mayor inversión en salud y seguridad social orientada a las personas en edades avanzadas. Como plantea Ham (2003), para las personas mayores las dificultades de salud y económicas que aparecen en el último tramo de la vida no suelen predecirse en tiempo, naturaleza y en el monto de las necesidades, ya sean materiales, de atención o de cuidados. 


 FIGURA I.2 México: distribución de la población e índice de envejecimiento, 1950-2050 
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 Fuente: elaboración propia con base en proyecciones de población del Conapo (2018). 


 La mayor participación de la población de 75 y más años de edad adquiere importancia toda vez que las necesidades médicas, de cuidados y de recursos son significativamente mayores, y con ello, la transferencia de recursos por parte de la población productiva. 


 Esta mayor participación de la población en edades avanzadas plantea retos y desafíos. Se reconoce que este proceso demográfico afecta distintas áreas de la sociedad y los individuos; las dos más significativas son i) la economía, frente a las condiciones de seguridad económica en las edades avanzadas (Huenchuan y Guzmán, 2007), y ii) la salud, frente a la presencia de costos crecientes derivados de la atención de enfermedades crónicas, degenerativas e incapacitantes y el incremento en la demanda de cuidados (Gutiérrez-Robledo, 2002). 
 

 LA IMPORTANCIA DE LA SOLIDARIDAD INTERGENERACIONAL 


 Los cambios en la estructura por edades son relevantes debido a que el comportamiento humano se modifica de manera sistemática a lo largo de la vida. El ciclo de vida económico permite identificar dos momentos de dependencia. En un inicio, cuando los niños y jóvenes requieren de apoyo hasta que son capaces de producir, son particularmente importantes los recursos y la atención en educación y salud. Al final, cuando las personas están en edades avanzadas, también requieren de apoyo frente a la incapacidad para el trabajo y la presencia de deterioros de la salud y físicos. Entre ambos extremos los adultos producen y pueden generar mecanismos que les permiten garantizar que la producción de esas edades intermedias servirán para satisfacer las necesidades de consumo en la vejez (Lee y Donehower, 2010). Todos estos mecanismos de ayuda se basan en colaboraciones intergeneracionales, es decir, en apoyos entre generaciones que conviven en un mismo momento. 


 Las personas mayores dependen en gran medida de las transferencias intergeneracionales, y en su ausencia muchos enfrentarían vidas de inseguridad económica. Al mismo tiempo, las personas mayores también son una fuente importante de transferencias intergeneracionales hacia sus propios descendientes, hijos y nietos, y a otros hogares (por ejemplo, a través de sus impuestos). 


 Son distintos los actores que participan en el sistema de reasignación de transferencias intergeneracionales. Es importante considerar el papel de la seguridad social, particularmente las características de los sistemas de pensiones contributivos. Además, están las transferencias del gobierno a partir de las pensiones no contributivas, así como las transferencias privadas, particularmente las que otorga la familia a través de apoyos económicos y de tiempo de cuidados en la vejez. También las personas mayores pueden acumular activos cuando son más jóvenes, a través de ahorros o legados, para mantenerse en las edades avanzadas (Mason et al., 2009). 


 En relación con las transferencias familiares, para Fernández (2015) el modelo de tres generaciones sucesivas que se ilustra en la figura I.3 es uno de los más eficientes. Las personas reciben apoyos en dos ocasiones, en la infancia, por parte de los padres (generación anterior), y en la vejez, por parte de los hijos (generación posterior). La reciprocidad intergeneracional, basada en la solidaridad familiar, la estabilidad y la confianza, lleva a que, como contrapartida, a su vez cada generación también apoye en dos ocasiones, para el sustento de la generación anterior (mayores) y para la generación posterior (niños). Así, “las tres generaciones que intervienen en los intercambios se combinan dos a dos en una relación recíproca mediante un flujo descendente de padres a hijos pequeños, cuya contrapartida es un flujo ascendente de hijos a padres mayores” (Fernández, 2015: 238). La familia ha sido tradicionalmente el marco en el que se organizan estos intercambios recíprocos. 


 FIGURA I.3
 Esquema de reciprocidad intergeneracional en la solidaridad familiar
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 Fuente: Fernández, 2015: 238. 


 Muchas de las transferencias, ya sea de carácter público como familiar, están determinadas por la edad; por lo tanto, se ven afectadas por los cambios en la distribución por edades de la población, especialmente por el incremento sostenido de la población mayor, esto es, por el envejecimiento demográfico (Lee, 1995). 


 Para el caso de México, la estructura poblacional y las transformaciones que se anticipan en forma del envejecimiento demográfico, que se presentaron en la sección previa, son relevantes para los sistemas de transferencias intergeneracionales, porque determinan el número de personas que pueden realizar transferencias y de quienes las reciben. Mason y Lee (2018) analizan las transferencias familiares, públicas y los activos para distintos países, incluido México, por encima de los 65 años de edad y con base en el proyecto de cuentas nacionales de transferencias. Los autores encuentran que la reasignación de activos financia el consumo en las edades avanzadas (89%), las transferencias públicas no tienen un papel significativo (37%) y las transferencias familiares son importantes, pero van de las personas mayores a los más jóvenes (-25%), hijos y nietos. 


 Mejía-Guevara (2015), también para el caso mexicano, encuentra que las reasignaciones por edades difieren sustancialmente cuando el análisis se realiza por estrato socioeconómico, medido a través de la educación.3 Para 2004, el consumo de las personas mayores en el estrato más bajo se financió con ingresos laborales (33.2%), transferencias públicas (37.9%) y reasignaciones basadas en activos (36.4%). Por otra parte, en el estrato más alto estas cifras fueron 22.6, 13.2 y 108.3%, respectivamente, esto es, se financió principalmente con reasignaciones basadas en activos. Las personas mayores con mejores condiciones socioeconómicas dependen de su patrimonio y transfieren una cantidad significativa de recursos a los más jóvenes, en forma de transferencias privadas. Mejía-Guevara encuentra que el fenómeno de las transferencias negativas de las personas mayores se mantiene según estrato socioeconómico, pero la magnitud de sus aportes es diferente: en el estrato más bajo es -7.5% y en el más alto es -44.2%. 


 En el caso de la población mayor, al contrastar la evolución de la reasignación de las transferencias en el tiempo, Mejía-Guevara (2015) plantea la presencia de un efecto de desplazamiento entre programas públicos redistributivos y transferencias privadas, al registrarse una reducción en la participación de los ingresos laborales (que pasó de 31.1% en 1994 a 26% en 2004), y un aumento de las transferencias públicas (19.3 a 26.8%), al mismo tiempo que se transfirió una mayor proporción de las transferencias privadas netas a los grupos más jóvenes (-12 a -18.6%), mientras que las reasignaciones de activos se mantienen (61.6 y 65.9%). 
 

 LAS TRANSFERENCIAS ECONÓMICAS EN LA POBLACIÓN MAYOR 


 Las transferencias intergeneracionales adquieren relevancia en las edades avanzadas, en la medida en que permiten garantizar la seguridad económica. Rejda (2012) señala que la seguridad económica forma parte del bienestar y la define como un estado a través del cual un individuo se siente seguro de satisfacer sus necesidades y deseos de alimentación, vestido, vivienda y atención médica en la vida cotidiana, presente y futura. Para el caso particular de las personas en edades avanzadas, Guzmán (2002, citado por Huenchuan y Guzmán, 2007: 102) la define como “la capacidad de disponer de forma independiente de una cantidad de recursos económicos regulares y suficientes para garantizar una buena calidad de vida”. Se trata de un elemento relevante en las edades avanzadas, ya que contribuye a satisfacer necesidades, mantener autonomía funcional, independencia para la toma de decisiones y alivio de la pobreza (Aguila et al., 2011; Huenchuan, 2013, y Tendero, 2015). 


 La fuente de seguridad económica que predomina entre la población en edades avanzadas son las transferencias, con marcadas desigualdades por género. Cabe mencionar que una característica del envejecimiento diferencial femenino es la mayor presencia de mujeres en edades avanzadas sin ingresos propios, en contraste con sus congéneres varones (CEPAL, 2018a). 


 Enseguida, se revisan las principales fuentes de ingreso monetario de la P65+ que otorgan seguridad económica, a partir de la Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares (ENIGH) 2020 que levantó el INEGI. La figura I.4 muestra que 42.6% de los hombres y 25.2% de las mujeres reciben ingresos por jubilación o pensión contributiva, con montos promedio de 7 307 y 6 116 pesos, respectivamente. 


 FIGURA I.4 México: P65+ que recibe ingresos por transferencias según concepto y promedio de ingreso mensual, 2020 
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 Fuente: elaboración propia con base en la ENIGH 2020. 


 Nota: la línea de pobreza extrema por ingresos (canasta alimentaria) fue de 1 702.3 pesos (urbano) y 1 299.3 pesos (rural); la línea de pobreza por ingresos (canasta alimentaria más no alimentaria) fue de 3 559.9 pesos (urbano) y 2 520.2 pesos (rural). 


 Ham (2003: 194) plantea la presencia de las pensiones en las edades avanzadas “como parte de la recompensa por haber contribuido al desarrollo económico y social del país”. En diversos marcos normativos se reconoce a la seguridad social, y de manera específica a las pensiones, como un derecho humano (CEPAL, 2018b).4 Se ha enfatizado en la necesidad de considerar la naturaleza progresiva de estas prestaciones, de contar con mecanismos no contributivos que coadyuven a la universalización de la cobertura del sistema de pensiones (Durán, 2006). En México 53.7% de la población masculina y 57.4% de la femenina cuentan con pensiones no contributivas, sin embargo, el monto medio es sólo de 1 284 pesos mensuales, cantidad que resulta insuficiente para garantizar el bienestar de las personas en el último tramo de la vida. 


 La figura I.4 ilustra los apoyos de otros hogares, 23.1% de las mujeres y 11.5% de los hombres reciben ingresos por esta vía, y la media de ingresos es de poco más de 1 400 pesos mensuales. Sin embargo, la cantidad de ingresos derivados depende de la capacidad económica, del tamaño, estructura y composición de los hogares, así como del fortalecimiento de los lazos familiares (Ham, 2003). Garay, Montes de Oca y Arroyo (2020) encuentran que entre las personas en edades avanzadas en México predominan las redes de apoyo provenientes de familiares y amistades y reportan un vacío de relaciones comunitarias y laborales. Estos elementos deben considerarse frente a la reducción de la fecundidad, los nuevos patrones migratorios, los mayores niveles de urbanización y los cambios culturales, ya que reducen las posibilidades de contar con apoyos informales en la vejez derivados de la familia y, por lo tanto, se vuelve relevante fortalecer las redes de apoyo social. 
 

 Antecedentes de las pensiones contributivas 


 En el interior de las transferencias los ingresos derivados de una jubilación o pensión contributiva son los que se miran como ideales, dados los principios de equidad y justicia en los cuales se fundamente la seguridad social. 


 Para el caso de México, los primeros antecedentes de la seguridad social se ubican a inicios del siglo pasado, cuando se expide la Ley de Accidentes de Trabajo del Estado de México en 1904 y se crea la Ley sobre Accidentes de Trabajo del Estado de Nuevo León en 1906; en ambas se reconoce la obligación que tienen los empresarios de proporcionar atención a los trabajadores. En 1917 con la promulgación de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en el artículo 124 se establece la obligatoriedad de los patrones a otorgar prestaciones de trabajo. Posteriormente, en 1925 se crea la Dirección de Pensiones Civiles y de Retiro, que en 1959 se transforma en el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE), institución encargada de brindar protección contra contingencias por salud, accidentes de trabajo, vejez y cesantía a los trabajadores del sector público. En 1943 se establece el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), la principal institución que otorga protección frente a enfermedades, riesgos de trabajo, invalidez, muerte y vejez a los empleados y a los trabajadores asalariados que participan en empresas privadas. 


 En relación con las pensiones, especialmente las de jubilación, en 1992 se instrumentó un nuevo tipo de seguro de retiro entre los trabajadores afiliados al IMSS y al ISSSTE, a través del Sistema de Ahorro para el Retiro (SAR), tomando como referencia la reforma al sistema de pensiones de Chile en 1981. Entre los argumentos que justificaron su diseño destacaron el inminente proceso de envejecimiento demográfico, la mejora de las pensiones y el aumento en el ahorro interno, vía la formación de capitales (Bertranou, 1995). Con base en estos antecedentes, en 1997 se reformó el sistema de pensiones del IMSS. De ser un régimen que funcionaba como un esquema de reparto con beneficios definidos, donde los trabajadores activos financiaban las pensiones, pasó a ser un sistema de ahorro individual de contribuciones definidas manejado por el sistema privado a través de Administradoras de Fondos para el Retiro (Afores). Bajo esta nueva modalidad, la capitalización que el trabajador logra en las Afores se utiliza para comprar una renta vitalicia o un retiro programado. 


 Cabe mencionar que parte importante del marcado déficit financiero que obligó a la reforma del IMSS se originó por la falta de empleo protegido, es decir, de trabajadores y empleadores que contribuyeran a la seguridad social (Ham y Ramírez, 2008). A ello se agrega la baja participación efectiva por parte de los patrones; el incremento insuficiente de las cuotas y aportaciones, en relación con los beneficios; los privilegios injustificados del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del IMSS o de paraestatales como la Comisión Federal de Electricidad y Petróleos Mexicanos, y los casos de mal uso de los recursos (Ortiz, 1998, y Ham, 2005). También contribuyó que las reservas financieras generadas en los primeros decenios de funcionamiento fueron utilizadas para financiar infraestructura, equipo médico y subsidiar programas deficitarios, como el de enfermedades no profesionales y maternidad (Solís y Villagómez, 1999). 


 La década transcurrida desde la reforma del IMSS mostró el fracaso de las medidas adoptadas. La cobertura no mejoró, el ahorro interno no aumentó, se anticipó que las pensiones resultarían insuficientes y mucho se insistió en lo oneroso que resultaría para el Estado, al considerar el costo de transición entre el viejo y el nuevo sistema, así como la pensión mínima que el gobierno garantiza a los trabajadores que cumplen con los requisitos, pero no reúnen los recursos suficientes (Ramírez, Ham y Valencia, 2012). Con la reforma se perdieron los principios de solidaridad entre clases y entre generaciones (Ham, 2003). Pese a ello en 2007 se reformó el sistema de pensiones del ISSSTE, al aplicarse una combinación de reformas estructurales y paramétricas. El sistema de pensiones de beneficios definidos fue sustituido por uno de contribuciones definidas, cuenta individual, operado por el Fondo Nacional de Pensiones de los Trabajadores al Servicio del Estado (PENSIONISSSTE) o alguna Afore (Ramírez y Valencia, 2008). Los argumentos que institucionalmente justificaron la reforma fueron los mismos, la necesidad se sanar las finanzas de la institución frente al marcado proceso de envejecimiento demográfico. 


 La importancia de la reforma a los sistemas de pensiones del IMSS y el ISSSTE radica en la relevancia socioeconómica de ambas instituciones para el país y en la cobertura que ofrecen. Sin embargo, es importante señalar que existen otras instituciones de carácter estatal y municipal y planes complementarios. De acuerdo con Ham, Ramírez y Valencia (2017: 53), el sistema de pensiones está “fragmentado y desordenado, en él se registran poco más de 100 instituciones públicas federales y estatales, conociéndose poco de los municipios y de planes privados que actualmente pudieran superar los mil”. 


 Los resultados de la reforma de los principales sistemas de pensiones se reflejan en la ausencia de universalidad, ya que la protección se orienta a los trabajadores asalariados, urbanos y formales, y en las bajas tasas de cobertura, en un contexto laboral caracterizado por la intensificación de la precariedad y la extensión de la informalidad laboral (sector informal y empleo informal) (Ramírez, 2019). Al mismo tiempo, los beneficios derivados de las pensiones contributivas se han deteriorado y se expresan en una reducida densidad de cotización5 y bajas tasas de remplazo.6 La alta movilidad de los trabajadores se refleja en periodos de cotización cortos y reducida densidad de cotización, situación que se intensifica entre las mujeres y los trabajadores con salarios más bajos. Castañón y Ferreira, (2017, citados por Ramírez, 2019) estiman que entre 1997 y 2015 la densidad promedio para los trabajadores con cuenta individual fue de 42.3%. La OCDE (2015) estima bajo el sistema de capitalización individual una tasa de remplazo de aproximadamente 26% para el trabajador promedio.7 


 Además, como parte de las consecuencias, la reforma a los sistemas de pensiones canceló el carácter de solidaridad entre generaciones y clases sociales, elementos que definen a la seguridad social (Ham, 2003). 


 El 1 de enero de 2021 entró en vigor la reforma al sistema de pensiones de la Ley del Seguro Social de México; las principales modificaciones son las siguientes: i) incremento en el porcentaje de las aportaciones, particularmente de la cuota patronal de acuerdo al Salario Base de Cotización (SBC) y de manera gradual de 2023 a 2030;8 ii) aumento del monto de la pensión mínima garantizada (PMG), en función de la edad de retiro (a partir de los 60 años), el promedio del SBC durante la carrera laboral y las semanas de cotización; iii) disminución en el número de semanas cotizadas, se reduce a un mínimo de mil cotizaciones semanales; iv) establecimiento de un máximo a las comisiones que cobran las administradoras de fondos para el retiro (DOF, 2020a). 
 

 Antecedentes de las pensiones no contributivas 


 Los antecedentes de las pensiones no contributivas en México se remontan a 2001, cuando inició la operación del Programa de Apoyo Alimentario, Atención Médica y Medicamentos Gratuitos para Adultos Mayores de 70 años en el Distrito Federal en zonas de muy alta, alta y media marginación; el apoyo consistía en una transferencia monetaria mensual de 600 pesos. A partir de 2003 dejó de estar condicionado a la carencia de recursos económicos de los beneficiarios, por lo que todas las personas de 70 y más años de edad que cumplían con los requisitos tenían derecho a recibir un apoyo equivalente a 50% del salario mínimo general vigente en el Distrito Federal (Gaceta Oficial del Distrito Federal, 2001 y 2003). En los siguientes años la propuesta fue retomada por otras entidades. Contaban con programa de este tipo 13 de las 32 entidades federativas en 2011, aunque con variaciones en la frecuencia de pago, la edad mínima requerida, y la cobertura geográfica: Distrito Federal (2001), Chihuahua (2004), Nuevo León (2004), Veracruz (2005), Quintana Roo (2006), Chiapas (2007), Jalisco (2007), Sinaloa (2007), Yucatán (2007), Baja California (2008), Tabasco (2009), Durango (2010) y Zacatecas (2011) (Aguila et al., 2011). 


 Conforme las pensiones no contributivas continuaron implementándose a nivel estatal, en 2007 el gobierno federal inició el Programa de Atención a los Adultos Mayores de 70 Años y Más en Zonas Rurales.9 Los beneficiarios recibían un apoyo mensual por 500 pesos con entregas bimestrales, sujeto a la disponibilidad presupuestal del Programa. Como parte de los requisitos, se pedía no ser beneficiario de otros programas federales con beneficios similares (DOF, 2007). En 2008, las reglas de operación del Programa 70 y Más incluían a las localidades de hasta 30 000 habitantes (DOF, 2008). En 2013 el Programa de Pensión para Adultos Mayores modificó los parámetros, al considerar la entrega de apoyos económicos y de protección social para toda la P65+ que no recibía ingresos por concepto de pago de jubilación o pensión de tipo contributivo (mayor a 1 092 pesos mensuales). 


 A partir de 2019 se establece la pensión universal no contributiva Pensión para el Bienestar de las Personas Adultas Mayores, que brinda apoyo a las personas mayores de 68 años y en las zonas indígenas a partir de los 65 años. En mayo de 2020, se reforma el artículo 4° de la Constitución y se establece que las personas mayores de 68 años tienen derecho a recibir por parte del Estado una pensión no contributiva (en el caso de la población indígena y afromexicana se otorga a partir de los 65 años). Actualmente, los beneficiarios reciben apoyos económicos por 1 350 pesos mensuales con periodicidad de entrega bimestral (DOF, 2019, y DOF, 2020b). 


 Si bien es cierto que estos apoyos incrementan los ingresos, no protegen completamente el bienestar económico de la P65+, y el monto es bajo, al no cubrir las necesidades más básicas. 
 

 La actividad económica frente a la ausencia de seguridad social 


 Los principales mecanismos que proporcionan seguridad económica en las edades avanzadas son: la participación económica, la seguridad social y los apoyos familiares. La participación económica de la población en edades avanzadas aparece como una opción frente a la escasa cobertura de la seguridad social y al bajo monto de las pensiones. Para garantizar la protección de los derechos humanos de las personas mayores, se debe garantizar el derecho al trabajo digno y decente, así como la igualdad de oportunidades y de trato. Al mismo tiempo, es necesario incentivar la promoción del envejecimiento activo en el trabajo. Así la participación económica debería aparecer como una opción para las personas que puedan, quieran y tengan la posibilidad de mantenerse en esta esfera (Ilmarinen e Ilmarinen, 2015). 


 La Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) (2018b) encuentra evidencia empírica para distintos países de América Latina y el Caribe, incluido México, sobre la ausencia de ingresos en las edades avanzadas, particularmente de pensiones, situación que obliga a la población mayor a mantenerse o incorporarse en la actividad económica pese al deterioro en la salud. 


 En la figura I.5 aparece la participación de la P65+ en el mercado de trabajo; 18.8% de los hombres y 10.3% de las mujeres obtienen ingresos por trabajo independiente, aunque el monto de los estipendios es bajo, en promedio 3 029 y 1 659 pesos mensuales, respectivamente. En la categoría de trabajo subordinado es donde aparecen los ingresos por trabajo más altos; la media mensual del ingreso masculino es de 8 979 pesos, y en las mujeres, de 7 484 pesos, aunque sólo 16.4 y 4.2%, respectivamente, participan en estas actividades mejor remuneradas. Una de las características de la participación económica de la población en edades avanzadas es la mayor participación en la informalidad (Badillo, 2018). 


 FIGURA I.5 México: P65+ que recibe ingresos por trabajo según concepto y promedio de ingreso mensual, 2020 


 [image: images/img-42-1.jpg]


 Fuente: elaboración propia con base en la ENIGH 2020. 


 Nota: la línea de pobreza extrema por ingresos (canasta alimentaria) fue de 1 702.3 pesos (urbano) y 1 299.3 pesos (rural); la línea de pobreza por ingresos (canasta alimentaria más no alimentaria) fue de 3 559.9 pesos (urbano) y 2 520.2 pesos (rural). 
 

 REFLEXIONES FINALES 


 México experimenta un acelerado proceso de envejecimiento demográfico, que plantea desafíos de gran envergadura, pero que tiene la ventaja de poder anticiparse en sus tiempos y magnitudes. Las edades avanzadas conllevan quebrantos propios de la vejez con implicaciones para la salud, la seguridad económica y otros aspectos esenciales de la vida humana, y los cuales generan dependencia. En este contexto, adquieren relevancia los sistemas de transferencias intergeneracionales, en la medida en que permiten trasladar de manera eficiente recursos hacia las edades avanzadas. 


 Como parte de la revisión de la seguridad económica de las personas en edades avanzadas que se presentó en este capítulo, se llega a varias conclusiones, que sobre todo dan lugar a nuevas interrogantes y proposiciones para abordar los desafíos que plantea el envejecimiento demográfico. 


 Por un lado, se mostró que las transferencias públicas, particularmente los ingresos derivados de las pensiones contributivas, son importantes para hacer frente a la dependencia en las edades avanzadas. Sin embargo, en el caso de México la cobertura es escasa y los montos de las pensiones son bajos. Además, la reforma a los principales sistemas de pensiones no parece contar con mecanismos de solidaridad entre generaciones. Por otro lado, las pensiones no contributivas ofrecen montos muy bajos que no logran garantizar las necesidades básicas de la vejez. Las transferencias privadas, particularmente el apoyo que otorga la familia como red de seguridad social, tiene un papel limitado, en términos de la población receptora y los montos que otorga. 


 Por lo tanto, se requiere buscar mecanismos sólidos de equidad intergeneracional que garanticen la seguridad económica y el apoyo sostenible en un contexto de envejecimiento demográfico. 


 La sostenibilidad de la seguridad económica en las edades avanzadas debe concebirse como un principio básico de justicia intergeneracional. Las sociedades que envejecen rápidamente, como la mexicana, y que registran reducciones de su crecimiento están asociadas a diversos desafíos para las generaciones de personas jóvenes en áreas de interés como los sistemas de jubilación, la deuda pública, la competitividad, el mercado laboral y el sistema educativo, entre otros. Como plantean Lutz y Skirbekk (2008), estos fenómenos demográficos deben verse en contexto global, donde se consideren las oportunidades que plantea la formación de capital humano y los desafíos ambientales, al mismo tiempo que se fortalecen los argumentos sobre el valor del envejecimiento y la continuidad de la solidaridad intergeneracional (Feeser-Lichterfeld, 2008), toda vez que las relaciones entre justicia generacional y cambio demográfico son complejas y multidireccionales (Tremmel, 2008). 


 Así, el avance en el diseño de medidas de política pública debe ser más comprensivo e incluyente, incorporando un rango más amplio de acciones. Un principio fundamental es el de la justicia intergeneracional, es decir, se debe garantizar que las condiciones de vida de las generaciones presentes puedan satisfacerse de la misma forma que las generaciones futuras. Además, resulta relevante concebir la justicia intergeneracional como un concepto dinámico, esto es, que las políticas incorporen una mirada de largo plazo y consideren las implicaciones futuras de las decisiones presentes, por ejemplo, a través de la institucionalización de nuestra responsabilidad hacia las generaciones futuras. Es necesario gestionar adecuadamente la prevención de riesgos observables para el bienestar futuro. Se requiere de una nueva ética intergeneracional. 
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 4 Algunos ejemplos a nivel internacional son: la Declaración Universal de Derechos Humanos, 1948 (artículo 22 y artículo 25); el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 1966 (artículo 9 y artículo 11); el Convenio sobre la Seguridad Social (Norma Mínima), 1952 (núm. 102); el Convenio sobre las Prestaciones de Invalidez, Vejez y Sobrevivientes, 1967 (núm. 128), y la Recomendación sobre las prestaciones de invalidez, vejez y sobrevivientes 1967 (núm. 131). A nivel regional algunos de los instrumentos son: el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo de San Salvador”, 1988 y la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, 2015 (CEPAL, 2018b). 
 

 5 Se refiere al tiempo que, durante la vida laboral, los trabajadores cotizan al sistema de pensiones. 
 

 6 Se refiere al porcentaje que representa la pensión en relación con el salario previo a la jubilación. 
 

 7 En el Convenio sobre la Seguridad Social (Norma Mínima), 1952 (núm. 102), se estableció que los sistemas de pensiones deberían tener una tasa de remplazo mínima de 40%. En el Convenio sobre las Prestaciones de Invalidez, Vejez y Sobrevivientes, 1967 (núm. 128), la tasa de remplazo mínima aumentó a 45% (Mesa-Lago, 2008). 
 

 8 En los ramos de cesantía en edad avanzada y vejez, en 2030: para un Salario Base de Cotización del trabajador de 1.0 SM la cuota patronal será de 3.150%, 1.01 SM a 1.50 Unidad de Medida y Actualización (UMA) → 4.202%, 1.51 a 2.00 UMA → 6.552%, 2.01 a 2.50 UMA → 7.962%, 2.51 a 3.00 UMA → 8.902%, 3.01 a 3.50 UMA → 9.573%, 3.51 a 4.00 UMA → 10.077%, 4.01 UMA en adelante → 11.875%. 
 

 9 Hasta 2 500 habitantes. 








 II. LOS MILLENNIALS: ¿GRANDES PERDEDORES DEL PACTO INTERGENERACIONAL? 


 Ricardo Cantú1
 Héctor Juan Villarreal2
 

 INTRODUCCIÓN 


 Este capítulo discute la justicia intergeneracional desde el punto de vista de la política fiscal, específicamente, cuánta deuda o riqueza pública las generaciones presentes están heredando a las futuras generaciones. Su argumento central gira alrededor de dos condiciones estructurales del país: primero, una transición demográfica que transforma la estructura de edades de la población hacia una más envejecida y con menos niños y jóvenes, y segundo, una serie de políticas fiscales apalancadas en el endeudamiento y la acumulación de deuda para satisfacer el gasto público ante la insuficiente recaudación actual. Su elaboración retoma elementos aportados por Cantú y Villarreal (2019), por un reporte reciente de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE, 2020) y por un estudio del CIEP sobre posibles consecuencias fiscales de un choque negativo en la fertilidad como consecuencia de la crisis de covid 19 (CIEP, 2021). 


 Un buen punto de partida es definir a quién nos referimos con los millennials. Sobre esta cohorte se ha escrito mucho y desde diferentes ángulos. Un par de referencias útiles son Hershatter y Epstein (2010), y McGlyn (2005). Sin la intención de polemizar, vamos a trabajar con la misma clasificación de Cantú y Villarreal (2019) y mantener el supuesto de Ortega y Gasset (Regúnaga, 2019) de que las generaciones duran 20 años. No obstante, dicha estructura presenta consideraciones y limitantes importantes: 
 


	 Ignora que hay eventos que funcionan como parteaguas para las generaciones y que esto no necesariamente es homogéneo para las distintas poblaciones. 

	 Puede adolecer de las diferencias entre variables sociodemo-gráficas. 

	 Las personas alrededor de los dos lados de un corte suelen ser más similares que las que están en la misma cohorte, sólo que en el otro extremo del grupo de edad. 
 


 Aun reconociendo estos problemas, creemos que la clasificación propuesta permite de manera muy limpia hacer la contabilidad generacional. También las comparaciones y los análisis económicos se vuelven trazables. En el resto de documento nos vamos a referir a las generaciones de la siguiente manera:3 
 


	 Preguerra: nacidos antes de 1940, conforman 1.4% de la población. 

	 Boomers: nacidos entre 1940 y 1959, se componen de 9.6% de la población. 

	 Generación X: nacidos entre 1960 y 1979, son 23.4% de la población. 

	 Generación Y (también conocidos como los millennials): nacidos entre 1980 y 1999,4 representan 30.9% de la población. 

	 Generación Z: nacidos entre 2000 y 2019, integran 33.9% de la población. 

	 Generación Alfa: son (y serán) los nacidos entre 2020 y 2039, actualmente representan llegan a 1.6% de la población. 

	 Generación Beta: para efectos del presente ejercicio, nos conviene imaginar una potencial generación nacida entre 2040 y 2059. 
 


 Son muchos los ángulos con los que se podría abordar la pregunta que da origen a este documento. Algunos de ellos pueden derivarse de problemas económicos heterogéneos entre generaciones; por ejemplo, el mercado laboral que imperó para cada una. Sin menoscabo de estos elementos, hemos decidido concentrarnos en cuatro puntos de análisis que tienen consecuencias directas para el pacto fiscal generacional. Primero, el fin del boom petrolero de 2003-2014 y la pereza fiscal de dicho periodo. Segundo, los efectos de viejos compromisos (pasivos contingentes; particularmente, pensiones), incluyendo la reforma de 1997 y la generación de transición. Tercero, qué significa para los millennials (generación Y) que la deuda pública se utilice como variable de ajuste. Cuarto, los efectos fiscales de una caída abrupta en la tasa de fertilidad. 


 El documento está organizado de la siguiente manera. En la segunda parte presentamos nuestro marco teórico, el modelo de cuentas generacionales, y se explica el concepto de brechas fiscales. En la tercera parte describimos los cuatro puntos mencionados con posibles efectos fiscales intergeneracionales y se presentan los resultados de escenarios hipotéticos. En la cuarta sección, más que concluir, abrimos la discusión a las implicaciones de los resultados, incluyendo posibles mitigadores de los efectos negativos. 
 

 LA ECONOMÍA GENERACIONAL 


 La economía generacional estudia los flujos económicos entre los grupos de edad (también entendidos como “generaciones”), los contratos (explícitos e implícitos) que rigen los flujos intergeneracionales, así como la distribución del ingreso y del consumo como resultado de lo anterior (Mason et al., 2009). En este sentido, la estructura etaria de la población influye en la economía por varias vías. La más importante es que el comportamiento económico de las personas cambia de manera sistemática a medida que atraviesan su “ciclo de vida”: particularmente, asistir a la escuela, formar parte del mercado laboral, consumir bienes suntuarios, ahorrar recursos y prepararse para una eventual jubilación. La transición hacia una composición demográfica más envejecida influye, de este modo, en el porcentaje y el número de individuos que asisten a la escuela, participan activamente en el mercado laboral o demandan algún servicio de pensión (Lee y Mason, 2011). 


 Actualmente, la sociedad mexicana se encuentra en una transición: año con año se cuentan cada vez más adultos mayores y, por el contrario, menos jóvenes y niños (Conapo, 2018). Se estima que para 2050 los mayores de 60 años representarán 22.2% de la población nacional; en comparación, aquellos entre 0 y 18 años serán (casi la misma cantidad) 22.4% (figura II.1). Con una sociedad en envejecimiento, la recaudación de los principales ingresos del gobierno probablemente disminuya. 


 El sistema fiscal, al ser un mecanismo que transfiere y reasigna recursos entre personas y hogares de diferentes sexos, edades y niveles de ingresos, también puede estudiarse bajo la perspectiva generacional. La disponibilidad de perfiles demográficos permite modelar comportamientos esperados de recaudación o de demanda del gasto público en función de la composición etaria y de género (Auerbach, Gokhale y Kotlikoff, 1994). Este planteamiento permite entender a la sostenibilidad fiscal como la solvencia económica y financiera del sector público para cumplir con sus obligaciones sociales de corto y largo plazo (incluyendo los derivados por cambios demográficos), sin incurrir en eventuales cambios en su estructura de ingresos y gastos (Banco Mundial, 2005; Tanner, 2013; Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos, 2013). 


 FIGURA II.1
 La transición demográfica: 1950-2050
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 Fuente: elaborado con el simulador fiscal CIEP v5 utilizando información del Conapo. 
 

 Los perfiles de impuestos 


 La base de datos para calcular los perfiles demográficos, naturalmente, es la Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares (ENIGH) 2018, construida por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI). Por ejemplo, los hombres son quienes más aportan al pago de impuestos por la generación de ingresos (66% hombres versus 34% mujeres), y ambos sexos aportan estadística-mente lo mismo en los impuestos al consumo (50% hombres versus 50% mujeres). Los impuestos a los ingresos de capital, siendo el ISR de las personas morales el más relevante, también están sesgados hacia los hombres (58%), quienes reportaron recibir más ingresos por negocios propios. Aquí consideramos, al igual que Lee y Mason (2011), a las empresas como intermediarias de los individuos que las trabajan y no como entidades autónomas. 
 

 Los perfiles del gasto público 


 El monto que destinaría el gobierno para atender los servicios educativos, de salud y de pensiones está también vinculado con la cantidad de personas que demandarán estos servicios. Al igual que la generación de recursos, el gasto público también depende de los patrones relacionados con la edad, el sexo y el estrato social. Por ejemplo, el gasto público en pensiones se concentra en un rango de edad que va de los 50 a los 80 años, con mayor participación entre personas con ingresos mayores.5 En cambio, el perfil de educación se concentra en un rango de edad que va de los 5 a los 20 años, con mayor participación de personas que perciben ingresos por debajo de la media de la población.6 Las personas de mayores ingresos, en cambio, reciben menor gasto público en educación. A diferencia de los perfiles de pensiones y educación, que tienden a concentrarse en un rango específico de edad, el gasto en salud se asoció con las tasas de mortalidad. Es decir, suponemos que la política pública está dirigida a la población cuyas necesidades médicas podrían ser mayores.7 
 

 Las aportaciones netas 


 El término “aportaciones netas” representa la suma de los impuestos pagados por ISR, IVA, IEPS e importaciones, menos el gasto público recibido mediante las transferencias en salud, educación y pensiones. De este modo, con los perfiles demográficos anteriores, se crea un “ciclo de vida fiscal”: la descripción de cómo los individuos participan en lo que el sistema fiscal les provee y en lo que ellos mismos le demandan, conforme avanza su edad. La figura II.2 muestra las contribuciones tributarias y las recepciones del gasto público entre sexo, edad y grupo de ingreso. Los menores de edad reciben más gasto público por educación que los que podrían contribuir por su pago de impuestos al consumo. Posteriormente, en edades laborales tanto hombres como mujeres empiezan a aportar, en términos netos, más de lo que reciben. Finalmente, al jubilarse, las personas vuelven a su estado “deficitario”, obteniendo más por pensiones de lo que aportan tributariamente. 


 FIGURA II.2
 Ciclo de vida fiscal
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 Nota: los porcentajes entre paréntesis representan la concentración en cada grupo. 


 Fuente: elaborado con el simulador fiscal ciep v5 e información del INEGI, ENIGH  2018. 
 

 La sostenibilidad fiscal 


 El sistema fiscal tiene una “restricción presupuestaria intertemporal”: los ingresos fiscales presentes y futuros deben ser iguales al gasto público presente y futuro (ecuación II.1). 




 ECUACIÓN II.1
 Restricción presupuestaria intertemporal
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 Donde: 
 


 Impuestosi: impuestos pagados por las generaciones vivas en el año t 


 Gastosi: gastos demandados por las generaciones vivas en el año t 


 Deuda: valor de la deuda (en el año 0) 


 δ: la tasa de descuento de 3% anual 
 


 El monto de ingresos que espera recaudar el gobierno (Mt) depende de la cantidad de contribuyentes, así como de las aportaciones de cada grupo de edad al pago de impuestos. El gasto público, de igual manera, depende de la población proyectada para los siguientes años, así como del porcentaje del gasto público promedio que recibe cada generación, considerando las políticas públicas actuales.8 Además, se considera un crecimiento anual, tanto para los ingresos como para el gasto, igual a la productividad promedio observada de los últimos 20 años. 
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 Donde: 
 


 Mt: ingresos o gastos por grupo de edad en el año t. 


 εm i : pago o transferencia promedio de ingresos / gastos (m) de cada grupo de edad i, relativo al nivel de referencia (α). El máximo de edad es 109 años en las proyecciones de Conapo (2018). 


 λ: tasa de productividad anual promedio de los últimos 20 años. αm 39.2020: pago o transferencia promedio de ingresos / gastos (m) de una persona de 39 años de edad en 2020. 


 Pit: proyección de la población por grupo de edad i y año t. 
 


 Con lo anterior se puede determinar el nivel de financiamiento que podría requerir el sistema fiscal para cubrir el gasto público demandado. Por ejemplo, si con las políticas actuales la recaudación futura es igual al gasto público futuro, entonces no se requeriría de un endeudamiento para cubrir el gasto público y, por lo tanto, podríamos decir que las políticas públicas son sostenibles. En cambio, si al proyectar los ingresos y gastos se necesita de financiamientos adicionales para cubrir sus diferencias, entonces las políticas públicas no serían sostenibles. En este sentido, cualquier desequilibro en las proyecciones de ingresos y gastos generaría inequidades generacionales. 
 

 LA BRECHA FISCAL 


 Un sistema fiscal desbalanceado provocaría cambios eventualmente necesarios en la estructura del gasto y de las tasas impositivas, con implicaciones en la pobreza, la redistribución del ingreso y la equidad intergeneracional. Si las políticas de ingresos y gastos no están equilibradas, se estaría generando una brecha o “hueco” fiscal financiado con endeudamiento. Esto representaría una transferencia de costos y de recaudación especialmente hacia las futuras generaciones, pudiendo ocurrir que terminen pagando por un gasto público del que nunca se beneficiaron (por ejemplo, el utilizado para pagar los costos de la deuda y las pensiones de reparto). En este sentido, las diferencias entre ingresos y gastos públicos proyectados con los perfiles demográficos hacia el futuro determinarían un nivel de deuda teórico. 


 Este indicador teórico de la deuda se comparará con otras tres variables: 1) cuánto representa como porcentaje del PIB futuro proyectado;9 2) cuánto representa como porcentaje de los ingresos futuros proyectados con los perfiles, y 3) cuánto representa como porcentaje de los gastos futuros proyectados con los perfiles. Así, la brecha fiscal representa el nivel de desbalance y el tamaño del reto que se le estaría heredando a las futuras generaciones para ser solucionado mediante un aumento en los ingresos, una disminución en el gasto público o una combinación de ambos. 
 

 LOS EFECTOS FISCALES GENERACIONALES 


 Ahora bien, si suponemos que podemos mantener las políticas fiscales constantes (interpretadas a través de los perfiles demográficos obtenidos con la ENIGH 2018 y los valores económicos del Paquete Económico 2021), se puede entonces estimar cuánto cada generación aportaría, de manera neta y en valor presente, al sistema fiscal durante el resto de sus vidas. Mediante el uso del ciclo de vida anterior, se calcula la cantidad de impuestos que un individuo promedio de cada generación pagaría por la creación de ingresos o por su consumo, así como los beneficios del gasto público recibidos en servicios de salud, de educación y de pensiones. Aquí tenemos que suponer que el costo de los bienes y servicios públicos es igual a los beneficios obtenidos por los usuarios; esto evita realizar ajustes subjetivos y secundarios por la calidad en los servicios o por los costos de oportunidad en que se incurra. 


 La “cuenta generacional” indica, por lo tanto, cuánto pagarían fiscalmente las diferentes generaciones, para evaluar la (in)equidad intergeneracional de las políticas públicas (Lee y Mason, 2013; Auerbach, Gokhale y Kotlikoff, 1994; Kotlikoff, 2018). En este sentido, bajo lo plasmado en el Paquete Económico 2021, el cuadro II.1 muestra cómo a los millennials “jóvenes” y los miembros de la GenZ “grandes” les espera la mayor cantidad de obligaciones fiscales durante el resto de sus vidas, en comparación con cualquier otra generación. Son quienes ya recibieron la mayor cantidad por educación y quienes ahora empiezan a trabajar.

 


 CUADRO II.1
 Las cuentas generacionales en 2021: las obligaciones fiscales restantes
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 Sin embargo, es necesario resaltar dos consideraciones muy importantes de los resultados anteriores. Primero, hay que repetir que no se está haciendo una contabilidad “hacia atrás” que descuente lo recibido del gasto público con anterioridad. Aquí únicamente se presenta una proyección “hacia delante” de lo que se esperaría que se aporte o reciba durante el resto de su vida. Segundo, metodológicamente, tenemos que suponer que el perfil de pensiones se mantiene constante. Esto quiere decir que, ante la transición a cuentas individuales, es probable que los millennials y la GenZ no reciban un gasto público por pensiones financiado con gasto corriente (situación presente en los sistemas de reparto). Es decir, la cuenta generacional podría ser todavía mayor para tales grupos de edad por esta misma situación. 


 Hacia 205010 la brecha fiscal (esto es, la diferencia entre los ingresos y gastos futuros proyectados) sería de un endeudamiento equivalente a aumentar los ingresos en 24.5% o a disminuir el gasto público en 19.8% para balancearlo. A manera de comparación, esto equivaldría a duplicar todos los impuestos al consumo (IVA, ISAN, IEPS e importaciones) o a eliminar todo (y un poco más) el actual gasto en pensiones. No obstante, mientras más tiempo pase para regresar al equilibrio, más costoso no sólo será para los millennials y la GenZ, sino también para las generaciones Alpha y Beta. 
 

 El boom petrolero 


 De 2003 a 2008 se recaudó entre 5.4 y 10.3% del PIB cada año por ingresos petroleros, incluyendo el Fondo Mexicano del Petróleo y los ingresos propios de Petróleos Mexicanos. En 2021 se espera que estos ingresos representen 3.7% del PIB: una diferencia de 3.8% del PIB (esto es, poco más de 100%) con respecto al promedio observado en el periodo referido. De haberse mantenido el boom petrolero constante, la brecha fiscal hacia 2050 representaría la posibilidad de disminuir los ingresos en 28.3% o de aumentar el gasto público en 40.0%. Es decir, por cada año de bonanza podría haber una disminución de poco menos de 1% en las necesidades de los ingresos presupuestarios o un aumento de 1.4% en las posibilidades del gasto público. Una situación prevalente durante el boom en los precios del barril de petróleo internacional fue el incremento en las transferencias fiscales de la federación a los estados y municipios (conocidos bajo el nombre de “gastos federalizados”). La falta de transparencia de estos recursos ejercidos a nivel subnacional y el alto endeudamiento actual asociado a los mismos sugiere que la bonanza petrolera del país se transformó en gasto corriente, sin realizar inversiones de largo plazo. 
 

 El problema de las pensiones 


 El anterior “sistema de reparto” estaba financiado, principalmente, con los impuestos que los trabajadores aportaban a las instituciones de seguridad social. Es decir, se repartía el excedente de la producción de jóvenes a adultos mayores. Con una estructura familiar como la de los boomers y la Generación X, que conformaban familias jóvenes y numerosas, resultaba práctico tener mecanismos de transferencia como éste. 


 No obstante, ante los cambios demográficos antes mencionados, a finales del siglo pasado e inicios del actual se llevaron a cabo reformas fiscales para cambiar la manera como las pensiones y jubilaciones se financiaban. Así se creó la figura de las “cuentas individuales”: cada quien guarda una fracción de su salario en una cuenta única, la cual se invierte en fondos de largo plazo. 


 Así, el aumento en la esperanza de vida, como la disminución en la cantidad de nacimientos que tiene una mujer durante su vida, ha llevado el gasto público en pensiones a grados muy superiores a aquellos vistos en educación y salud. Para 2021 se estima un gasto mayor en los mayores de edad, con grandes desigualdades entre los cientos de subsistemas que en la educación de niños y jóvenes. Si limitáramos el gasto público anual en pensiones a 4% del PIB, la carga tributaria para los millennials y la GenZ disminuiría 30%, reduciéndose la brecha fiscal a una deuda equivalente a 17.0% de los ingresos futuros, o a 14.7% de gasto público proyectado. 
 

 Shocks en la tasa de fertilidad 


 Si por alguna razón existiera un shock en la tasa de fertilidad del país (supongamos, una cifra de 2.1 a 1.8 hijos por mujer), bajo las políticas de 2021 los millennials y la GenZ verían sus aportaciones fiscales incrementadas en más de 20%. Evidentemente, ante menores nacimientos, la cantidad de personas con las cuales habría que distribuir la carga fiscal sería menor en el largo plazo. Consecuentemente, la brecha fiscal ahora sería una deuda total equivalente a 22.6% de los ingresos o 18.5% del gasto público. Este escenario es ligeramente menor al escenario base, porque, ante una menor cantidad de niños y niñas, se estaría modelando un menor gasto en educación (lo cual no necesariamente es cierto, especialmente ante las necesidades de calidad y acceso que todavía tiene el país). 
 

 Reglas fiscales 


 Finalmente, si suponemos un tope en la deuda total de 70% al PIB (lo que podría suceder en 2030, si las políticas se mantienen constantes), ello equivaldría a una deuda de 15.7% de los ingresos o a reducir en 13.6% los gastos públicos (35% menos que si esperamos hasta 2050). Es decir, el impacto es menor a que si se dejara pasar más tiempo y se esperara hasta el 2050 para hacer el “ajuste de cuentas”. 




 CUADRO II.2
 Las cuentas generacionales: shock en fertilidad
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 IMPLICACIONES Y ALGUNAS CONJETURAS 


 Primero, quisiéramos referirnos a las implicaciones de no tener la enorme renta petrolera del periodo 2003-2014. Partiremos de una premisa simple: la renta petrolera tan grande permitió que las cohortes de boomers y GenX pagaran menos impuestos, tanto en el sistema de renta como en los impuestos indirectos.11 Los beneficios por el lado de compensación de ingresos tributarios son menores para la generación millennial por dos razones. Primero, muchos de sus miembros no participaban todavía en el mercado laboral. Segundo, los que sí se encontraban trabajando no estaban en las edades de mayores salarios. 


 Los datos presentados en “El boom petrolero” dan cuenta de lo anterior. Si se contara con una renta petrolera como la que ocurrió entre 2003 y 2008, y se quisiera sostener el nivel de gasto público actual, la población podría pagar menos impuestos o el gobierno reducir la deuda pública. Un cuestionamiento de enorme complejidad tanto en un plano técnico como ético se asoma: ¿hasta dónde las generaciones que tributariamente disfrutaron de la bonanza petrolera deberían ser solidariamente responsables con las que no? 


 Tercero, ¿qué tanto afectaría un cambio en fertilidad? Pocas variables son tan relevantes para las finanzas públicas. Aquí quisiéramos explicar los resultados de la sección relativa a este asunto. Por cuestiones de brevedad, vamos a ser muy puntuales. Un análisis a detalle puede encontrarse en CIEP (202I). Con lo demás constante, el que haya un menor número de niños tiene efectos dinámicos en las relaciones de dependencia. Por un lado, la generación es responsable de menos personas en la infancia, y al mismo tiempo se reducen las personas que mantendrían a la generación laboral actual durante su vejez. 


 Como los números presentados sugieren, en general, se esperaría que para los millennials subiera la presión fiscal ante una caída en la fertilidad. El motivo es que aun con una tasa de dependencia constante, las personas mayores resultan más “caras” para el fisco que los infantes. El gasto en pensiones y salud de los segundos sobrepasa el gasto en educación y servicios para los primeros. 


 Cuarto, qué ocurriría si hay un tope al nivel de endeudamiento. Esto se puede pensar como una especie de freno. Es importante notar que se abren muchas combinaciones posibles de políticas públicas que impliquen reducción del gasto público o incremento de impuestos. La incidencia final depende del paquete seleccionado. En la medida en que buena parte del gasto público sea poco modificable, la gran mayoría del ajuste vendría por el lado de los impuestos. De ser el caso, por un argumento similar al de la caída de la renta petrolera, buena parte tendría efectos en la cohorte millennial, al menos durante los primeros años. 


 La justicia intergeneracional desde el punto de vista fiscal no es un tema menor. Si pensamos que el sistema fiscal está en el corazón del contrato social de cualquier país, las inequidades pueden ser fuentes de malestar profundo y afectar el tejido de una sociedad. Los millennials son una generación grande en México y con un peso político importante. 


 Aquí hemos discutido cuatro efectos con consecuencias fiscales muy negativas para una cohorte. De los cuatro, tres no son consecuencia de decisiones de la generación afectada (caída en renta petrolera, pensiones en las edades avanzadas, necesidad de topar la deuda pública). El cuarto factor (disminución de la fertilidad) tiene una parte inherente y también un componente que está relacionado con los efectos económicos antes citados. 


 El problema descrito no tiene una “solución” sencilla. Más aun, es necesario revisar una serie de opciones fiscales que incluyen cambios en impuestos, en gastos públicos y en endeudamiento. Los diferentes paquetes implican alternativas en cuanto a ganadores y perdedores. Un reporte completo sobre esas potenciales alternativas rebasa por mucho el espacio disponible para esta colaboración. Dicho lo anterior, queremos resaltar la importancia de la incidencia fiscal entre generaciones y su ponderación. La ausencia de visión de mediano y largo plazo en los arreglos fiscales puede ser muy injusta para cohortes particulares, y también abrir la puerta a bastantes problemas, algunos de los cuales son evitables. 
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 1 Centro de Investigación Económica y Presupuestaria, A. C. (CIEP). 
 

 2 Tec de Monterrey y CIEP. 
 

 3 Los porcentajes son con respecto al Censo 2020 en México, el cual contabilizó aproximadamente 126 millones de personas. 
 

 4 Según la cultura popular, el término millennial todavía tiene una referencia a los jóvenes. Es de hacer notar que, partiendo de la definición que aquí se presenta, dicha generación ya cuenta con miembros de 40 años cumplidos. 
 

 5 También muestra disparidad en la distribución por sexo: 58% del gasto lo reciben los hombres y 42%, las mujeres. 
 

 6 En términos de la distribución por sexo, es más equitativo que en el perfil de pensiones. 
 

 7 Es importante señalar que éste es el único perfil de gasto en el cual las mujeres reciben, marginalmente, mayores transferencias. Las mujeres, generalmente, tienen más necesidades sanitarias por maternidad y salud reproductiva, además de que son ellas quienes más se atienden y acuden a los servicios de salud que los hombres. 
 

 8 Las cuales se suponen constantes relativas a su estructura etaria. 
 

 9 Determinado bajo el supuesto de que la economía crecerá en 2.5% de manera constante hasta el final del periodo analizado. 
 

 10 Para entonces, los millennials tendrían entre 50 y 70 años; la generación X, entre 70 y 90 años; los boomers, entre 90 y 110 años, y la generación de la preguerra se esperaría que representara una cifra mínima. 
 

 11 Un análisis formal requeriría modelar un equilibrio general con efectos de acumulación de capital. Sin embargo, los efectos de primer orden a los que referimos aquí son bastante robustos. 








 III. SALUD PARA LAS SIGUIENTES GENERACIONES 
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 INTRODUCCIÓN 


 El derecho a la salud se encuentra estipulado en el artículo cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, donde se señala que es universal y gratuito; por tanto, la provisión de los servicios de salud recae, principalmente, en el Estado. 


 Sin embargo, tener acceso a servicios de salud depende de la situación laboral de las personas, es decir, un trabajador formal está vinculado al Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales para los Trabajadores del Estado (ISSSTE) o a Petróleos Mexicanos (Pemex), pero un trabajador informal será atendido por la Secretaría de Salud a través del Instituto de Salud para el Bienestar (Insabi), antes Seguro Popular. Así es como se conforma un sistema de salud fragmentado con coberturas y accesos diferenciados que profundiza las desigualdades de la sociedad mexicana. 


 La desigualdad que genera la provisión de salud actual también puede tener efectos para las siguientes generaciones, ya que al menos durante los últimos 10 años el financiamiento del sistema de salud ha sido insuficiente y se refleja en la baja cobertura efectiva de la población. En el mediano y el largo plazos, los requerimientos de servicios de salud aumentarán y sin un financiamiento adecuado será muy difícil atender a toda la población conforme sea necesario. 


 El objetivo de este capítulo es analizar las consecuencias intergeneracionales de la provisión actual de servicios de salud, con sus retos y área de oportunidad. Para ello, se abordará en la primera sección una descripción del sistema de salud en México; la segunda sección se trata de la cobertura de servicios médicos, mientras que en la tercera se describe cómo ha sido el financiamiento del sistema de salud durante los últimos diez años, así como algunas medidas que podrían fortalecerlo. En el cuarto apartado se explica cómo inciden en el financiamiento el cambio demográfico y la transición epidemiológica, para finalmente en la quinta sección desarrollar las implicaciones intergeneracionales del gasto en salud. 
 

 SISTEMA DE SALUD EN MÉXICO 


 En México el sistema de salud se encuentra fragmentado y es heterogéneo; el acceso a los servicios de salud depende del nivel de ingresos, trabajo o afiliación (CIEP, 2018), y los recursos económicos, físicos, humanos, así como los paquetes de servicios son desiguales para cada grupo de afiliación. A través del sector público, las instituciones de seguridad social cubren a jubilados, trabajadores y sus familiares, y de 2004 a 2019 el Seguro Popular dio atención a una parte de la población sin seguridad social, ahora con el Insabi se busca cubrir al total de esta población. En cambio, las personas de mayores ingresos pueden acceder a seguros privados. 


 En México el tema de la universalización ha estado en la agenda nacional desde hace 20 años, cuando el Plan Nacional de Salud (PNS) 2001-2006 hablaba de la democratización de la salud enfocada a satisfacer las necesidades de todos los ciudadanos y a que les brindara protección financiera (Méndez Méndez, 2020). 
 

 ¿Cobertura universal? 


 La Cobertura Universal en Salud (CUS) se define como: asegurar servicios de salud de calidad para todas las personas que lo necesitan, sin poner en riesgo su situación económica (OMS, 2018). Para alcanzar este objetivo, es necesario incluir tres dimensiones o ejes: afiliación; servicios o paquetes de atención, y gasto o seguridad financiera (véase figura III.1). 
 

 Afiliación 


 La afiliación hace referencia a la derechohabiencia o inscripción de una persona o una institución o programa de salud. La afiliación no es sinónimo de cobertura (CIEP, 2018), es una de las tres dimensiones que la incluye. Por lo tanto, la afiliación es una condición necesaria, mas no suficiente, para alcanzar la CUS. 


 FIGURA III.1
 Las tres dimensiones de la Cobertura Universal de Salud (CUS)


 [image: images/img-73-1.jpg]


 Fuente: elaborado por el CIEP, con información de la OMS y el Banco Mundial (2015). 


 De acuerdo con la ENIGH 2018, la población afiliada a los servicios públicos de salud se redujo de 109 870 812 personas en 2016 a 108 333 890 personas en 2018, esto es, 1 536 922 personas menos (véase la figura III.2); como proporción de la población total, la población afiliada pasó de 82.1% en 2016 a 81.5% en 2018. En contraste, la población que no está afiliada al sistema público de salud se incrementó en 1 120 525 personas de 2016 a 2018. 


 La reducción en la población afiliada al sistema público de salud, por un lado, está vinculada al incremento en la población que se autorreportó no afiliada a algún subsistema y, por otro, también puede estar relacionada con los esfuerzos de eliminar las duplicidades de afiliación en el sistema (CNPSS, 2020). 


 FIGURA III.2
 Afiliación por subsistema


 [image: images/img-74-1.jpg]


 Nota 1: Pemex* incluye a los afiliados a Pemex, Sedena y Semar. 


 Nota 2: el total incluye duplicidades de afiliación. 


 Fuente: elaborado por el CIEP, con información de ENIGH 2016 y 2018. 
 

 PAQUETES DE SERVICIOS 


 La segunda dimensión de la CUS tiene como objetivo incluir los paquetes de servicios de salud que demande la población considerando la situación sociodemográfica y epidemiológica nacional (OMS, 2018). Esta segunda variable incluye la capacidad física y humana, y teóricamente se conoce como amplitud de los servicios. 


 Para cuantificar la cobertura en paquetes de servicios, se consideran las enfermedades o intervenciones incluidas en cada uno de los subsistemas de salud. En 2019 el IMSS, el ISSSTE y Pemex cubrían 8 000 intervenciones de la CIE;3 el Seguro Popular cubría un total de 1 807 e IMSS-Bienestar, 50 intervenciones. 




 CUADRO III.1
 Diagnósticos e intervenciones: catálogo por instituciones
 

 

 
	 Institución / programa  
	 Intervenciones 2016  
	 Intervenciones 2019  

 

 
	 IMSS  
	 8 000  
	 8 000  

 

 
	 ISSSTE  
	 8 000  
	 8 000  

 

 
	 Pemex  
	 8 000  
	 8 000  

 

 
	 Seguro Popular  
	 1 603  
	 1 807  

 

 
	 IMSS-Bienestar  
	 50  
	 50  

 




 Fuente: elaborado por el CIEP, con información de IMSS (2017), CNPSS (2017 y 2020) y DOF (2019). 


 En cuanto a los recursos físicos y humanos, también se presentan diferencias significativas que se pueden observar en el cuadro III.2. A nivel nacional, el número de médicos, enfermeras y camas por cada 1 000 habitantes se redujo; el cambio más pronunciado corresponde al número de camas, que pasó de 1.6 en 2012 a 0.9 en 2019. Sin embargo, respecto a 2010, el número de camas se redujo a la mitad (CIEP, 2020).Como resultado de la fragmentación del sistema de salud, los recursos humanos y físicos por subsistema son muy diferentes. Los indicadores de Pemex son los que más se acercan o superan al promedio de la OCDE. En contraste, los indicadores más bajos se presentan en IMSS-Bienestar, seguidos por los indicadores del IMSS y el ISSSTE. 




 CUADRO III.2
Capacidad y acceso: indicadores por instituciones (por cada 1 000 derechohabientes) 


 [image: images/img-76-1.jpg]


 Nota: las variables se calculan por cada 1 000 habitantes para el caso de la OCDE  y a nivel nacional, y por cada 1 000 derechohabientes en el caso de las instituciones o programas. Pemex* incluye a Sedena y Semar. 


 Fuente: elaborado por el CIEP, con información de la DGIS (2020), el IMSS (2020), la CNPSS (2020), el INEGI (2017 y 2019) y la OCDE (2014). 
 

 Gasto 


 La tercera dimensión de la CUS corresponde a los recursos económicos disponibles para el sistema de salud, y está vinculada con la seguridad financiera que busca evitar que el gasto de bolsillo de los hogares ponga en riesgo su situación económica. 


 En México el presupuesto público para salud ha sido insuficiente para dar respuesta a la creciente demanda de los servicios de salud (CIEP, 2018). A través del presupuesto per cápita se puede conocer cuál sería el monto disponible, en teoría, para cada persona afiliada o adscrita a algún sistema o programa de salud. Este gasto puede incrementarse por dos vías: una disminución en la población o un aumento en el presupuesto. 


 De acuerdo con la figura III.3, de 2010 a 2021 el gasto per cápita de todos los subsistemas se contrajo. Pemex presenta la mayor contracción, al pasar de 24 545 pesos en 2010 a 13 293 pesos en 2021. El gasto per cápita del IMSS pasó de 5 728 pesos en 2010 a 4 626 pesos en 2021; disminuyó 19.2% en términos reales. Además, en el ISSSTE  e IMSS Bienestar el presupuesto per cápita se contrajo 9.7 y 10.2%, respectivamente. 


 En 10 años el presupuesto per cápita para el entonces Seguro Popular aumentó 1.8%, y, recientemente, a pesar de la sustitución de este programa por el Instituto de Salud para el Bienestar (Insabi), su gasto per cápita presenta la mayor reducción, debido a que el aumento en el presupuesto no corresponde con la ampliación de llegar a toda la población sin seguridad social, por lo que pasó de 3 607 pesos en 2020 a 2 602 pesos por persona. 


 FIGURA III.3
 Presupuesto per cápita


 [image: images/img-77-1.jpg]


 Nota: la categoría de Pemex incluye a las personas afiliadas a Pemex, Sedena y Semar. Insabi: Seguro Popular antes de 2020. 


 Fuente: elaboración propia del CIEP con información de la SHCP e informes de resultados de subsistemas. 


 La composición entre gasto público y privado dista de la recomendación internacional de 80% en gasto público y 20% en gasto privado. El bajo gasto público en salud provoca que la brecha para alcanzar el estándar sugerido a nivel internacional se incremente, lo que se asocia a un gasto de bolsillo mayor. 


 Al comparar el gasto público contra el gasto de bolsillo, se observa que únicamente en la población derechohabiente de Pemex el gasto público supera la sugerencia de 80% de la OMS y el Banco Mundial 87% del gasto total es público y 13% es gasto de bolsillo. En contraste, para la población de IMSS Bienestar, el gasto de bolsillo es superior al gasto público (véase la figura III.4). La inexistencia de mecanismos de protección contra el riesgo financiero por gastos en salud origina y perpetúa un círculo vicioso de enfermedad y pobreza (OMS, 2018). 


 FIGURA III.4
 Composición del gasto del sistema de salud 20184
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 Nota: la categoría de Pemex* incluye a las personas afiliadas a Pemex, Sedena y Semar. Fuente: elaboración propia del CIEP, con información de la SHCP y el INEGI. 
 

 TASA DE ATENCIÓN EFECTIVA 


 La diferencia entre paquetes de atención limita la cobertura de los servicios de salud; sin embargo, de acuerdo con la OMS, en la vía para alcanzar la cobertura universal es necesario eliminar barreras geográficas, económicas, socioculturales, de organización o de género (OMS y OPS, 2014). 


 Así como afiliación no es sinónimo de cobertura, tampoco lo es de uso. Ante una necesidad de salud, la persona puede buscar o no buscar la atención, y, si lo hace, quizá no la reciba de manera efectiva. 
 

 Población total 


 De acuerdo con la ENIGH 2018, del total de la población afiliada a instituciones públicas de salud, 66% reportó tener alguna necesidad de atención, 77.2% buscó atención, y sólo 43.9% de las personas con alguna necesidad de salud terminó atendiéndose en el sistema público. 


 Estas cifras son diferentes entre instituciones donde, por ejemplo, cuatro de cada diez personas afiliadas al IMSS y al entonces Seguro Popular recibieron atención cuando lo necesitaron, mientras en el ISSSTE esto ocurrió con seis de cada diez y en Pemex con ocho de cada diez. Ello contrasta con el uso de otras instituciones, como las privadas, en las que se calculan tasas de atención de 212.8% (CIEP, 2018). 
 

 Población de 50 años y más 


 A fin de entender la situación de salud de los adultos y tener una perspectiva de esta situación para las siguientes generaciones, analizamos la tasa de atención entre las personas mayores de 50 años y la incidencia de las enfermedades crónicas. La tasa de atención general en esta población sube levemente a 45.7% respecto a la tasa de 43.9% en la población total. Considerando la institución, la figura III.5 muestra que uno de cada dos adultos mayores de 50 años termina atendiéndose en Pemex, el IMSS y el ISSSTE, con tasas de atención de 59, 55 y 49.5%, respectivamente. En cambio, la tasa de atención en los servicios públicos de la Secretaría de Salud (SSA) cae a 25.5%. 


 FIGURA III.5
 Tasas de atención en población de 50 años y más


 [image: images/img-80-1.jpg]


 Fuente: elaboración propia con información de la ENIGH 2018. 
 

 Enfermedades crónicas 


 En 2018 una de cada dos personas de 50 años y más reportó tener hipertensión o diabetes, es decir, 48.2% de esta población: 6.4 millones de personas de 50 años y más fueron diagnosticadas con diabetes; 90% toma algún medicamento, 25% recibe insulina y 54% lleva a cabo una dieta. Por otro lado, 644163 personas padecieron algún tipo de cáncer, 83.8% visita al doctor y 42.9% recibía un tratamiento (véase la figura III.6). 


 FIGURA III.6
 Diagnóstico y tratamiento de cáncer (50 años y más)


 [image: images/img-81-1.jpg]


 Nota: la consulta a un médico es en los últimos dos años. 


 Fuente: elaborado por el CIEP, con información de ENASEM. 


 Aun con la alta incidencia de enfermedades crónicas, la falta de dinero es la razón principal por la que los adultos mayores a 50 años no buscaron atención. En 2018, 2.9 millones de personas no acudieron al doctor cuando lo necesitaron; en 54.5% de los casos fue por falta de dinero y en 35%, por temor al diagnóstico. 


 La incidencia de las enfermedades crónicas en adultos mayores tiene implicaciones importantes relacionadas con el financiamiento de la atención a la salud de toda la población, pues la demanda por servicios médicos de la población mayor de 50 años puede absorber recursos de generaciones más jóvenes, que necesitan servicios de prevención, vacunación y nutrición para ser productivas durante su vida. 
 

 FINANCIAMIENTO DEL SISTEMA DE SALUD 


 La falta de recursos económicos afecta por el lado privado al gasto de bolsillo de los hogares, y, por el lado público, la insuficiencia de recursos impacta la capacidad del sistema de salud; ambas se relacionan, porque un gasto público bajo tiende a estar asociado con un gasto de bolsillo más alto en los hogares mexicanos. 


 De esta manera, el financiamiento del gasto total en el sector salud se conforma del gasto público y el gasto privado. El primero corresponde al presupuesto que el gobierno ejerce a través de las instituciones y programas de salud; el segundo incluye el gasto de bolsillos, el gasto privado (seguros voluntarios), entre otros. 


 El consenso sobre la composición del gasto total es tender a una combinación 80/20 entre el gasto público y gasto privado5 (OMS, BM, 2015), esto con la finalidad de evitar que el gasto privado sea tan elevado que conlleve a gasto catastrófico6 o a gasto empobrecedor7 a causa del gasto en salud. Sin embargo, México tiene una composición 50 / 50 entre el gasto público y el gasto privado, lo que indica que falta participación de recursos públicos para proveer salud universal. 


 La fragmentación del sistema de salud se observa en la cantidad de agentes que integran el gasto público de acuerdo con el Sistema Nacional de Información en Salud (Sinais), los cuales se describen a continuación. 
 


 IMSS. Corresponde al gasto en atención a la salud y proviene de las aportaciones tripartitas (trabajador, patrón y gobierno federal). 


 ISSSTE. Brinda servicios de salud a los trabajadores al servicio del Estado y es financiado por las contribuciones del gobierno federal y de los servidores públicos. 


 Pemex. Se refiere al gasto destinado a brindar servicios médicos al personal de Pemex; es financiado con presupuesto general, forma parte de los beneficios establecidos en el contrato colectivo de trabajo y no se asocia con pago de cuotas por parte de los trabajadores. 


 ISSFAM. Se compone de gasto destinado a brindar atención médica a los integrantes de la Secretaría de Defensa Nacional (Sedena) y la Secretaría de Marina (Semar). Su financiamiento proviene de las aportaciones del gobierno federal y de los integrantes de las fuerzas armadas. 


 ISSES. Corresponde al gasto de instituciones de Seguridad Social de las Entidades Federativas, el cual es financiado con las aportaciones de los gobiernos estatales y de los servidores públicos. 


 SSA. Se refiere a los recursos federales que el gobierno asigna a la Secretaría de Salud (SSA) para atención y programas de salud dirigidos a la población sin afiliación a una institución de seguridad social; aquí se incluye el actual Insabi, antes Seguro Popular. 


 FASSA. Corresponde a las aportaciones federales para entidades y municipios. 


 Gasto estatal. Proviene de los recursos propios de las entidades federativas y que se destinan a los bienes y servicios de salud. 


 Semar / Sedena. Está integrado por el gasto de los programas presupuestarios de la función salud a cargo de la Semar / Sedena, los cuales tienen la finalidad de atender necesidades de salud de población sin seguridad social. 


 IMSS-Bienestar. Corresponde al presupuesto asignado a este programa y proviene de tres fuentes: aportaciones a seguridad social, recursos de la CNPSS que provienen de la SSA y convenios específicos con diversas comisiones de salud. 
 


 Es importante tener claro cómo se financian los servicios públicos de salud por institución, porque esto determina la desigualdad que existe en la provisión de servicios a la población, así como la falta de cobertura y atención efectiva en el presente. Además, al no realizar cambios en la política y financiamiento de salud incorporando la transición epidemiológica y cambios demográficos, esta situación se perpetuará para las siguientes generaciones. 


 FIGURA III.7
 Evolución del gasto en salud


 [image: images/img-84-1.jpg]


 Fuente: elaboración propia del CIEP, con información de la SHCP. 
 

 Brecha de financiamiento 


 Además de la fragmentación de gasto público, México mantiene una brecha de más de tres puntos del PIB en el presupuesto que destina a su sistema de salud. La Organización Mundial de la Salud (OMS) ha definido que cada país debería destinar seis puntos de su PIB a su sistema de salud, y en 2014 México se sumó a este compromiso.8 La figura III.8 muestra que, de 2010 a 2021, el presupuesto para salud pasó de 587 535 millones de pesos en 2010 a 692 430 millones, un incremento en términos reales de 17.85% en 11 años como porcentaje del PIB; durante el mismo periodo, el presupuesto no ha superado los tres puntos del PIB, como se observa en esa misma figura. 


 FIGURA III.8
 Evolución del gasto en salud, porcentaje del PIB


 [image: images/img-85-1.jpg]


 Nota 1: de 2010 a 2019 los valores corresponden a CP, para 2020 es el avance al cuarto trimestre y 2021 es el monto de PEF. 


 Fuente: elaborado por el CIEP, con información de SHCP y Conapo. 
 

 Herramientas de financiamiento 


 Las estimaciones de costos contribuyen a la premisa de esta investigación: el gasto en salud es insuficiente y desigual para las siguientes generaciones. Definir la fuente y la estructura de financiamiento será clave en el alcance de un sistema de salud con cobertura universal y sostenible en el tiempo. Las presiones demográficas y epidemiológicas en el presupuesto requerido para el sector salud se hacen evidentes en el corto y el largo plazos. 


 El uso de los recursos de manera eficiente es una medida que podría generar recursos adicionales para el presupuesto en salud. La OMS ha mencionado que, si bien no todos los países presentan las mismas ineficiencias ni en el mismo nivel, todos tienen opciones de mejora en la eficiencia de sus recursos (OMS, 2010). De acuerdo con estas cifras de ahorros potenciales, en el mejor escenario México podría ahorrar entre 20 y 40% del total del presupuesto en salud, lo cual para 2021 significaría un ahorro de entre 138 486 millones y 276 972 millones de pesos, equivalentes a entre 0.5 y 1.1 puntos del PIB. Aumentar la eficiencia en el gasto contribuye a gastar mejor, pero no resuelve el reto de financiamiento del Sistema de Salud. 


 Vincular los ingresos provenientes de los IEPS relacionados con la salud —IEPS al alcohol, al tabaco, a las bebidas saborizadas y a los alimentos no básicos con alta densidad calórica— aumentaría el presupuesto para salud en cerca de medio punto del PIB. Ésta puede ser una medida que aumente los recursos en el corto plazo, aunque, de nuevo, no será la fuente de financiamiento principal del Sistema de Salud. 


 La tendencia mundial en los últimos 10 años ha sido acotar explícitamente los servicios de salud, hasta entonces restringidos de manera implícita. Considerando el contexto epidemiológico, el aumento en los costos de atención y el reducido espacio fiscal, el financiamiento por medio de fondos y otras herramientas de priorización explícita de los servicios de salud ha servido para abordar la brecha entre los recursos disponibles y la demanda de atención. 


 Finalmente, si bien se busca que los servicios de salud sean gratuitos para una parte de la población que no cuenta con capacidad de pago ni con afiliación a alguna institución de seguridad social, esto no debe eximir a los beneficiarios de sus responsabilidades. El sistema debe preservar los incentivos correctos a la prevención de enfermedades y a la responsabilidad social. También los gobiernos de los estados se vuelven corresponsables de la prestación y el cofinanciamiento de los servicios de salud. 
 

 TRANSICIÓN DEMOGRÁFICA Y EPIDEMIOLÓGICA 


 La cobertura universal de salud tiene que considerar dos fenómenos que inciden en la provisión de servicios médicos y su financiamiento. Tales fenómenos son: la transición demográfica y la epidemiológica. 


 La transición demográfica corresponde al cambio en la composición de la población mexicana, con un aumento anual de la población adulta mayor en relación con la población más joven. En la figura III.9 se observa, por un lado, que el número de jóvenes por adulto mayor a 65 años se reduce de 11 jóvenes en edad laboral en 2010 a 6 en 2030, mientras que, por otro lado, la esperanza de vida aumenta de manera constante durante el mismo periodo. Lo anterior implica que cada vez hay menos población económicamente activa que financie, a través de impuestos o cuidados, la atención de los adultos mayores, mientras ellos viven cada vez más años. 


 La figura III.10 muestra cómo los grupos de población menores a 18 años y entre 19 y 34 años empiezan a disminuir a partir de 2019 y hasta 2050; el grupo de personas entre 35 y 60 años parece mantenerse estable hasta 2050, pero la población mayor de 65 años presenta una tendencia creciente desde 2010. Es decir, con el paso de los años tendremos una población más envejecida que demandará más servicios médicos, probablemente más caros, relacionados con enfermedades crónicas, debido a la transición epidemiológica. 


 FIGURA III.9
 Características demográficas de México, 2010-2030
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 Fuente: elaboración propia con información del Conapo (2019). 


 FIGURA III.10
 Olas demográficas 1950-2050
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 Fuente: elaboración propia con información del Conapo (2019) y el INEGI (2021). 


 Por su parte, la transición epidemiológica se refiere a cuáles son las enfermedades que se presentan en mayor medida en la población y cómo éstas han cambiado a lo largo del tiempo. En la figura III.11 se muestran las causas de muerte más comunes de 1990 y 2019 en México para ilustrar cómo la incidencia de estas enfermedades ha cambiado en 30 años. En 1990 había mayores tasas de mortalidad por cuestiones maternas y neonatales o infecciones respiratorias. Actualmente, las primeras cuatro causas de muerte se deben a enfermedades crónicas no transmisibles. Destaca el escalamiento en esta lista de la diabetes y las enfermedades crónicas digestivas y respiratorias (IHME, 2021). 


 Generalmente, los tratamientos de las enfermedades crónicas no transmisibles son más caros. Estas enfermedades también se presentan en la población adulta y adulta mayor. Los avances tecnológicos e innovaciones en los tratamientos han permitido que las personas con diabetes o hipertensión puedan vivir varios años con estas enfermedades bajo control. 


 FIGURA III.11
 Transición epidemiológica. México, 1990-2019
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 Fuente: elaboración propia con información de IHME (2021). 


 Lo anterior, junto con el cambio demográfico, significa mayor demanda de recursos para salud, con más adultos mayores, año con año, y con mayor probabilidad de que padezcan enfermedades crónicas no transmisibles, lo que pone en riesgo el financiamiento público del sistema de salud; en el futuro los recursos dirigidos a adultos mayores desplazarán aquellos que deberían concentrarse en el desarrollo de nuevas generaciones. 
 

 Desigualdad intergeneracional en salud 


 Las secciones anteriores nos han permitido entender cómo es el estado actual del Sistema de Salud, su cobertura y los retos que enfrenta para poder proveerse de manera universal a la población mexicana. En esta sección se abordan las consecuencias para las siguientes generaciones si el Sistema de Salud no experimenta cambios en su operación y en su financiamiento. Para ello, se estiman los requerimientos financieros públicos a mediano y largo plazos para proveer un paquete mínimo de intervenciones a la totalidad de la población, considerando que esto podría calificar como cobertura universal. 
 

 Proyecciones 2035 


 Más allá de la sugerencia internacional y el compromiso que adoptó México en 2014 sobre destinar, al menos, 6% de su PIB al sector salud, los recursos necesarios para financiar un paquete mínimo de servicios esenciales determinado por la OMS se pueden estimar incorporando la transición demográfica y epidemiológica abordada en la sección anterior. 


 Por tanto, el gasto en salud se calculó usando el costo de cada enfermedad o intervención incluida y considerando tres factores: la probabilidad de enfermarse, la probabilidad de atenderse y el costo promedio aproximado de los padecimientos o intervenciones (Glassman y Zoloa, 2014). 


 Dado que la probabilidad de atenderse está en función de la probabilidad de enfermarse, se propone reducir las probabilidades en el único dato de personas diagnosticadas y tratadas, y número de consultas o intervenciones reportadas por las instituciones y programas de salud. De tal forma que el gasto estará calculado de acuerdo con la fórmula siguiente: 
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 Donde GS es el gasto en salud en determinado escenario (e) y tiempo (t); N es el número de personas diagnosticadas y tratadas, y el número de consultas o intervenciones respecto a la enfermedad (d); y CD es el costo promedio del diagnóstico, tratamiento, consulta o intervención.9 


 Posteriormente, se incorpora el cambio demográfico y epidemiológico que enfrenta el país, de tal forma que, el número de personas diagnosticadas y tratadas, así como el número de intervenciones dependen de los cambios tanto en la población como en la incidencia de enfermedades o demanda de servicios: 
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 Donde: 
 


 ∆E es el cambio en el número de casos de cada enfermedad (d) reportados de un año a otro. 


 N es el número de personas diagnosticadas y tratadas, así como el número de consultas o intervenciones médicas del año anterior (t –1), que está en función del cambio demográfico (∆P). 


 Los resultados de este ejercicio se presentan en la Figura III.12, en la cual se observa que hacia 2035 los requerimientos presupuestarios para proveer cobertura universal mínima, incorporando los cambios demográfico y epidemiológico, podrían alcanzar 9.8% del PIB. En cambio, si se continúa con una cobertura parecida a la actual, se necesitaría destinar 6.8% del PIB. En cualquiera de los casos, la demanda por recursos públicos para servicios de salud aumentaría en los siguientes 15 años. 


 FIGURA III.12
 Proyección de costos del Sistema de Salud 2016 - 2035
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 Fuente: elaboración propia con información del CIEP (2018). 


 De manera más específica, en la figura III.13 se presentan las proyecciones de gasto por intervenciones incluidas en el paquete mínimo de la OMS. Se observa que las enfermedades más costosas para el sistema son la hipertensión y la diabetes, las cuales se ubican como las principales causas de muerte. Su incidencia es mayor en población de más de 20 años, que crecerá 1.3% anualmente en promedio de 2016 a 2035. Aunque la diabetes es una enfermedad crónica que se puede controlar con medicamento, también puede llevar a complicaciones cardiacas o del riñón, por mencionar sólo las más costosas. 


 Asimismo, sobresale el costo de las actividades de promoción y prevención de la salud, en parte debido al crecimiento poblacional natural y en parte por el incremento en la proporción de adultos y adultos mayores, cuyo costo de prevención es mayor. 


 FIGURA III.13
 Proyección de costos del Sistema de Salud por intervención
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 Fuente: elaboración propia de CIEP con datos del causes 2016, DGIS (SSA), IMSS e INAI. 


 En la práctica, no solamente la provisión de servicios de salud pública requiere de recursos públicos. El Presupuesto de Egresos de la Federación (PEF) se reparte en diversas prioridades como educación, salud, pensiones, infraestructura, entre otras, y los ingresos públicos no han sido suficientes para atender todas estas prioridades. Lo que se ha observado en los últimos años es que se privilegia el gasto para adultos mayores a través de pensiones y atención a enfermedades crónicas, contra el gasto que se dirige a niñas, niños y adolescentes como educación, primera infancia y cuidados. 


 Para ilustrar mejor por qué no se destinan más recursos a salud, se toma el Presupuesto de Egresos de la Federación 2021, donde los ingresos equivaldrán a 22.2% del PIB, mientras que el gasto público asciende a 25.2% del PIB. Ahí ya se tiene un desbalance de tres puntos porcentuales que serían financiados a través de endeudamiento. Además, dentro del gasto se encuentran compromisos que obligatoriamente deben pagarse, como las pensiones, la deuda y transferencias a entidades y municipios. 


 Si a los ingresos se resta el monto de pagos comprometidos, queda un remanente de 2.2% del PIB al que se denomina espacio fiscal, el cual se puede destinar para fondear políticas públicas de salud, educación, infraestructura, sociales y de seguridad, por ejemplo. Por tanto, existe poca flexibilidad en el presupuesto para aumentar el financiamiento del sistema de salud. 


 El endeudamiento es un medio utilizado para que el gobierno gaste más. Sin embargo, aumentar la deuda significa aumentar las responsabilidades de pago para las siguientes generaciones, ya que la deuda no se liquida en el año que se adquiere, sino durante muchos años en el futuro, por las siguientes generaciones. 


 Sin un aumento en el presupuesto de salud, la cobertura, tanto en afiliación como en padecimientos y gasto per cápita, se verá mermada, con consecuencias en la salud y la productividad de los mexicanos de las siguientes generaciones. Adicionalmente, si la deuda sigue creciendo, las siguientes generaciones tendrán que pagar más impuestos para repagarla, además de destinar mayor proporción de sus ingresos a gasto de bolsillo para salud. 
 

 IMPLICACIONES Y CONCLUSIONES 


 Con base en la evidencia presentada, es claro que los cálculos de los presupuestos de salud de las distintas instituciones no incorporan información demográfica y epidemiológica, ya que para 2016, con la cobertura existente, se necesitaba al menos 3.2% del PIB para financiar las intervenciones mínimas indicadas por la OMS; sin embargo, en ese año se destinó 2.7% del PIB. 


 Asimismo, la cobertura del sistema de salud es baja tanto para la población en general (43.9%) como para la población mayor de 50 años (45.7%), que podría presentar en mayor magnitud padecimientos no transmisibles y significativamente más caros. Además, la población en este rango de edad tiende a aumentar en los siguientes años, lo que implicará mayor demanda de recursos públicos para salud. 


 Por tanto, de no hacer cambios en el funcionamiento del sistema de salud aumentando la cobertura en sus tres dimensiones, así como, respecto a su financiamiento, definiendo correctamente cuánto se necesita y destinando más recursos a ello, es muy probable que las siguientes generaciones tengan menos acceso a un sistema de salud más deteriorado por el aumento de adultos mayores con enfermedades crónicas, quienes absorberían una mayor proporción de los pocos recursos públicos para salud y dejarían sin acceso a niñas, niños y jóvenes al derecho a servicios de salud. 
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 INTRODUCCIÓN 


 En México la Ley General para el Equilibrio Ecológico y Protección Ambiental (LGEEPA), en su artículo 3, fracción XI, establece el concepto del Desarrollo Sustentable (DS) como el aprovechamiento óptimo de los recursos naturales sin comprometer la satisfacción de las necesidades de generaciones futuras (DOF, 2021a). Asimismo, la Ley General del Desarrollo Forestal Sustentable indica en el artículo 31, fracción VI, que los recursos forestales deben ser objeto de atención para el beneficio de las generaciones presentes y futuras (DOF, 2021b). Lo último se retoma de los principios del DS establecidos a nivel internacional por la Organización de Naciones Unidas (WCED, 1987) 


 En este sentido, la sustentabilidad abarca cuestiones sociales, económicas y ecológicas desde una visión integrada (Dobson, 1998) y de justicia social intergeneracional (Barry, 2017). Se formula que la responsabilidad para garantizar el disfrute de los recursos naturales a futuro depende de las decisiones y acciones del momento. Lo que muestra una asimetría en las relaciones de poder, al atribuir una carga moral a la presente generación por influenciar los cambios (sean positivos o negativos) posteriores, mientras que las generaciones futuras no podrían afectar los niveles de bienestar actual (Dryzek et al., 2012). Así, una política pública ambiental diseñada para preservar los recursos naturales a largo plazo traería consecuencias favorables en un determinado horizonte temporal, ofreciendo bases para una justicia social intergeneracional. 


 Por otro lado, pensando en quiénes serían los receptores de beneficios a generar a través de las acciones de conservación, también es importante considerar que no todos reciben los mismos beneficios a distintas escalas espaciales y temporales, por ejemplo, en concordancia con uno de los principios de justicia de Rawls (Dobson, 1998), que sostiene que las desigualdades sociales y económicas deben solucionarse para el mayor soporte de los menos favorecidos, lo que implica acción en la temporalidad actual y no sólo al futuro, como una cuestión de la injusticia social intrageneracional. 


 Por lo anterior, es innegable la importancia de los esfuerzos que se realizan en torno a la conservación y al manejo sustentable de los recursos naturales, en particular, forestales, por los bienes económicos que proveen (CEPAL, 2017) y los servicios ecosistémicos que ofrecen a la sociedad (Sanders et al., 2013; Perevochtchikova, 2020). Lo que representa una problemática multifacética compleja a nivel mundial, en un contexto de la pérdida forestal de 97 millones de hectáreas del bosque entre 1990 y 2015 (CEPAL, 2017), y de 178 millones de hectáreas desde 1990 (FRA, 2020). Aunque la dinámica de cambios de la cobertura forestal señala una disminución de 7.8 millones de hectáreas por año en 1990-2000 a 5.2 millones de hectáreas en 2000-2010 y 4.7 millones de hectáreas por año en 2010-2020 (FRA, 2020), esto no es homogéneo entre países, ni en el tiempo. Más de dos tercios de la superficie forestal total afectada se observan en África y América del Sur, especialmente en las zonas templadas y boreales (FRA, 2020). En México las estimaciones de la pérdida forestal en las últimas décadas indican cifras desde 155 000 hectáreas hasta 776 000 hectáreas al año (Semarnat, 2013), siendo la principal causa el cambio de uso de suelo hacia usos agrícolas, pecuarios y urbanos (FAO, 2016), lo que afecta principalmente a las comunidades rurales e indígenas. 


 Con el propósito de confrontar la severa cuestión de la deforestación (FAO, 2016) y, especialmente, en la región de América Latina y el Caribe, ALC (FAO, 2015), se han creado diferentes instrumentos de política pública que promueven la conservación forestal, incluyendo los mecanismos de compensaciones económicas o en especie (Wunder, 2005; Fisher et al., 2009; Balvanera et al., 2012; Perevochtchikova y Oggioni, 2014). Incluso, en 550 existentes esquemas de pago por servicios ecosistémicos desarrollados a nivel mundial, se han invertido hasta ahora aproximadamente 42 billones de dólares en forma de transacciones anuales (Salzman et al., 2018). 


 A escala planetaria, 424 millones de hectáreas de bosques están destinadas a la conservación de la biodiversidad; 398 millones, a la protección del suelo y el agua, y 186 millones, a servicios sociales, como el esparcimiento, el turismo, la investigación educativa y la conservación de sitios culturales y espirituales (FRA, 2020). Con los mecanismos de conservación se busca contribuir a los objetivos del DS, planteados en la política pública internacional desde los años ochenta (WCED, 1987), para asegurar el uso y el aprovechamiento de los recursos forestales inter e intrageneracional (Montes de Oca, 2004). 


 En la región de ALC, muchos países han incorporado diversos instrumentos de política pública ambiental, que a su vez se han convertido en casos pioneros de aplicación, han mostrado cambios en prioridades nacionales y hasta ejemplos a seguir a escala internacional (Martin Ortega et al., 2013; Schomers y Matzdorf, 2013; Grima et al., 2016). Lo que ha implicado una transformación necesaria en los marcos normativos, institucionales y programáticos a lo largo del tiempo, con un enfoque en la conservación de los bosques y sus servicios ecosistémicos asociados (Ezzine de Blas et al., 2017). 


 En este sentido, la idea de la justicia intergeneracional de las políticas públicas de conservación forestal se hace operativa mediante las acciones de comunidades locales, en muchos casos, a cambio de compensaciones económicas que no se acercan a costos de oportunidad e implican usos del suelo alternativos (Madrid Ramírez, 2011). En el contexto mexicano, donde 60% de la superficie forestal se encuentra en propiedad social de la tierra (Madrid Ramírez, 2011), la conservación forestal y sus servicios ecosistémicos involucran a ejidos y comunidades que, de acuerdo con los datos del PNUD (2019), poseen un Índice de Desarrollo Humano bajo (figura IV.1) y están supeditados a una política nacional de conservación forestal con escasas posibilidades de aprovechamiento sustentable (Deschamps Ramírez y Madrid Zubirán, 2018). 


 Asimismo, en el ámbito de la investigación científica, el reconocimiento de los problemas forestales en la agenda pública ha propiciado una mayor demanda del desarrollo de los temas sobre los servicios ecosistémicos, los mecanismos de conservación y los efectos de su aplicación (Costanza y Daly, 1992; Postel y Carpenter, 1997; Börner et al., 2017). A la par, la ciencia ha mostrado un crecimiento exponencial en el interés y las publicaciones en temáticas socioecológicas a partir del año 2000 (Balvanera et al., 2012; Perevochtchikova, 2016, 2020), además, con la transición hacia el enfoque inter y transdisciplinario en los años recientes (Merçon et al., 2018). 


 Por eso, este capítulo pretende explorar de manera sintética las tendencias contemporáneas de la política pública forestal mexicana para determinar si sus instrumentos han sido planteados y aplicados desde la perspectiva de la sustentabilidad (que implica la cuestión inter e intrageneracional), y qué retos presenta actualmente. Para esto, en el siguiente apartado se hace una descripción general de los problemas del deterioro forestal y las políticas públicas ambientales vinculadas a nivel nacional; en el sucesivo se presenta el caso de la Ciudad de México desde el contexto de expansión urbana, la deforestación y la pérdida de servicios ecosistémicos, y se cierra con una reflexión en torno a los retos y desafíos de la política pública forestal mexicana en camino hacia la sustentabilidad. 


 FIGURA IV.1
Zonas forestales susceptibles de pago por servicios ecosistémicos hídricos en áreas de propiedad social e índice de desarrollo humano a nivel municipal 
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 Fuente: elaborado con base en la información de PNUD (2019), Conafor (2017) y RAN  (2017). 
 

 BOSQUE, SERVICIOS ECOSISTÉMICOS Y POLÍTICA PÚBLICA FORESTAL EN MÉXICO 


 Los ecosistemas forestales proveen a la humanidad una gran variedad de bienes y servicios ecosistémicos (SE) indispensables para el bienestar social y los procesos productivos (Costanza et al., 1997; Matzdorf et al., 2013; FAO, 2016). Los servicios ecosistémicos son entendidos como múltiples beneficios que la humanidad obtiene de las funciones de la naturaleza (Fisher et al., 2009). Existen varias tipologías de los servicios ecosistémicos (SE), pero, en general, todas hacen referencia a las funciones ecosistémicas o a las temáticas (o medios) relacionados (Perevochtchikova et al., 2019). Según la Evaluación de Ecosistemas del Milenio (MEA, 2005), los SE se clasifican en cuatro grupos y los bosques, por su multifuncionalidad ecológica, son reconocidos como proveedores de los mismos: i) SE de provisión que son tangibles o consumibles directamente por las personas (alimentos, fibras, combustible, agua potable); ii) de regulación, referentes a los procesos ecológicos dentro de los ciclos naturales (hídrico, de nutrientes, de enfermedades, etcétera); iii) culturales, que son intangibles (recreación, disfrute, espiritual), y iv) servicios de soporte, que son importantes para el mantenimiento de los demás servicios (producción primaria y formación de suelos) (Postel y Carpenter, 1997; Pagiola, 2008; Brüschweiler et al., 2004). Entre los SE temáticos se encuentran: captura de carbono, hidrológico, biodiversidad y paisaje, todos en interrelación con los SE funcionales (Perevochtchikova et al., 2019). 


 México es considerado un país megadiverso debido a sus favorecidas características geográficas; alberga 12% de la biodiversidad total del planeta, además de poseer una gran diversidad cultural en su interior (Conabio, 2006). Alrededor de una tercera parte de la superficie terrestre está cubierta por bosques y selvas, lo que equivale a aproximadamente 68 millones de hectáreas (Chapela, 2012), la mayor parte de los cuales se encuentran en propiedad colectiva, perteneciente a 30 305 ejidos o comunidades (Merino Pérez, 2018). La propiedad colectiva de los bosques y selvas varía a lo largo del país: en los estados de Baja California y Zacatecas representa 21-29%, y en los estados de Guerrero y Morelos llega a 81-85% (Chapela, 2012). Se considera que los bosques proveen el sostén económico para 10.9 millones de personas a nivel nacional (WRI, 2019). Las comunidades y ejidos, así como los poblados indígenas han desarrollado históricamente sus propias formas de la interrelación con el bosque a través de las estructuras de gobernanza local para el uso y el aprovechamiento forestal (Bray et al., 2007; Chapela, 2012; Merino Pérez, 2018). 


 Sin embargo, el problema de la deforestación y la degradación forestal es latente en el país (Semarnat, 2013). Los factores de presión que llevan al deterioro de los ecosistemas forestales se relacionan principalmente con las actividades humanas y dinámicas ecológicas, como cambio de uso de suelo, contaminación, incendios, faltas en la gestión y regulación territorial, plagas y enfermedades forestales; a ello se agrega el contexto de cambio climático (CCMSS, 2018). De acuerdo con los datos del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI, 2021a), la cubierta vegetal en México ha disminuido en 9.4% en el periodo 1985-2014, y aunque los bosques han podido mantener una tendencia estable, otros tipos de vegetación han disminuido en un promedio de 16.3% (figura IV.2). Es importante resaltar que el cambio de la cobertura vegetal en México se ha dado predominantemente hacia el uso agrícola y, sobre todo, al urbano (Gómez Sántiz, 2021). 


 Ante esta situación, y en el contexto de la toma de compromisos internacionales, el país se ha comprometido en la Cumbre del Clima de París en 2015 “a alcanzar una tasa neta de deforestación cero para 2030, además de ser parte del Desafío de Bonn para restaurar 150 millones de ha de bosques para 2020, y 350 millones de ha para 2030”(WRI, 2019). En este sentido, es importante comentar que México cuenta con una historia del desarrollo institucional de casi un siglo, pero con cambios fundamentales a partir de la década de los noventa que le ha permitido implementar diferentes instrumentos de política pública ambiental para alcanzar estas metas, con base en la reforma de instituciones existentes o la creación de nuevas instituciones gubernamentales (Pérez Calderón, 2010). 


 FIGURA IV.2
 Cambios de la cobertura vegetal en México, 1985-2014
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 Fuente: elaborado con base en las series I-VI de uso de suelo y vegetación INEGI, disponible en_www.inegi.org.mx. 


 Entre los órganos gubernamentales en el sector ambiental se han creado (www.gob.mx): la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente (Profepa), la Agencia de Seguridad, Energía y Ambiente (ASEA) y la Secretaría del Medio Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat), con varios organismos públicos descentralizados responsables de llevar a cabo las tareas de gestión en diversos temas de la agenda ambiental, como la Comisión Nacional Forestal (Conafor), la Comisión Nacional del Agua (Conagua), la Comisión Nacional para el Conocimiento y Uso de la Biodiversidad (Conabio), la Comisión Nacional de Áreas Naturales Protegidas (Conanp) y el Instituto Nacional de Ecología y Cambio Climático (Inecc), entre otros (Madrid Ramírez, 2020). 


 Con estas instituciones establecidas y la consecuente adecuación del marco legal y normativo, se logró poner en marcha la Ley General de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente (LGEEPA) y múltiples instrumentos de política pública ambiental, como las Manifestaciones de Impacto Ambiental (MIA), el Sistema Nacional de Información Ambiental y de Recursos Naturales, el Ordenamiento Ecológico del Territorio (OET), las Áreas Naturales Protegidas (ANP), los instrumentos de compensación económica, como Pagos por Servicios Ambientales (PSA) y las Áreas Destinadas Voluntariamente a la Conservación (ADVC), entre otros (Guevara Sanginés, 2007; Rodríguez-Robayo y Ávila-Foucat, 2013; Madrid Ramírez, 2020). 


 En relación con los servicios ecosistémicos forestales, el programa de PSA es considerado como uno de los instrumentos de política pública de mayor trayectoria y aceptación en el país (González, 2014), con casi veinte años de operación y una diversidad de modalidades, y formas de apoyo establecidos (Shapiro-Garza et al., 2018; Uscanga y Perevochtchikova, 2020). La implementación del programa se ha hecho a través de la Comisión Nacional Forestal (Conafor), principalmente en tierras de propiedad colectiva, con esquemas como el programa federal de PSA, el Fondo para la Conservación de la Biodiversidad y los Mecanismos Locales de Pago por Servicios Ambientales a través de Fondos Concurrentes (MLPSA-FC) (Conafor, 2011; Saldaña, 2013). 


 En el periodo 2010-2017 la Conafor ha efectuado un presupuesto total de casi 35 000 millones de pesos, con 46% dirigido al apoyo de actividades de reforestación, conservación y restauración forestal, y 26% del PSA (Deschamps Ramírez y Madrid Zubirán, 2018). Mientras tanto, en los años 2018-2020 el presupuesto de la Conafor para programas de conservación ambiental ha ido descendiendo de manera drástica (Madrid Ramírez y Hernández, 2021). Por otro lado, este tipo de esquemas no ha mostrado su efectividad (Le Velly, 2015; Perevochtchikova, 2016, 2020), debido al diseño basado en conservación pasiva (75% de programas), la no consideración de la complejidad de condiciones socioecológicas locales, y el no desarrollo de capacidades productivas de las comunidades forestales (Deschamps Ramírez y Madrid Zubirán, 2018; Madrid Ramírez y Hernández, 2021). 


 En general, en México, a pesar del importante proceso del desarrollo y el fortalecimiento de la gestión ambiental en las tres últimas décadas, el Gasto en la Protección Ambiental (GPA) no ha superado 1% del Producto Interno Bruto (PIB) del país (figura IV.3); mostró una dinámica ascendente en el periodo 2003-2011 (cuando llegó a 0.9%) y luego descendiente, regresando a componer tan sólo 0.5% en comparación con el PIB en 2019; además, el GPA en 2019 representó tan sólo 9.5% respecto a los costos totales por agotamiento y degradación de los recursos naturales (INEGI, 2021b). 


 FIGURA IV.3
  GPA y relación de éste con el PIB del país, 2003-2019


 [image: images/img-108-1.jpg]


 Fuente: elaborado con base en la información del INEGI obtenida de_https://www.inegi.org.mx/temas/ee/. 


 Nota: P significa datos preliminares. 


 La preocupante tendencia hacia la disminución del presupuesto gubernamental federal invertido en el Ramo 16 (medioambiente y recursos naturales) se confirma con una caída de casi 59% en el periodo 2013-2019 y un promedio adicional de 25% en 2019-2020 (Provencio, 2020). Como comentan Provencio y Carabias (2019), “el gasto ambiental fue el más castigado en el proceso de consolidación fiscal, pero sigue siendo de los más afectados en la actual política presupuestal”, lo que significa que “las actividades institucionales relacionadas con el agua, los bosques, las áreas naturales protegidas, la inspección y vigilancia y otras esenciales para la protección ambiental están al límite”. Lo que hace aún más vulnerable la situación ambiental y del sector forestal en México. 


 En relación con lo anterior, el WRI (2019) comenta que entre los principales retos del sector forestal en el país se encuentran: “la inseguridad de la tenencia de la tierra, sobreexplotación y falta de planes de manejo del recurso forestal, falta de gobernanza en ejidos y comunidades en temas de producción forestal comercial, y de un marco institucional y legal, lo que no facilita ni promueve la producción forestal sustentable”; para ello se requiere “aumentar la coordinación intersecretarial, orientando las políticas hacia un objetivo común que permita la convergencia de las agendas ambiental y de desarrollo, con una visión integrada del manejo sustentable del territorio y observancia a salvaguardas sociales y ambientales” (WRI, 2019). 


 En el mismo sentido, el Consejo Civil Mexicano para la Silvicultura Sostenible (CCMSS) afirma sobre el problema del desmantelamiento institucional del sector ambiental en los últimos 10 años (Madrid Ramírez, 2020), en conjunto con la aplicación de incentivos gubernamentales sin rumbo (Deschamps Ramírez y Madrid Zubirán, 2018) que incluyen los apoyos ambientales de la nueva administración federal en 2018-2020 (Madrid Ramírez y Hernández, 2021). Así, propone guiarse por los siguientes ejes de acción para solventar la cuestión expuesta (CCMSS, 2018: 7-10): i) fortalecer la participación ciudadana, la transparencia, la rendición de cuentas y la inclusión social; ii) implementar programas del Manejo Forestal Comunitario (MFC); iii) dar el impulso a la producción forestal sustentable y la disminución de las importaciones; iv) ofrecer un acompañamiento integral, persistente y de calidad a las comunidades forestales; v) ofrecer las condiciones necesarias para una producción sustentable en sinergia con la conservación y restauración ambiental; vi) aplicar un enfoque de territorio multifuncional; vii) invertir en infraestructura, activos públicos y desarrollo de capacidades en los territorios forestales; viii) fortalecer los derechos sobre la tierra y los bosques. 
 

 CASO DE CIUDAD DE MÉXICO: DEFORESTACIÓN Y PROGRAMAS DE CONSERVACIÓN FORESTAL 


 La Ciudad de México, la capital del país, tiene una superficie de 148 646 hectáreas que se subdivide en el suelo urbano y el suelo de conservación de la Ciudad de México (SC-CDMX) (figura IV.4). El último ocupa 59% del territorio y es reconocido por ofrecer diversos bienes y servicios ecosistémicos a escalas local y regional, pero resulta afectado por decisiones y actividades humanas (Pérez-Campuzano et al., 2012). Una importante característica del SC-CDMX es que 90% de su territorio se encuentra en la propiedad colectiva de la tierra (Perevochtchikova, 2016), perteneciente a 44 núcleos agrarios, como comunidades y ejidos (PAOT y Sedema, 2012), donde también se ubican pueblos originarios con una larga historia de la gestión comunitaria del territorio y sus recursos naturales (Sánchez y Díaz-Polanco, 2011). 


 Dentro del SC-CDMX unas 47 422 hectáreas corresponden a la cobertura forestal (PAOT  y Sedema, 2012), equivalente a una tercera parte (Pérez-Campuzano et al., 2012), y entre los servicios ecosistémicos forestales de provisión, regulación, soporte y culturales se reconocen los hidrológicos, de captura de carbono, de biodiversidad y de recreación (PAOT y Sedema, 2012; Escolero et al., 2016; Perevochtchikova, 2016). Las alcaldías con mayor superficie forestal dentro del SC-CDMX resultan: La Magdalena Contreras, Cuajimalpa de Morelos, Milpa Alta, Tlalpan y Álvaro Obregón, y tan sólo Milpa Alta y Tlalpan juntan 63.8 % de la superficie forestal de toda la entidad. El ecosistema forestal está representado por la formación de coníferas en 81%, coníferas y latifoliadas en 9.9% y latifoliadas en 9.3 % (Gómez Sántiz, 2021). Que en la entidad 44.2% corresponda a vegetación primaria es un indicativo de que la mayor parte de la superficie forestal ha sido afectada por algún disturbio. 


 FIGURA IV.4
El Suelo de Conservación de la Ciudad de México, con la ubicación de los pueblos originarios, los usos de suelo permitidos, las áreas prioritarias para bienes y servicios ecosistémicos, la proyección de cambio de la cubierta forestal 2010-2030 y los instrumentos de política pública ambiental aplicada 


 [image: images/img-111-1.jpg]


 Fuente: elaborado con base en la información de PAOT y Sedema (2012). 


 Las tendencias generales de cambio de uso del suelo y vegetación en la Ciudad de México muestran una reducción importante en la superficie agrícola en 19% y un incremento en la superficie urbana en 36% (figura IV.5). La cobertura forestal, aunque no ha variado de manera significativa en el periodo 1985-2014, ha mostrado cambios considerables en su composición que se reflejan en el incremento de áreas con vegetación secundaria a costa de la primaria (Gómez Sántiz, 2021). 


 FIGURA IV.5
Cambio de uso de suelo y vegetación en la Ciudad de México, 1985-2014 
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 Fuente: elaborado con base en las series I-VI de uso de suelo y vegetación INEGI, disponible en_www.inegi.org.mx. 


 Como se puede observar de la figura IV.5, la pérdida de superficie forestal a través del tiempo en el SC-CDMX ha sido constante, pero con una aparente dinámica estable, lo que se puede relacionar con la implementación de diversos programas gubernamentales dirigidos a reducir la deforestación, en apoyo al sustento de sus servicios ecosistémicos a mediano y largo plazos (Perevochtchikova, 2016, 2020). En este sentido, desde los años noventa se han implementado en el territorio del SC-CDMX de manera simultánea diversos programas de conservación ambiental desde los ámbitos federal y local (Sheinbaum-Pardo, 2011; Pérez-Campuzano et al., 2012, 2016; Aguilar Martínez, 2013; Perevochtchikova, 2016, 2020). 


 A nivel federal ha sido la Conafor (www.gob.mx/conafor) la principal institución que ha aportado los recursos económicos en el SC-CDMX (Neitzel et al., 2014; Perevochtchikova, 2016) mediante el Programa de Apoyos para el Desarrollo Forestal Sustentable (Pronafor), los Mecanismos Específicos para Prevención Control y el Combate de Contingencias Ambientales Causadas por Plagas e Incendios Forestales (MEPCCCACPIF); además, ha implementado los Programas Especiales, los últimos dos con reglas de operación independientes del Pronafor. Entre los apoyos federales otorgados, cuatro fueron financiados en conjunto con otras instituciones: 1) el Proyecto Especial de Reforestación y Cosecha de Agua Pronatura, con fondos provenientes de la Coca-Cola y la Pronatura; 2) Fondos Concurrentes dentro de Servicios Ambientales, con la participación de los Ingenieros Civiles y Asociados, S. A. de C. V.; 3) fondos concurrentes con la alcaldía Magdalena Contreras, y 4) Fondos Concurrentes en conjunto con la alcaldía Tlalpan de la Ciudad de México (Moreno Unda y Perevochtchikova, 2021). 


 Durante el periodo 2000-2018, a través de la Conafor se invirtió un total de 357 millones de pesos mexicanos en programas de conservación ambiental en el SC-CDMX  (gráfica IV.6). Los componentes que más recursos económicos obtuvieron fueron: Gobernanza y Desarrollo de Capacidades, con 60 millones de pesos, y Servicios Ambientales, con 125 millones de pesos (Moreno Unda y Perevochtchikova, 2021). 


 En el ámbito local los programas de conservación ambiental se encuentran a cargo de la Secretaría del Medio Ambiente (Sedema) (www.sedema.cdmx.gob.mx/) y son implementados a través de la Dirección General de la Comisión de Recursos Naturales (DGCORENA) (www.sedema.cdmx.gob.mx/secretaria/estructura/22). Los recursos proceden del Fondo Ambiental Público (FAP), creado por la Ley Ambiental del Distrito Federal y considerado en los artículos 69, 70 y 71 (GODF, 2015). El Consejo Técnico del FAP es el órgano encargado de administrar y destinar los recursos, sesionando por lo menos cuatro veces al año de manera ordinaria (GODF, 2002). Entre los objetivos de apoyos del FAP se encuentran acciones, programas y servicios relacionados con la conservación, retribución, vigilancia, educación e investigación ambiental (Moreno Unda y Perevochtchikova, 2021). 


 A nivel local de la Ciudad de México, a través de la Sedema, se destinó un total de 2 189 millones de pesos en apoyos económicos (programas) para la conservación ambiental en el suelo de conservación (gráfica IV.6). El programa que más ha aportado con recursos y ha mantenido su presupuesto ha sido el Proface (Almeida-Leñero et al., 2014; LEM-UNAM, 2016), que en conjunto con sus antecesores (FOCOMDES y PIEPS) ha proveído un total de 1 976 millones de pesos al suelo de conservación (SC), es decir, 90% de todos los apoyos en este periodo. 


 De esta forma, el monto total de la inversión en programas de apoyo para la conservación ambiental en el suelo de conservación (SC) de la Ciudad de México en 2000-2018 fue de 2 546 millones de pesos. Como se observa, la inversión desde el ámbito local ha superado los apoyos federales en casi 10 veces; el único año en que hubo una aproximación fue 2010, debido a la presencia de un programa especial sur-poniente (figura IV.6). Es importante comentar que la nueva administración de la Ciudad de México (2019-2024) ha implementado el programa actual Altepetl, que fue lanzado en 2019 por parte de la Sedema y conjugó los programas anteriores de las Reservas Ecológicas Comunitarias y Áreas Comunitarias de la Conservación Ecológica (PRCSA), el proyecto especial del PSA de la Zona de Conservación (PSAZC) y el Proface (Moreno Unda y Perevochtchikova, 2021). Ello llevó a una inversión tan sólo en 2019 de 445 millones de pesos en conservación, protección, restauración y mantenimiento de los ecosistemas forestales en el SC-CDMX, en su componente Cuahtlan (GOCDMX, 2019), lo que equivale a una quinta parte de toda la inversión local anterior y superó en 125% la inversión federal del periodo. 


 FIGURA IV.6
Inversiones totales en programas de conservación ambiental a escala local y federal en el SC-CDMX, 2000-2018 
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 Fuente: tomado de Moreno Unda y Perevochtchikova (2021), con modificaciones propias. 


 Sin embargo, esta importante inversión en el SC-CDMX con un promedio anual de 146 millones pesos no ha logrado su efectividad en términos del cumplimiento de metas socioeconómicas y ambientales de los programas implementados (Perevochtchikova, 2016). Por ejemplo, la tasa de deforestación en el periodo 1986-2010 ha sido de 219 ha / año, y se proyecta su aumento hacia 2030 (PAOT y CentroGeo, 2010). Por otro lado, se ha demostrado que en algunas de las comunidades que más apoyo han recibido por conservación ambiental se han presentado mayores índices de deforestación, incluso dentro de las áreas del PSA (Saavedra y Perevochtchikova, 2017). En cuanto a los efectos socioeconómicos, han sido positivos en cuanto a cohesión social y economía de hogares más marginados dentro de los grupos que participan directamente en los programas; sin embargo, también hay evidencia de efectos adversos, como conflictos generados y el pago mínimo temporal manifestado por los participantes (Rojo Negrete, 2018; Perevochtchikova 2016, 2020). 


 Lo anterior significa que los programas implementados no han sido diseñados para el contexto local (Rodríguez-Robayo et al., 2019), no han considerado la formación de capacidades locales (Deschamps Ramírez y Madrid Zubirán, 2018) ni el fortalecimiento del capital social (Merino Pérez, 2018); tampoco incluyen esquemas de monitoreo de efectos de manera integrada (Perevochtchikova, 2016, 2020). Además, se han aplicado en condiciones de la prohibición del uso y aprovechamiento forestal comunitario por la veda forestal (PAOT y Sedema, 2012), y, en general, en una situación actual de la administración federal con un presupuesto descendiente y la falta del apoyo del desarrollo institucional en el sector ambiental (Madrid, 2020). Esto indica faltas desde la perspectiva de la justicia inter e intrageneracional, y pone en duda el desarrollo sustentable de la ciudad a futuro. 
 

 HACIA RETOS DE SUSTENTABILIDAD EN EL SECTOR FORESTAL EN MÉXICO 


 La situación presentada del presupuesto federal descendiente (Provencio y Carabias, 2019; Madrid Ramírez y Hernández, 2021), la no efectividad de los programas implementados a escala local (Perevochtchikova, 2020) y el desmantelamiento institucional del sector ambiental (incluyendo el forestal) a partir de 2011 en México han significado para el país un retraso de varios años en el proceso de la conservación de los ecosistemas forestales y sus servicios ecosistémicos relacionados (Madrid Ramírez, 2020). A este preocupante panorama se le ha sumado actualmente la pandemia de covid-19, que ha dejado un grave impacto en las economías de los países de América Latina y el Caribe y ha llevado a una crisis socioecológica sin precedentes en toda la región (www.cepal.org/es/temas/covid-19). 


 Sin embargo, la crisis también ha permitido visualizar de nueva cuenta el papel de los recursos naturales y de las comunidades rurales en la recuperación económica (CEPAL, 2020), sobre todo, considerando la diversidad ecológica y cultural de la región de América Latina y el Caribe (FRA, 2020) y de México (Conabio, 2006). En este sentido, la propiedad colectiva de las tierras forestales y los sistemas de gobernanza comunitaria vinculados (Merino Pérez, 2018) se vuelven clave para plantear alternativas. Específicamente, el manejo forestal comunitario (MFC) ha demostrado ser un mecanismo poderoso que conjunta los objetivos de la producción y la conservación ambiental, dado que permite “lograr el bienestar a través de la generación de empleo e ingreso de las comunidades, así como proteger su entorno” (WRI, 2020). 


 En la misma línea, el CCMSS (2018) ha propuesto que la política forestal del país debería considerar el MFC como eje central de acción y permitir que las comunidades rurales sean gestores de sus propios recursos naturales, a través de procesos productivos vinculados con el aprovechamiento forestal sustentable. Esta forma de gestión permitirá lograr (www.ccmss.org.mx): i) conservación de biodiversidad y bienes forestales (por regeneración de cobertura forestal, reducción de incendios y tala ilegal, así como contribución a provisión de diversos servicios ecosistémicos); ii) combate al cambio climático (por captura de carbono como servicio ecosistémico y cumplimiento de acuerdos internacionales); iii) alternativas de desarrollo económico para comunidades forestales (por generación de empleos e ingresos a escala local, atención a problemas de migración, fortalecimiento de capital social), y iv) fortalecimiento de diversidad cultural y biológica (por conservación de biodiversidad y aspectos culturales de comunidades y pueblos indígenas del país, que son procesos vinculantes unos a otro). 


 Justamente, esta propuesta establece una visión integradora a largo plazo que tomaría en consideración la equidad y la justicia inter e intrageneracional en el manejo de recursos forestales y la planeación territorial. En su conjunto, ello respondería a las metas del Desarrollo Sustentable; buscaría equilibrar las prioridades en el desarrollo social, económico y ambiental del país, y permitiría el disfrute de los recursos forestales (el patrimonio biocultural) no sólo para las generaciones actuales, sino también para las futuras. 


 En ese sentido, Barry (2017) plantea que la sustentabilidad (integrada) es al menos una de las condiciones fundamentales para la justicia intergeneracional. Agrega que ninguna generación puede considerarse responsable del estado del planeta que hereda, por lo que es legítimo garantizar a las generaciones futuras relativamente el mismo nivel que se disfruta actualmente de recursos naturales para la satisfacción de sus propias necesidades. De este modo, el papel de las generaciones contemporáneas sería brindar esas posibilidades. Además, como señala Tremmel (2009), el término sustentabilidad es un concepto que otorga a la justicia intergeneracional el mismo peso que a la justicia intrageneracional. Es decir, la justicia intergeneracional es posible cuando las acciones de las generaciones actuales garantizan la sustentabilidad de los recursos naturales para las generaciones futuras, mientras que la idea de la justicia intrageneracional es con referencia a los ajustes de los medios de vida y otros aspectos sociales en el interior del mismo corte temporal de la sociedad. 


 Por último, en referencia a los puntos mencionados en este trabajo, es importante señalar algunos retos de la investigación científica en el tema de recursos forestales y política pública forestal en México, con la mirada hacia la sustentabilidad con justicia intra e intergeneracional. Se perfilan los aspectos a cubrir, además de los biológicos y genéticos, como el estudio de los efectos integrales de programas de conservación de amplio espectro (no sólo PSA federal, sino también esquemas mixtos, mecanismos locales, privados, etcétera), la influencia de variables del contexto local en el éxito de los esquemas de conservación ambiental, la influencia del contexto periurbano (con altos costos de oportunidad) en el manejo forestal y el MFC, así como el diseño de esquemas de monitoreo comunitario participativo socioecológico con el potencial de toma de decisiones multinivel. Todo ello requeriría de un cambio importante en la misma forma del quehacer científico, cuyos estudios deberían enfocarse en la investigación-acción, la integración socioecológica y la aplicación de métodos inter y transdisciplinarios. 
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 V. LA DIMENSIÓN INTERGENERACIONAL DE LA LUCHA CONTRA EL CAMBIO CLIMÁTICO 


 Vicente Ugalde1 
 

 INTRODUCCIÓN 


 Si la adopción de la Convención Marco de Naciones Unidas sobre el Cambio Climático de 1992 no generó entonces la atención que el tema tiene hoy, las negociaciones de sus instrumentos le han dado una resonancia mundial. La adopción del Protocolo de Kioto de 1997, la del Acuerdo de París de 2015, la adhesión de China y de los Estados Unidos en 2016, el retiro de este último, concretado en 2020, así como su posterior regreso y la cobertura mediática de las voces tradicionales y las emergentes del ecologismo político, como los grupos ecologistas, los partidos verdes y, recientemente, la joven sueca Greta Thunberg, todo ello ha terminado por sacar la discusión del cambio climático de los círculos de expertos y responsables gubernamentales, y de las publicaciones especializadas para colocarla en la calle, en el discurso del vendedor de vivienda o de autos, y en boca del ciudadano ordinario, convencido de lo excepcional de las temperaturas y eventos meteorológicos que percibe. 


 Esa propagación no parece suscitar cambios en las prácticas por las que se contribuye al cambio climático. Entonces, si el problema es conocido e inteligible, ¿lo son las cargas concretas y los dilemas cotidianos en los que se traduce? ¿Resulta aceptable la noción de futuras generaciones para justificar las cargas que implica el combate al cambio climático? Si se requiere de cada uno, pero también de la coordinación que potencialice los sacrificios individuales, ¿qué significado se le puede acordar a la participación de un país como México en ese esfuerzo global? 


 El propósito de este capítulo es presentar los términos en los que se han planteado algunas discusiones en torno a la justicia climática en su aspecto intergeneracional. El debate sobre la justificación para imponer cargas en la lucha contra el calentamiento global comprende acciones de la generación que hoy habita el planeta y de las anteriores, y analiza las desiguales condiciones para enfrentar los desajustes climáticos y para asumir las cargas que supone frenar el cambio climático, especialmente en función del desarrollo económico de los países en los que se asumirían esas cargas. Aunque la participación de México en el esfuerzo para enfrentar el calentamiento global no es el tema de este capítulo, algunas referencias al caso permitirán ilustrar la dificultad para encontrar arreglos apegados a una cierta idea de justicia climática en la comunidad internacional y para traducir en hechos concretos los compromisos derivados de esos arreglos. Con el caso se buscará ilustrar por qué el problema de la justificación y entonces de la aceptabilidad no es solamente una preocupación filosófica, sino que tiene capacidad para, al menos, ensayar algunas explicaciones sobre la aparente contradicción entre, por un lado, el conocimiento del problema y su urgencia, y, por el otro lado, el hecho de que, a pesar de ello, no se haga lo necesario para enfrentarlo. El caso muestra que la adopción de políticas a escala de países no significa que esté garantizada su implementación, lo que plantea preguntas acerca del conocimiento sobre el cambio climático como una buena razón para que las generaciones actuales estén dispuestas a aceptar sacrificios. 


 El capítulo se divide en tres partes. En la primera se presenta una descripción general del problema de la crisis climática. Por un lado, se describen el fenómeno y algunas de sus consecuencias, y por el otro, se analiza por qué constituye un problema desde el punto de vista moral. En la segunda parte se esboza el debate de la justificación de deberes de justicia intergeneracional; se hace una referencia concreta a la idea de los derechos humanos y, luego, a la noción de responsabilidad, en tanto que es en torno a ella que se ha articulado una parte importante de la discusión sobre la justificación de sacrificios en beneficio de futuras generaciones. Esta sección cierra con una rápida referencia al problema de encontrar criterios justos para definir el tamaño de los sacrificios a imponer a la generación actual. Por último, se incluyen algunas consideraciones respecto a la traducción concreta de las medidas relacionadas con el combate al cambio climático que México ha adoptado como miembro de la comunidad internacional organizada en un instrumento creado con el propósito de combatir esta amenaza. 
 

 EL CAMBIO CLIMÁTICO Y SUS CONSECUENCIAS 


 Con el propósito de entender la dificultad de enfrentar el fenómeno del cambio climático y los problemas que supone repartir de manera justa las cargas de esa tarea, conviene retomar algunos de sus aspectos generales, sus causas y, sobre todo, las principales consecuencias previstas hasta hoy por la comunidad científica. 
 

 Natural y antropogénico 


 Algunos gases como el dióxido de carbono, el metano y el monóxido de nitrógeno permiten que los rayos solares lleguen a la superficie terrestre y, en cambio, impiden que los rayos terrestres se expandan más allá de la atmósfera, por lo que retienen calor. La acumulación de esos gases, especialmente a partir de la Revolución Industrial, ha generado un aumento en la temperatura del planeta. En los últimos años se han registrado temperaturas en niveles alarmantes y los fenómenos climáticos extremos se han multiplicado: sequías, inundaciones, olas de calor y, en consecuencia, penuria en la agricultura y desplazamientos de poblaciones. 


 Desde 1988 el Panel Intergubernamental de Expertos sobre Cambio Climático (IPCC, por sus siglas en inglés), creado por el Programa de Naciones Unidas para el Medio Ambiente y la Organización Meteorológica Mundial, evalúa la producción científica dedicada al cambio climático con el propósito de proveer información útil para entender y enfrentar el fenómeno. Aproximadamente cada cinco años este grupo publica un informe en el que se consigna el conocimiento disponible sobre la evolución de la temperatura en el planeta, sus impactos observados, las previsiones relacionadas con esa evolución, así como las posibilidades de adaptación y atenuación ante esos impactos. El propósito de esos informes es generar conocimiento para la elaboración de políticas por parte de los Estados miembros de la Convención Marco de Naciones Unidas sobre el Cambio Climático suscrita en 1992 (en adelante, convención marco). El IPCC ha elaborado cinco informes de evaluación (un sexto deberá ser difundido en 2022), así como informes sobre temas específicos, como el calentamiento de 1.5 °C, las afectaciones a usos de la tierra, el océano y la criósfera (superficie terrestre cubierta por agua en estado sólido), y sobre las directivas para elaborar los inventarios nacionales de gases de efecto invernadero.2 


 Luego de recurrentes cuestionamientos, en los últimos años se ha generalizado el conocimiento sobre el aumento de las temperaturas y el papel de los gases de efecto invernadero de origen antropogénico. El aumento en las temperaturas altera el sistema global del clima, relacionado con el ciclo del carbono. La combustión de energías fósiles, la deforestación y la actividad agrícola sobrecargan la atmosfera, la biósfera y los océanos de gases de efecto invernadero, y ello altera las dinámicas que regulan y equilibran el clima. Ese conocimiento ha generado la preocupación sobre el tiempo que tomará el ajuste de la composición química de la atmósfera para, habiendo integrado el gas de origen antropogénico, reequilibrar su dinámica. 


 Se han previsto diferentes escenarios en función de la pérdida de capacidad de la biósfera y de los océanos para absorber el exceso de carbono, pues, en la medida en que más carbono se emita, menor será la capacidad de absorción.3 De ahí la importancia que se otorga al dióxido de carbono, no obstante que se conoce que otros gases como el metano tienen un potencial mayor de calentamiento atmosférico. La atención sobre el dióxido de carbono no sólo se debe a que en 2010 representaba 76% de las emisiones de origen antropogénico, sino que se trata de un gas que permanece en la atmósfera generando un efecto diferido: las emisiones del pasado siguen contribuyendo al calentamiento del planeta y así la carga de sus efectos es intergeneracional. 


 De ahí que algunas de las estimaciones sobre el tiempo que tomará la absorción del carbono de origen antropogénico hablen de miles de años. El tamaño de la alteración de esas emisiones sobre el planeta llevó a que dos científicos, Paul Josef Crutzen y Eugene Stoermer, propusieran la noción “antropoceno” para designar una era geológica en la que se manifiesta la fuerza geológica de la especie humana, una fuerza caracterizada por su capacidad para alterar los equilibrios ecológicos por el uso de combustibles fósiles (Trischler, 2017). 
 

 Las consecuencias y su dimensión moral 


 Es también gracias al trabajo del IPCC que ha sido difundido conocimiento sobre las consecuencias del calentamiento global en la población, y, en especial, en la población desfavorecida del planeta: “Desde la perspectiva de la pobreza, las proyecciones indican que los impactos del cambio climático ralentizarán el crecimiento económico, harán más difícil reducir la pobreza, seguirán menoscabando la seguridad alimentaria, y harán que continúen las trampas de pobreza existentes y se creen otras nuevas, especialmente en las zonas urbanas y las nuevas zonas críticas de hambruna” (IPCC, 2015: 77). De esa manera, el IPCC advierte a los responsables políticos y a la generación actual que, al continuar con las prácticas vigentes, se pone en riesgo la capacidad de la biósfera para regularse y se compromete la disponibilidad de recursos naturales necesarios en numerosas actividades económicas, es decir, se pone en riesgo la continuidad de la vida de los humanos en el planeta en las condiciones en las que se desarrolla actualmente. 


 La diversidad y la gravedad de los impactos del cambio climático son difíciles de consignar de manera sintética. Uno de ellos es la elevación del nivel de los océanos ocasionada por el deshielo y la pérdida de masa de los glaciares y de los mantos de hielo de Groenlandia y de la Antártida, así como la afectación al ciclo del agua, que pondría en riesgo los sistemas costeros y las zonas bajas, especialmente en países en desarrollo y Estados insulares (IPCC, 2015: 72). Otro impacto es el cambio en la frecuencia, en la intensidad, duración y localización de los fenómenos meteorológicos extremos, y sus consecuencias sanitarias y económicas. Las sequías e inundaciones comprometen la producción de alimentos, cuya escasez puede tener efectos devastadores en las poblaciones que sufren malnutrición. La falta de agua potable, por su parte, acelera la expansión de enfermedades infecciosas, mientras que el aumento en la temperatura podría exponer a millones de personas que hoy no lo están a enfermedades como el dengue y el cólera. El desplazamiento de personas y la aparición de conflictos violentos serían otras consecuencias de esa evolución. 


 A pesar de la validación y la difusión del conocimiento sobre las consecuencias del cambio climático, algunas de las objeciones que en algún momento cuestionaron la gravedad del fenómeno se siguen escuchando: que el calentamiento global no existe; que existe pero no tiene un origen antropogénico, o bien, que existe y tiene origen antropogénico, pero que ello no es necesariamente un problema tan grave. 


 Bourban (2018) ve en la última posición un elemento central en razón de sus implicaciones éticas y políticas. La asignación de la calidad de problema grave o no grave pone en evidencia que el peso de las cargas es desigual, tanto por el hecho de que se distribuyen en el espacio y en el tiempo de manera no uniforme como porque las condiciones para enfrentar esas cargas son profundamente desiguales, dependiendo, por ejemplo, de la situación económica del país afectado. El IPCC lo ha señalado con claridad: “Los riesgos se distribuyen de forma dispar y son generalmente mayores para las personas y comunidades desfavorecidas de los países sea cual sea el nivel de desarrollo de éstos” (IPCC, 2015:69). El cambio climático afectará de manera desproporcionada a los países en desarrollo y a las personas pobres de todos los países: el incremento de las desigualdades en materias de salud y de acceso a la alimentación y, entre otros recursos, al agua potable, constituye un problema ético, un problema de justicia en la distribución de las cargas generadas por el fenómeno. 


 El cambio climático es, en efecto, susceptible de ser abordado como un problema ético por varias razones. Desde luego, una de ellas radica en que la propensión a sufrir los daños está distribuida de forma desigual,4 pero también en que plantea problemas para definir las acciones necesarias a fin de enfrentarlo (Bourban, 2018). Puesto que en ese fenómeno convergen varios factores que amenazan la capacidad humana para conducirse de acuerdo con lo que éticamente es correcto, Gardiner (2006) ve en el problema del cambio climático un alto riesgo de que aparezcan formas de corrupción moral y por ello se refiere a él como la tormenta moral perfecta. Esos factores son la dispersión de las causas y de los efectos; la fragmentación o multiplicación de los agentes que están detrás de las emisiones, y, en fin, el hecho de que la respuesta se enfrenta al clásico problema del dilema del prisionero o de la tragedia de los comunes al que se refiere Hardin. 


 Al problema de la desigual distribución de las cargas que suponen los daños asociados al cambio climático se agrega otro, si se considera la fuente de las emisiones de gases de efecto invernadero. Se trata de contribuciones también desiguales en función de los países, del ingreso y los hábitos cotidianos de las personas, y del periodo considerado para cuantificar esas emisiones. Se trata también de los sectores de actividad que generan esas emisiones. Con base en las estimaciones formuladas para el informe de 2015 del IPCC, en 2010 el sector energía era responsable de 35% de las emisiones de gases de efecto invernadero; el sector de la agricultura, silvicultura y otros usos del suelo, de 24%; la industria, de 21%; el transporte, de 14%, y 6.4% era generado por edificios. Esa situación se presentaba luego de que durante la primera década de este siglo las emisiones anuales totales de gases de efecto invernadero se habían incrementado en diferentes proporciones en cada fuente: mientras que el sector energía aumentó 47%, la industria aumentó 30%, el transporte 11% y las emisiones generadas por edificios 3% (IPCC, 2015: 48). 


 La distribución de las cargas derivadas del cambio climático tendría que integrar que la contribución de diferentes actividades a este fenómeno tampoco es igual y que, independientemente del lugar en donde sean generadas las emisiones, contribuyen en proporción diferente al problema. No ha sido, sin embargo, posible incorporar esa distinción a los instrumentos de derecho internacional. Se ha reconocido que la contribución a las emisiones de gases de efecto invernadero de los países considerados en la terminología del convenio marco como países desarrollados —que eran en ese entonces los miembros de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos(OCDE)— es superior a la contribución de los países en desarrollo.5 El Protocolo de Kioto consignó esa distinción y se asignaron compromisos sólo a los primeros. Sin embargo, la proporción de esa contribución ha evolucionado. Se habla de que mientras en el año 2000 los países en desarrollo, incluyendo las economías emergentes (como China, India, Brasil y Rusia), contribuían con 45% de las emisiones, en 2013 esa proporción era de 60% (Bourban, 2018: 65). 


 La idea de una mayor responsabilidad en el cambio climático de los países desarrollados se explica porque no sólo se toman en cuenta las emisiones presentes, sino también las acumuladas.6 La responsabilidad de los países de la OCDE se reafirma si, en lugar de considerar el total de emisiones por país, se considera también el número de habitantes. En efecto, si China superó a los Estados Unidos desde 2004 generando lo que se estima en 29% de las emisiones, al considerar las emisiones per cápita, los Estados Unidos son el principal emisor. Un estadunidense emite lo que corresponde a cuatro habitantes de China (Bourban, 2018: 65). Esto explica que tanto en sus consideraciones como en su texto (artículo 3 relativo a los principios) la convención marco introduce el principio de las responsabilidades comunes pero diferenciadas de acuerdo con las respectivas capacidades al que nos referiremos más adelante. 


 Bourban es tajante respecto a las dimensiones ética y política del cambio climático. Para él este fenómeno está estructurado por una doble desigualdad, pues mientras que la responsabilidad causal por la creación, el mantenimiento y la exacerbación del cambio climático es de los países desarrollados, las consecuencias de la perturbación al sistema climático están afectando y afectarán a las poblaciones menos desarrolladas. Siguiendo una discusión planteada dos décadas atrás por Henry Shue (1995), Bourban, (2018: 67) pone el acento en que las poblaciones más vulnerables al cambio climático son las que menos contribuyeron a él, y en que todos los humanos no son iguales ante el cambio climático, pues no son igualmente responsables de las alteraciones al clima, como tampoco son afectados de la misma forma por sus consecuencias. 


 Ese señalamiento no resuelve, sin embargo, el problema de una justificación aceptable de las cargas que las presentes generaciones tienen que asumir en beneficio del futuro. Considerando ese y otros elementos de la crisis climática, se ha recurrido a diferentes ideas y principios para formular una justificación. Una de las formulaciones más elaboradas se relaciona con los derechos humanos. Esa idea, así como la evocación de una serie de principios, anima, como veremos, el debate contemporáneo sobre la justicia climática. 
 

 PROBLEMAS TEÓRICOS PARA QUE LOS SACRIFICIOS SEAN ACEPTABLES 


 En la discusión sobre la justicia climática se argumenta que los derechos humanos de las futuras generaciones están seriamente comprometidos por el cambio climático. La elevación del nivel de los océanos, las sequías y los eventos meteorológicos extremos afectarán la capacidad para producir alimentos. La desnutrición y otros efectos comprometen igualmente el derecho a la salud de las poblaciones. También se afecta el derecho a no ver a poblaciones arbitrariamente privadas de su vida, por las consecuencias de acciones de terceros. La transgresión a esos tres derechos básicos pone en peligro otros derechos. Bajo este razonamiento, participar en la emisión de gases de efecto invernadero afectaría ésos e indirectamente otros derechos humanos.7 


 En la discusión sobre los derechos humanos se ha señalado que no son sólo aspiraciones; que están correlacionados a deberes morales al menos de tres formas: cuando se habla del deber de no privar al otro, cuando se habla de proteger al otro de la privación y cuando de lo que se trata es de ayudar al otro en caso de que sea víctima de privación.8 Esa distinción es útil para pensar en el derecho a la subsistencia, a la salud y a la vida de las futuras generaciones, y es con referencia a esos tres derechos que Bourban (2018) justifica la aplicación de un enfoque de derechos humanos para discutir el cambio climático. 


 En algunas argumentaciones a favor de las futuras generaciones, estos deberes son evocados bajo la forma de principios. Con el “principio de no maleficencia”, se aboga para que toda persona que daña o que genera daños hacia otra deje de hacer lo que origina esos daños y, en lo posible, los repare o compense.9 Bourban (2018) defiende la idea de que el cambio climático es un daño agregativo conformado por efectos acumulados de acciones de un número amplio de personas que no necesariamente tienen intención de dañar a terceros, y sostiene que, por ello, la aplicación del principio de no maleficencia supondría no únicamente abstenerse de hacer, sino además, llevar a cabo ciertos actos para reducir daños, para asegurar la adaptación a los mismos e, incluso, para repararlos o compensarlos. Éste sería el caso de los movimientos forzados de poblaciones, pues al tratarse de daños irreparables, únicamente podrían ser objeto de compensaciones. 


 La justificación para hacer aceptables las cargas, lo que se resuelve parcialmente apelando a los derechos y deberes, es tan sólo una de las dificultades. Otro problema de fondo concierne a la distribución justa de las cargas, tomando en consideración las desigualdades presentes a las que se hizo referencia, así como las causas de estas desigualdades. 


 Uno de los arreglos de la discusión sobre el cambio climático está relacionado con el principio de responsabilidad compartida y diferenciada.10 Con ese principio se buscó responder a la reiterada objeción sobre la deuda histórica de los países desarrollados en el sentido de que, al haber generado emisiones por más de dos siglos, su responsabilidad tendría que ser mayor que la de los países cuya contribución en términos de emisiones es más reciente. Este principio supone la aplicación de un arreglo de justicia distributiva en el sentido de que los 196 Estados suscribientes de la convención marco se comprometen a compartir los costos de la estabilización y disminución de gases de efecto invernadero, y lo hacen en función de su particular situación socioeconómica y de sus contribuciones históricas al cambio climático. 


 En este arreglo sobre el establecimiento de deberes hacia las futuras generaciones, la noción de responsabilidad es central. Se habla de responsabilidad por las emisiones de gases de efecto invernadero, y ahí tiene que distinguirse, por un lado, la responsabilidad por aquello que se hizo, es decir, por las contribuciones pasadas al calentamiento global, y, por el otro, la responsabilidad de contribuir a la solución. El principio “el que contamina paga” corresponde a la concepción de responsabilidad basada en la idea de responder por lo hecho, por haber contribuido a producir el daño. Por su parte, el principio de maleficencia estaría relacionado con la responsabilidad de participar en las medidas para reducir y reparar los daños relacionados con el problema. 


 Identificar y adherir esos principios no resuelve, sin embargo, todas las dificultades que animan la reflexión sobre la justicia climática y su traducción en cargas. Algunas tienen que ver con identificar al autor de las emisiones que, por ejemplo, hubieran generado un evento meteorológico extremo concreto, y con comprobar la relación causal entre las emisiones en un país específico y los daños sufridos en otro. Otras, como veremos, se relacionan con la justificación del establecimiento de deberes y con volver aceptable la no reciprocidad que ello supone. Se trata, en todo caso, de algunos de los numerosos aspectos implícitos en el debate contemporáneo y desde luego abierto de la justicia climática. 
 

 Una ética ad hoc 


 Ante situaciones inéditas en varios planos (la biotecnología, el medio ambiente, el desarrollo), Paul Ricoeur (1991) se pregunta si esas situaciones necesitan una nueva ética. En el caso específico del plano ambiental, para Ricoeur el efecto invernadero, la deforestación, la degradación de la capa de ozono, la disposición de residuos nucleares y la desaparición de especies pusieron en evidencia una inversión en la relación entre la acción humana y la naturaleza: antes la acción humana se desplegaba en la naturaleza sin poder alterarla de forma duradera; en la era actual, la era de la técnica, la naturaleza está amenazada en sus grandes equilibrios por el actuar humano, esos equilibrios que permitieron que el hombre subsistiera y desarrollara su historia. 


 Los efectos no deseados del actuar humano en el mundo habitable se convierten así en una fuente de cuestionamiento ético. Esas mutaciones cualitativas del actuar humano, como Ricoeur las llama, conducen a reflexionar sobre el tema de la responsabilidad. Teniendo como telón de fondo la idea según la cual a nuevos poderes corresponden nuevas responsabilidades, Ricoeur propone dejar atrás la concepción minimalista de la responsabilidad que asimila su significado al de imputabilidad, es decir, a únicamente identificar al autor de una acción. 


 La concepción que asimila responsabilidad a imputación no está a la altura de los cambios del actuar humano en la era de la técnica, pero como Ricoeur subraya, esa concepción conlleva la idea de estar dispuesto a “dar cuenta de”. La resalta porque “dar cuenta de” tiene ahí dos connotaciones: por un lado, justificar y, por otro, pagar el precio en términos del daño causado. Esa misma idea de responsabilidad concebida, en principio, en un horizonte temporal hacia el pasado comienza a voltear hacia el futuro, el futuro en el que las consecuencias previsibles del actuar humano se traducen en cargas. De la responsabilidad relacionada con la falta subjetiva que es susceptible de ser imputada a alguien, se pasa a la responsabilidad que se relaciona con el riesgo creado, en una perspectiva u horizonte temporal futuro e indeterminado, y en dirección a una persona, también indeterminada, pues se reduce a una suerte de colectivo abstracto. Para algunos autores, se trata de una “responsabilidad prospectiva” (Gorgoni, 2008), de una adaptación de la noción de responsabilidad a un contexto en el que los actos humanos pueden conllevar riesgos de consecuencias que van mucho más allá de las intenciones humanas, pero en donde la idea de imputabilidad sigue siendo útil (Neuber, 1996). 


 François Ost (1997) ve dos dimensiones en la idea de responsabilidad planteada por Ricoeur: primero, la responsabilidad vista como una misión o tarea de protección hacia quienes estarán en una situación de fragilidad por las acciones presentes; luego, las obligaciones a que da lugar esa responsabilidad, como conocer las consecuencias de las acciones y decisiones presentes, y decidir la opción menos costosa en términos de cargas para las futuras generaciones. 


 La actual era tecnológica estaría exigiendo, en lo que podría considerarse propio de una nueva ética, que esa responsabilidad no sólo se dirija hacia el futuro en términos de uno donde las consecuencias son previsibles, sino también hacia un futuro aun más lejano, como lo plantea Hans Jonas cuando llama a que la humanidad exista después de la actual generación y tanto tiempo como sea posible: “La presencia del hombre en el mundo […] se ha convertido en objeto de obligación […] Y esto implica, entre otras cosas, conservar este mundo físico del tal modo que las condiciones para tal existencia permanezcan intactas, lo que significa protegerlo, en su vulnerabilidad, contra cualquier amenaza que ponga en peligro esas condiciones” (Jonas, 1995: 38). Esta justificación basada en la vulnerabilidad ha encontrado algunas objeciones, puesto que se basa también en una especie de imputación de las actuales generaciones de un “pecado original ecológico”. Una suerte de culpa, como si los desequilibrios ambientales se hubieran producido por la actual generación de forma deliberada. En lugar de la culpabilización, Ost (1997: 274) encuentra más útil tomar a la esperanza como principio práctico de la acción. 


 Otra cuestión controvertida tiene que ver con definir hacia quién o ante quién se adquiere la responsabilidad; ante quién se respondería por las acciones y decisiones actuales. 


 Tanto en el caso de Ricoeur (1991) como en el de Jonas (1995) se trata de una responsabilidad ecológica global en la que la especie humana es un beneficiario más, entre otros (los animales, las plantas y la materia inerte que compone la biósfera); una responsabilidad sin reciprocidad, pues supone la imposibilidad de conocer a los descendientes que estarían pidiendo cuentas a la generación actual. Al respecto, Ost (1997) llama la atención sobre la distinción entre esos miembros de la comunidad biótica, es decir, los humanos, los seres vivos y la materia inerte. Para él, la necesidad de protección ha sido traducida desde la Ilustración en términos de derechos extensibles a todos los humanos, es decir, derechos universales. En cuanto a la comunidad de seres vivos, si bien es cierto que el humano forma parte de ese conjunto, y no obstante que cada vez se expresa más solidaridad hacia algunos de los miembros no humanos de esa comunidad, considera que no tiene mucho sentido extender el lenguaje de los derechos a los animales y a las plantas. Sería una clara expresión de un “antropocentrismo ingenuo” (Ost, 1997: 261), pues conllevaría el problema sobre la reciprocidad, es decir, sobre los derechos que estarían adquiriendo, por ejemplo, los animales hacia los humanos, o bien, el problema relacionado con la movilización de la noción de derechos, pero desprovista de ese elemento que es la reciprocidad. 


 La pertenencia a esa comunidad de seres vivos tendría que ser suficiente para justificar deberes del humano hacia los demás seres vivos sin que existan deberes de los seres vivos hacia otros seres vivos. Esos deberes asimétricos del hombre se justificarían, como lo propone Jonas, por la fragilidad de los otros miembros de la comunidad de seres vivos, sin que fuera necesaria la ficción de que las plantas y los animales sean titulares de derechos que tendrían que hacer valer. Lo vigente y válido sería la obligación de los humanos hacia ellos, obligación justificada por su vulnerabilidad. 


 También serían asimétricos los deberes hacia el otro miembro de la comunidad biótica, la materia inerte. Así, serían tres tipos de justificaciones las que apoyarían esta responsabilidad unidireccional: la reivindicación de derechos, el deber asimétrico (es decir, sin deberes recíprocos) y también el interés utilitario, es decir, el interés de los humanos por mantener los equilibrios naturales, lo que al final de cuentas es una condición de su supervivencia. Esta justificación basada en el interés utilitario correspondería al “bienestarismo humano” (human welfarism) del que habla Sprigge (2004) al observar que en esa concepción subyace la idea de que lo que se haga por las futuras generaciones de humanos será también bueno para la biósfera. 


 Si bien esta última justificación, basada en la humanidad futura, ha sido copiosamente objetada en nombre de una igualdad biocéntrica o de un igualitarismo ecológico (Naess, 2004; Sprigge, 2004; Devall y Sessions, 2004),11 es la justificación que explícita o implícitamente ha sido retomada y subyace en muchas de las traducciones políticas por las que se busca inducir comportamientos presentes en beneficio de generaciones futuras. El carácter utilitario y el antropocéntrico de esa justificación no son los únicos aspectos problemáticos. Como se ha planteado, otros problemas tienen que ver con lo que significa esa humanidad futura, en nombre de la cual se estaría justificando la imposición de cargas a las generaciones presentes. 
 

 El problema de la indeterminación de las futuras generaciones 


 Una primera cuestión concierne a la existencia misma de esas futuras generaciones. ¿Existirán? La respuesta depende, desde luego, de numerosos factores que son ajenos a la voluntad y a la actividad humana, pero también depende de decisiones y acciones de las generaciones que preceden a ésas del futuro. Su existencia es, en todo caso, incierta. Otra pregunta concierne a si las futuras generaciones tendrán derechos exigibles hacia las generaciones que las preceden. En la idea según la cual los derechos suponen deberes correlativos, una primera objeción consiste en que, puesto que las personas de las generaciones que serían titulares de derechos no existen, entonces tampoco existen sus derechos ni las obligaciones correlativas de las actuales generaciones. Al cuestionarse sobre las razones que justifican las obligaciones hacia los muertos, Gosseries (2003) explora el razonamiento según el cual una obligación moral sólo tendría sentido si al violarla se causa daño a alguien, y puesto que un muerto no puede sufrir un daño, entonces la violación moral hacia un muerto es difícil de justificar.12 En un razonamiento similar, tampoco podría considerarse que las actividades realizadas por las actuales generaciones son violatorias de los derechos de las futuras generaciones, que no existen. 


 La objeción reiterada a la falta de reciprocidad que supone un principio de responsabilidad es enfrentada por Brian Berry, quien argumenta, por un lado, que las morales clásicas de la reciprocidad no son otra cosa que un sistema de concesiones recíprocas animadas por la preocupación egoísta de defender derechos adquiridos, y, por otro lado, que aunque esas morales permiten resolver los problemas inmediatos relacionados con los intercambios, no discuten el problema central relativo a la distribución de ventajas en el punto de partida en el que se lleva a cabo esa distribución.13 La reciprocidad, arraigada en las morales más tradicionales, no se adaptaría a una justificación de la asignación de cargas en beneficio de sociedades alejadas en el espacio y en el tiempo. La justicia como reciprocidad se revela, en efecto, inadaptada en aquellos contextos que son diferentes a ésos en los que se definieron las circunstancias de la justicia. 


 Estas objeciones suelen ser respondidas en los términos antes mencionados según los cuales la existencia de derechos es poco importante, pues de lo que se trata es de los deberes (sustraídos de una lógica de reciprocidad) de las actuales generaciones. También suele responderse evocando la noción de los derechos condicionales o futuros, según la cual en el futuro existirá un grupo de personas que serán titulares de derechos a la vida, a la subsistencia y a la salud, y son esos derechos los que justifican la imposición de obligaciones a las generaciones actuales, aunque no son en sentido estricto correlativas a la existencia de los derechos de esas personas, pues al no existir, sus derechos no existen, pero desde el momento en que nazcan serán titulares de esos derechos. 


 Aquí puede introducirse otra de las objeciones recurrente-mente formuladas, a la que algunos se refieren como el problema de la no-identidad.14 Las futuras generaciones no tendrían nada que reprochar a las actuales, dado que las personas que existirán en el futuro serán consecuencia de las decisiones y circunstancias pasadas, independientemente de que las actuales generaciones adopten o no medidas y políticas para reducir el calentamiento global. Para reclamar una supuesta violación a sus derechos (vida, salud, supervivencia), las futuras generaciones tendrían que comparar su situación real con una supuesta en la cual se hubieran tomado todas las medidas necesarias para evitar el calentamiento global. Pero como se trata de un ejercicio contrafactual, la realidad en cuestión es alternativa, inexistente, una realidad en la que esas futuras generaciones no existen o son otras. 


 Bourban considera que la justificación basada en la idea de derechos humanos, mencionada antes, no necesita contrarrestar una situación futura real con respecto a una situación futura de realidad alternativa en la que hubo menos emisiones. Si las acciones de las generaciones actuales contribuyen en la generación de impactos dañinos, ya observables y por tanto anticipables, en términos de que son amenazas para los derechos a la vida, la subsistencia y la salud de las futuras generaciones, ello justifica el deber para la actual generación independientemente de la identidad de la futura generación (Bourban, 2018: 156). 


 Un tercer problema, y tal vez el que más ha animado la discusión respecto a las futuras generaciones, se plantea en torno al tamaño del sacrificio que puede imponerse a las presentes. Se trata de la puntillosa cuestión de la distribución de cargas, que está en el centro de discusiones irresueltas sobre la justicia climática. 
 

 El problema de la distribución de las cargas 


 La definición de criterios justos de distribución de los beneficios y las cargas sociales entre los miembros de una comunidad ha sido una de las preocupaciones centrales de las discusiones sobre justicia social en el seno de la filosofía política. Cuando se agrega la consideración que supone que la comunidad en cuestión es una comunidad intergeneracional, los problemas para encontrar esos criterios son mayores. Una de las más conocidas propuestas a ese problema proviene de John Rawls en su Teoría de la Justicia. Al explicar su propuesta procedimental del velo de ignorancia, concretamente, al hablar del ahorro que es legítimo o aceptable imponer a una generación en favor de otra, sostiene que “Las personas en la posición original no tienen ninguna información respecto a qué generación pertenecen. Estas amplísimas restricciones al conocimiento son apropiadas en parte porque entre las generaciones y dentro de ellas se plantean cuestiones de justicia social, por ejemplo, la cuestión de cuál es la cantidad de ahorros apropiada o la cuestión de la conservación de los recursos naturales y del medio natural” (Rawls, 1995: 135). Las características y ventajas de la situación original estarían dadas por el hecho de que el velo de ignorancia impide que los encargados de definir los principios de justicia social puedan conocer sus atributos y dotes personales y, sobre todo, su posición original en la sociedad que estará regida por esos principios. De esa manera, no podrían imponer principios que les sean ventajosos en la negociación inicial. 


 Rawls (1995: 138) reconoce, sin embargo, que algunos casos son diferentes, pues los encargados de la definición de principios saben, al menos, que son contemporáneos, y que serían entonces ellos quienes podrían escoger, de entrada, principios para favorecer a su generación; concretamente, principios para reducir los sacrificios que quizá se impongan en favor de las futuras generaciones, y ello independientemente de que las generaciones anteriores lo hayan hecho (por ejemplo, independientemente de que hayan ahorrado). Aquí, el velo de ignorancia es insuficiente, por lo que Rawls añade otra restricción o especificidad a la situación original, que consiste en que, independientemente de la posición temporal, el participante en la situación original, al estar en una situación en la que el velo de ignorancia es hermético (Rawls, 1995: 269), no podrá escoger principios que beneficien a alguna generación en perjuicio de otra. 


 Por ello se propone que las partes representen líneas familiares que se preocupen por lo menos de sus descendientes inmediatos, y que el principio que se adopte sea de tal manera deseable que todas las generaciones anteriores lo habrían adoptado (Rawls, 1995: 269). La pregunta respecto a la cantidad o porcentaje que cada participante, independientemente de la etapa en la historia de la civilización en la que se encuentre, está dispuesto a ahorrar en cada etapa determinará así el principio de justicia, que no será equivalente a la decisión intencional de ahorrar o no. 


 El hecho de que se haya interpretado que la preocupación intergeneracional de la que habla Rawls en la Teoría de la Justicia se limita a dos generaciones, y que por ello sea calificada de “doméstica” (Ost, 1997: 268), ha dado pie a algunas objeciones que se refieren a la dificultad de que la justificación tenga la misma fuerza cuando se piensa en más de dos generaciones de distancia entre la que asume cargas y la que sería beneficiaria de ese sacrificio. Otras objeciones u observaciones se dirigen a la cuestión de la situación original. Para Barry, puesto que la cuestión de justicia entre generaciones es de acceso a recursos, de lo que se trataría entonces es de igualar oportunidades, es decir, de modificar la distribución en el punto de partida. Por ello, propone incluir representantes de todas las generaciones (e incluso a animales) en la situación original de Rawls. Proposiciones similares se han sucedido en los últimos años, como la de Gardiner (2014), que se refiere a una convención constitucional mundial enfocada a las futuras generaciones y los seres vivos no humanos. 


 Las discusiones para encontrar criterios de distribución de las cargas entre diferentes generaciones no se agotan en esos puntos. El problema que había sido señalado antes sobre la contribución diferenciada a la acumulación de gases de efecto invernadero introduce una dificultad considerable en el momento de buscar que esos criterios de distribución sean justos y, entonces, aceptables. 
 

 Hacer aceptables los sacrificios presentes 


 Como se señaló antes, los autores de la convención marco tenían en mente la idea de atribuirle cierta responsabilidad histórica a los países que durante dos siglos han generado emisiones de efecto invernadero. Esa idea no ha estado, sin embargo, libre de cuestionamientos,15 lo que no sólo ha enriquecido el debate, sino que además ha vuelto difícil encontrar arreglos convenientes para todos los miembros de la comunidad internacional y, en especial, los países que son partes de la convención. 


 Uno de los cuestionamientos señala que en todos esos años de emisiones por las que se culpa a los países desarrollados no se conocían las consecuencias de la acumulación de esos gases en la atmósfera (Posner y Weisbach, 2010). A pesar de algunas alertas generadas, en particular por Charles Keeling, quien había señalado desde 1961 el papel del dióxido de carbono en el efecto invernadero, no fue hasta 1988 que se creó el IPCC y hasta 1990 que se dio a conocer su primer informe. El desconocimiento de las consecuencias de sus acciones liberaría de responsabilidad a los autores de las emisiones realizadas antes de 1990. Eso significa, como hemos señalado, que no podría reprocharse a nadie aproximadamente por la mitad las emisiones de efecto invernadero que siguen y seguirán alterando el clima. Lo anterior sucedió no sólo en la reflexión académica, sino también en las interacciones de los representantes de los países involucrados en las negociaciones de los instrumentos del convenio marco. En algún momento próximo a la celebración de la conferencia de las partes que se llevaría a cabo en Copenhague, luego de que el representante de China, Su Wei, habló de que la responsabilidad histórica de los países en desarrollo era baja con respecto a la de los desarrollados, el representante de los Estados Unidos, Nicholas Stern, rechazó la idea de la deuda por la responsabilidad histórica.16 


 Otro cuestionamiento aparece cuando es movilizado el principio “el que contamina paga”. Hoy la inmensa mayoría de los causantes de la acumulación histórica de gases de efecto invernadero no están vivos. ¿Cómo hacer que respondan por sus acciones? Las restricciones en nombre una deuda histórica y del principio “el que contamina paga” son calificadas como injustas en la medida en que se está pagando por lo que hicieron las generaciones precedentes. 


 Para responder a esas objeciones se ha propuesto otro principio que se basa en el pago a realizar por los beneficios actuales relacionados con las actividades económicas presentes y anteriores que hayan participado en el cambio climático.17 Bajo esta idea, no sería injusto que los países industrializados y beneficiados mayormente durante el periodo previo a 1990 tengan que contribuir de manera más importante a combatir el cambio climático, a cooperar con las poblaciones siniestradas por sus consecuencias, e, incluso, a reparar los daños derivados del cambio climático. Es en atención a este principio o, en todo caso, a la misma consideración implícita en este principio que el Protocolo de Kioto de 1997 estableció que serían los países miembros de la OCDE en 1990 los que asumían compromisos de reducción de emisiones. 


 Para Bourban (2018: 118) los principios de justicia climática, el que contamina paga, de no maleficencia y quien se beneficia paga, han sido presentados como rivales, cuando en realidad contienen criterios complementarios. Son esos los criterios sobre los que se fundan los deberes de justicia de no dañar, reparar o compensar los daños causados que se incluyen en los instrumentos internacionales para enfrentar el cambio climático. Además, permiten una distribución con equidad de las cargas que implican las políticas contra el cambio climático. 


 A pesar de que los instrumentos internacionales han optado por un arreglo para distribuir las cargas del combate al cambio climático, la discusión sigue abierta, pues la justificación moral parece encontrar dificultades para trascender el ámbito de las ideas y constituirse en una razón para movilizar las burocracias y para orientar los comportamientos de los ciudadanos cuyos países se han comprometido en el esfuerzo contra la crisis climática. Una referencia rápida a lo observado en el caso de México permite ejemplificar que, aunque los objetivos de los compromisos internacionales sean incuestionables, su traducción en instrumentos y acciones de política sigue encontrando innumerables obstáculos. 
 

 MÉXICO EN LA LUCHA CONTRA EL CAMBIO CLIMÁTICO 


 Como ocurre en otras iniciativas internacionales de noble propósito, México ha respondido resuelta y puntualmente a los llamados para enfrentar el cambio climático. El compromiso del gobierno mexicano fue claro desde 2009, cuando se dotó de un Programa Especial de Cambio Climático y, tres años más tarde, de una ley en la que se comprometía con los objetivos indicativos de reducir para 2020 en 30% las emisiones con respecto al escenario de línea base, y para 2050 en 50% en relación con las emisiones del año 2000. Independientemente de que se haya cumplido lo consignado en esa ley,18 y a pesar de la dificultad de encontrar un lugar adecuado en el esfuerzo global contra el cambio climático (Torres, 2019), lo anterior muestra que el gobierno de México dio un sitio importante al tema en la agenda pública nacional. Además, en 2012 asignó importantes tareas en la materia al Instituto Nacional de Ecología, desde entonces de Ecología y Cambio Climático, y diseñó un instrumento a cargo de las entidades federativas, así como de los municipios. Todo ello, antes del Acuerdo de París, al que también se adhirió, pero a partir del cual parece haberse instalado un cierto sopor en la implementación de los esfuerzos nacionales concebidos y corregidos en esos años. Algunos rasgos del Acuerdo de París tendrían un efecto aletargador en la dinámica mexicana, o bien la implementación de sus compromisos estaría expresando la dificultad que significa el que siga pendiente una justificación inobjetable de la imposición de sacrificios en favor de beneficiarios inciertos. 
 

 El Acuerdo de París y sus límites 


 Los primeros años de este siglo fueron de difíciles negociaciones destinadas a definir los esfuerzos que prolongarían lo establecido en el Protocolo de Kioto. Entre la conferencia de las partes del acuerdo marco en Copenhague en 2009 y la celebrada en 2015 en la que se adoptó el Acuerdo de París, se expresaron varios de los desacuerdos relacionados con la distribución justa de las cargas entre los países desarrollados y los países en desarrollo.19 Antes de que fuera reconocido en la conferencia de las partes celebrada en Cancún en 2010,20 el argumento de la responsabilidad histórica por las emisiones había generado resistencias, como la externa-da por Nicholas Stern, en una clara muestra de la dificultad para definir criterios de justicia climática. Las amenazas permanentes de abandonar el acuerdo y la dificultad de encontrar una repartición de costos aceptable tanto para los países desarrollados como para los países en desarrollo que habían quedado exentos de obligaciones en el Protocolo de Kioto condujeron a la solución finalmente plasmada en el Acuerdo de París de 2015, en la que los países se comprometerían con contribuciones nacionalmente determinadas (CND). 


 A diferencia del Protocolo de Kioto, que correspondió a un instrumento de derecho internacional con un enfoque más tradicional en el que las metas y los compromisos se definieron de arriba abajo, para el Acuerdo de París, tras las reiteradas dificultades para encontrar una distribución aceptable de las cargas relacionadas con la mitigación y la adaptación al cambio climático, se optó por un modelo en el que los compromisos fueron definidos por los participantes y que se expresa en las CND. Ahora bien, el hecho de que las CND no sean exigibles ha dado lugar a que algunos observadores vean en el acuerdo una claudicación a definir compromisos legalmente vinculante donde sólo subsistió la obligación de rendir un informe sobre las acciones climáticas (Clémençon, 2016). Tampoco ha sido unánimemente saludado el hecho de que el tratado renunciara al establecimiento de plazos y tan sólo se expresara que “las Partes se proponen lograr que las emisiones mundiales de gases de efecto invernadero alcancen su punto máximo lo antes posible” (CMNUCC, 2015: 25), o que se persiga un equilibrio entre emisiones, sumideros y depósitos de gases de efecto invernadero, y no una búsqueda de la descarbonización de las economías. Qué decir de lo desalentador que resulta el excesivo uso de formas de expresión que no dejan duda en cuanto a que se trata de sugerencias (should), o que se mantuviera como techo de calentamiento 2.0 °C y no 1.5 °C con respecto a los valores preindustriales, a pesar de un reconocimiento implícito a que la elevación de las temperaturas más allá de este último límite constituye una perturbación peligrosa para el equilibrio climático. Debe señalarse que la inclusión de esa consideración en el artículo 2 del Acuerdo puede ser vista también como una señal positiva, especialmente ante la conocida resistencia de muchas de las partes. Pero, por otro lado, la obligación de evaluar los avances respecto a las CND21 y de revisar esos compromisos cada cinco años en la idea de redefinir compromisos más ambiciosos22 constituyen atributos que se valoran favorablemente. 


 En efecto, a pesar de que no se exige que se exprese cómo serán alcanzados, las CND  conforman el elemento clave del esfuerzo internacional contra el cambio climático. Ciertamente, las disparidades entre los compromisos asumidos por los países introducen cierta extrañeza, pero fue ésa la fórmula que hizo posible lograr una gran adhesión de países al acuerdo, al grado en que 188 miembros de la convención marco, entre los que se encuentra México, ya han comunicado sus CND. 
 

 Un compromiso blando 


 México comunicó y ratificó sus CND desde septiembre de 2016. Incluyen tanto acciones en materia de reducción de emisiones como medidas encaminadas a disminuir la vulnerabilidad de la población, de los ecosistemas y de la infraestructura, de manera que no se comprometan condiciones para el desarrollo económico y la generación de empleos (INECC, 2019). El año 2020 significó la entrada a una etapa de 10 años en la que iniciaron las acciones relacionadas con los compromisos derivados del Acuerdo de París. Habiéndose asumido también los objetivos de desarrollo sustentable de la Agenda 2030 de Naciones Unidas, el gobierno de México se ha dado a la tarea de armonizar la búsqueda de esos objetivos con los compromisos en materia de adaptación y mitigación relacionados con el acuerdo marco. En materia de reducción de emisiones, el compromiso en el caso de México es de una disminución para 2030 de 22% de las emisiones de gases de efecto invernadero y de 51% de las emisiones de carbono negro con respecto a la línea base.23 


 De acuerdo con las modificaciones a la Ley General de Cambio Climático en 2018, están previstos compromisos no condicionados, así como compromisos condicionados. Respecto a los primeros, se estableció que la reducción de emisiones de gases de efecto invernadero supondrá esfuerzos diferenciados en varios sectores de la economía que participan para alcanzar ese compromiso. Así, el sector de la generación de energía eléctrica deberá reducir sus emisiones en 31%; el de la gestión de los residuos, 28%; el sector del transporte, el residencial y el comercial, en 18%; el sector del petróleo y gas, en 14%; el sector de agricultura y ganadería, 8%, y el de la industria, 5%. 


 En cuanto a los compromisos condicionados, se consignó también en los artículos transitorios de la ley que es posible que las metas de reducción de emisiones de gases de efecto invernadero y de carbono negro hacia 2030 se incrementen en 36 y en 70%, respectivamente, a condición de la adopción de un acuerdo global respecto al precio del carbono en cuanto a los aranceles por contenido de carbono y cooperación técnica, y entre otros temas, respecto a la transferencia tecnológica, así como al acceso a recursos financieros de bajo costo. En atención a esos objetivos, el gobierno federal definió 30 medidas de mitigación en los ocho sectores mencionados que tocan temas diversos como ejecutar programas de densificación en ciudades, construir trenes interurbanos de pasajeros, producir 35% de energías limpias en 2024 y alcanzar cero emisiones de metano en los rellenos sanitarios en 2030 (INECC, 2019). 


 Las 27 líneas de acción en materia de adaptación no son menos complejas; abarcan la prevención y la atención de impactos negativos en la población y en el territorio; la seguridad alimentaria y los sistemas productivos resilientes; la biodiversidad y los servicios ecosistémicos; los recursos hídricos, y la infraestructura y el patrimonio cultural tangible. Esas medidas son variadas y generalmente expresadas en términos claros en cuanto a su objetivo, pero ambiguas en cuanto a cómo se procederá, es decir, en cuanto a qué acciones y restricciones significan para actores concretos. En numerosos casos estas líneas de acción están expresadas en los términos “fortalecer”, “impulsar”, “aumentar”, “promover” y, en el mejor de los casos, “implementar” acciones, pero sin referencias a sujetos obligados ni a umbrales, porcentajes o unidades de medida específicas. Sólo en algunas líneas de acción se leen metas precisas, como llevar la deforestación a un nivel de cero por ciento en 2030, o asegurar el tratamiento de las aguas residuales en asentamientos con más de 500 000 habitantes (INECC, 2019; Gobierno de México y Semarnat, 2020).24 


 Poco a poco se ha visto desdibujada la fuerte impresión de voluntarismo político que generaron el anuncio de compromisos específicos en términos de reducción de emisiones por parte de México en 2008 y la aparición de un programa especial al año siguiente y de la ley general en 2012. Si bien se ha mantenido una participación constante en foros y reuniones internacionales en los últimos años (Torres, 2019), la traducción concreta en acciones parece todavía estar en la etapa de proyecto. 


 Las CND tendrían que reflejar las cargas que la generación actual asumirá para frenar el cambio climático y no poner en riesgo a las futuras generaciones. El problema es que la cuestión climática se ha vuelto un tema discreto en la agenda gubernamental. La atención de la que es objeto la industria de los combustibles fósiles, en particular en lo que concierne a los objetivos de la política de autosuficiencia y de seguridad y soberanía energética,25 que se expresa en la construcción de una nueva refinería y, entre otras manifestaciones, en el uso de combustibles fósiles para generar energía eléctrica, hace pensar que, si bien la decisión de asumir las cargas relacionadas con el combate al cambio climático está tomada, su ejecución se ha puesto en suspenso. Los signos de ese abandono no están sólo en la dinamización del sector de los hidrocarburos en los últimos tres años, sino en el ámbito mismo del cambio climático, y ello desde hace casi una década. 


 El tema de la transición energética y su traducción concreta en objetivos específicos no alimentan el optimismo. La Ley de Transición Energética de 2015 (Diario Oficial de la Federación, 24 de diciembre de 2015), que regula el aprovechamiento sustentable de la energía y las obligaciones de la industria eléctrica en materia de energías limpias y de reducción de sus emisiones contaminantes, estableció que, en la generación de energía eléctrica, la Secretaría de Energía definiría como meta una participación mínima de energías limpias de 25% para 2018, de 30% para 2021 y de 35% para 2024. En 2018 esa producción se había quedado por debajo de ese umbral, pues sólo fue de 23.2% y no parece ser una prioridad gubernamental, a pesar de que otros imperativos aconsejan acelerar la transición energética.26 Por otro lado, en una evaluación del uso de recursos presupuestales relacionados con el combate al cambio climático se señala que: “no fue posible apreciar si los recursos presupuestales previstos en los ramos y programas presupuestarios del anexo transversal del Presupuesto de Egresos de la Federación en materia de cambio climático (ATCC) a lo largo de cinco años —de 2013 a 2017— se destinan a acciones relevantes para la mitigación o adaptación al cambio climático” (INECC, 2017). Ni esta valoración, ni otra más reciente sobre los avances en materia de cambio climático por parte de México son alentadoras. El Climate Action Tracker señala que México muestra una falta de ambición en la definición de sus CND y que el retroceso en el apoyo a las energías renovables, así como su respuesta a la pandemia pusieron al país en una trayectoria de las emisiones ascendente que es inquietante.27 El despliegue de la política de cambio climático en gobiernos subnacionales tampoco es ejemplar. El INECC (2018) llevó a cabo una evaluación que da cuenta de atrasos en la armonización legislativa e institucional, pero, sobre todo, de deficiencias en los instrumentos ya elaborados: en numerosos casos, los programas de acción ante el cambio climático carecen de objetivos y de mecanismos de seguimiento, y en materia de mitigación, presentan pocas acciones concretas. La evaluación es categórica respecto a que en materia de generación de residuos sólidos urbanos la información para la toma de decisiones no es confiable y respecto a que las acciones del programa especial de cambio climático 2014-2018 habían sido canceladas por restricciones presupuestales. 


 Por otro lado, la adopción irreflexiva de medidas para enfrentar la corrupción en lo que concierne al Fondo para el Cambio Climático tampoco augura un robustecimiento de la política,28 como tampoco lo hace el anuncio de la desaparición del organismo de investigación en materia de ecología y cambio climático y su eventual incorporación a una secretaría del gobierno federal; éste había sido creado primero en 1992 como Instituto Nacional de Ecología y en 2012 se transformó en Instituto Nacional de Ecología y Cambio Climático (INECC) para informar la toma de decisiones de política en ambos temas, ecología y cambio climático.29 


 La participación de México en la lucha contra el cambio climático podría caracterizarse por una disposición explícita y favorable para asumir las cargas que le corresponden como parte de la generación que ha tomado el conocimiento y la decisión de hacer algo frente a ese peligro. Sin embargo, también podría caracterizarse como una disposición limitada por las inercias de su propia condición social y económica. Las comunicaciones nacionales ante la convención marco (Semarnat, 2012; 2018) dan cuenta de ello: se reportan cambios legislativos, adecuaciones institucionales y el inicio formal de numerosas acciones orientadas a inducir las prácticas con efectos en el cambio climático, pero se consignan también las dificultades técnicas, financieras y de capital humano, las cuales vuelven urgente crear capacidades para no comprometer aún más los objetivos en mitigación y adaptación que se ha definido el país. 
 

 OBSERVACIONES FINALES 


 El esfuerzo para enfrentar al cambio climático ha encontrado numerosos obstáculos. Primero, en la conformación de un conocimiento validado y libre de cuestionamientos, y luego, en la difusión de ese conocimiento y en su capacidad para influir en la toma de decisiones de países y de instancias internacionales. 


 Aunque la existencia del fenómeno, sus causas, su carácter antropogénico y sus consecuencias implican una discusión cerrada entre la comunidad científica, ello no significa que la cuestión de la justa distribución de cargas que supone enfrentar el cambio climático esté completamente resuelta. El debate respecto a cómo repartir sacrificios entre comunidades de épocas diferentes y sobre cómo justificar esa distribución sigue encontrando dificultades para ganar las adhesiones necesarias en el combate al cambio climático. La generación actual sigue oponiendo dudas o simplemente se resiste a asumir cargas en favor de generaciones cuya existencia y necesidades son inciertas. 


 En este capítulo se han presentado algunas tentativas para justificar esa imposición de cargas a las generaciones presentes, así como los cuestionamientos que siguen animando el debate sobre cómo encontrar una distribución justa de esas cargas. Si bien es cierto que esta exigencia ha encontrado una respuesta en el principio de responsabilidad, esa y las otras tentativas por las que se propone una solución justa al problema de la distribución o asunción de cargas por la generación presente parecen no encontrar todavía un lugar en los cálculos o consideraciones que llevan a las personas en su vida cotidiana a adoptar tales sacrificios. Si la justificación es conocida y aceptada por las personas, el comportamiento general observado da entonces la impresión de que la operación por la que se resuelven los dilemas cotidianos todavía no integra la consideración hacia las futuras generaciones como una razón suficiente para actuar en un cierto sentido. 


 Esa percepción de debilidad, no sobre la justificación moral de la asignación de cargas, sino sobre la capacidad de esa justificación como una razón para actuar, podría explicar que, a pesar de lo dramático de las consecuencias del cambio climático, las respuestas a nivel internacional y a nivel de los gobiernos de los países sean poco ambiciosas. 


 Como se señaló, la participación de México en el Acuerdo de París y en el esfuerzo de la comunidad internacional para enfrentar el cambio climático ofrece un ejemplo de cómo la decisión resuelta de un Estado a participar en ese esfuerzo no asegura que acciones concretas para enfrentar el fenómeno sean emprendidas por los miembros de cada una de las sociedades nacionales. La difusión del problema y la adopción de políticas a nivel de países no significa que su adecuada implementación esté garantizada y hace resurgir la pregunta sobre la capacidad de las buenas razones que ha dado la ciencia sobre el cambio climático para lograr la aceptación de sacrificios en las presentes generaciones. 


 Lo que México ha realizado desde hace más de una década refleja que el entusiasmo original de participar en el esfuerzo colectivo para enfrentar el cambio climático no está necesariamente relacionado con la gravedad de la amenaza (a medida que la amenaza es mayor y que más se sabe de ello, el esfuerzo se apaga) ni con la justificación moral (asegurar derechos de los miembros de las futuras generaciones), que ha dejado de ponerse en duda, sino con la aceptación de los sacrificios que supone combatir el cambio climático. Cualquiera que sea el tamaño del descontento o el sacrificio social que suponga descarbonizar la economía, sigue representando una carga elevada que los gobiernos no están dispuestos a imponer a sus gobernados hoy en día. Las características del Acuerdo de París, las contribuciones nacionalmente determinadas que inscribió México y lo que se observa que se está realizando en relación con el cumplimiento de metas e implementación de políticas en materia de cambio climático son expresión de la incapacidad para que el tamaño de la amenaza climática sea completamente internalizado por los miembros de la presente generación. 


 En el caso concreto de México, las acciones del gobierno que inició sus funciones en 2018 sugieren que objetivos del interés general, como la seguridad energética, están basados en justificaciones más fuertes que esas que suponen asegurar derechos para las futuras generaciones. Si la seguridad energética pone en suspenso la política contra el cambio climático por el uso intensivo de energías fósiles, es posiblemente porque en la perspectiva del gobierno el sacrificio de no garantizar la seguridad energética es mayor. El debate sobre el mejor criterio para una distribución justa y aceptable de sacrificios entre esta generación y las futuras tiene todavía mucho qué decir en el tema del cambio climático. 
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 VI. LOS FUTUROS DE LA MILITARIZACIÓN 


 José Ramón Cossío Díaz1 
 

 INTRODUCCIÓN 


 El propósito de este libro es considerar las implicaciones que en el futuro pueden llegar a tener algunas de las decisiones —u omisiones— de diversas autoridades públicas en diversos ámbitos de la vida nacional.2 Este ejercicio no es, en la terminología anglosajona, de carácter ficticio. No se trata de imaginar novelísticamente lo que podría pasar a partir de ciertas variables inventadas o ficticias. Por el contrario, la intención es vaticinar lo posible con base en los elementos de lo que se está pensando, haciendo o dejando de hacer. 


 En este capítulo quiero exponer lo que quizá quedará comprometido en los años por venir con motivo de todo lo que se está haciendo respecto a lo que, por ahora y genéricamente, llamaré militarización —que no militarismo—, tal como lo explicaré en la parte final de este trabajo. Esto es, el conjunto de procesos que se realizan desde hace años y se han incrementado en los recientes para darle una mayor inserción a las fuerzas armadas en distintas tareas públicas. La determinación de estas condiciones y efectos pasa por la construcción de varios supuestos. De no existir éstos, me parece, terminaríamos incurriendo en fantasías o, en el mejor de los casos, en intuiciones acerca de los porvenires. Paso entonces a desarrollar las principales condiciones de mi análisis. 


 Uno de los errores más comunes al hablar del derecho es suponer su condición estática. Es decir, asumir que las normas y las prácticas que lo componen se realizan con un grado invariante en el tiempo y en el espacio. Ello obedece, normalmente, a que según su representación social no consiste más que en un conjunto de determinaciones establecidas en leyes o códigos, las cuales se transforman poco y, prácticamente, por la sola lectura de los textos, tienen un sentido acabado y constante. Sin embargo, para quienes estamos en el mundo del derecho real, por decirlo así, del que es operativo en la cotidianidad, las cosas son muy diferentes. 


 Sin dejar de reconocer que en el derecho hay un componente normativo muy importante, al mismo tiempo es necesario entender que su origen o fuente es lo que en el argot se denomina “positividad”. Esto es, que las normas son establecidas por una multiplicidad de actos de conducta humana llevados a cabo por agentes públicos (autoridades) o privados; también, que la variabilidad de intereses y razones que los diversos agentes realizan le va dando significados diferentes a esas normas. Dicho de otra manera, que la multiplicidad de las normas —y aquí hago un gran énfasis—y de los sentidos interpretativos que éstas van adquiriendo depende de lo que un amplio número de sujetos vaya determinando individual u orgánicamente. 


 Jugando con las metáforas, en principio, podría hablarse de un “efecto mariposa” en el derecho. Esto es, de la posibilidad de que la norma creada por una autoridad bajo el supuesto de que iba a tener un sentido y unos alcances pueda adquirir una variación y, como en el ejercicio de Lorenz que le dio origen, provocar un huracán jurídico en alguna parte del sistema. 


 Con esta idea básica en mente, considero que las normas que hoy se están introduciendo en el sistema jurídico mexicano en materia de militarización pueden tener algún tipo de efecto en el futuro sobre la totalidad del sistema mismo. Para evidenciar la posibilidad, propongo considerar un ejemplo militar acaecido hace más de doscientos años. Durante la revolución francesa y los gobiernos napoleónicos, se introdujo la conscripción militar universal. Las razones que en ese momento se adujeron estaban relacionadas con la defensa de las conquistas obtenidas por la propia revolución mediante el amplio número de tropas debidamente entrenadas. No tengo claro que hubieren imaginado en qué iba a derivar esa decisión, sin embargo, lo pienso al menos en dos sentidos: por una parte y en el frente interior, en lo concerniente a la manera como la composición del ejército, la actualización de los mandos, la ampliación de la industria de guerra, la construcción de ciudadanía y las transformaciones electorales iban a darse en los años siguientes; por otra, y en lo que concierne al frente externo, a la manera como otros países reaccionarían en la composición de sus fuerzas armadas, fueran éstas profesionales o formadas por la conscripción, así como a los cambios políticos, sociales y económicos que ello acarrearía, no sólo respecto de ellas mismas, sino también respecto a la propia Francia. 


 Decisiones como la conscripción francesa han acarreado grandes cambios en las sociedades a lo largo de la historia. Eso es una parte del asunto. Otras más, cercanas a ellas, pero a la vez distintas, son las relacionadas con las decisiones de militarizar a las sociedades o, si se quiere de manera menos dramática, con la inserción en las sociedades de las fuerzas armadas fuera de los procesos de guerra. 


 ¿Qué sucede, en efecto, cuando mediante normas jurídicas se realizan estas operaciones? Como está sucediendo entre nosotros y en un momento habré de demostrar, ¿cuándo a las fuerzas armadas deben asignarse tareas que no forman parte de su mandato jurídico originario o que, con independencia de ello, están sustituyendo lo que los servicios civiles ordinarios solían hacer cotidianamente? 


 La realización de un ejercicio como el propuesto tiene sus problemas. De base, son los mismos que conllevan todas las predicciones, el intento de saber con algún margen de certeza qué podría suceder en el futuro dadas ciertas condiciones básicas presentes. Si bien es cierto que en algunos campos del conocimiento estos ejercicios han adquirido alguna relevancia, también lo es que en el del derecho han tenido pocas aplicaciones. Fuera de algunos ejemplos relacionados con big data, no encuentro muchos más casos.3 En el derecho se sigue operando como en el béisbol antes del Moneyball (Lewis, 2003): más intuiciones que modelos; más experiencia que medición. 


 Esta disyuntiva abre, para empezar, un primer y gran tema. Si yo deseo saber aquí cuáles serían los posibles efectos que en el mediano o el largo plazo pueden generar para el sistema jurídico los cambios normativos que actualmente se están realizando para darle cabida a la militarización, ¿qué método debo seguir para ello? Quiero hacer notar que en el planteamiento de la cuestión a tratar he acotado lo que puedo denominar mi campo de acción. He advertido que no busco establecer cuáles serán los efectos sociales, políticos o económicos de las transformaciones normativas. Lo que quiero saber es cuáles son los efectos que, de manera probable, las normas jurídicas apuntadas generarán sobre las que en el futuro hayan de establecerse. Por decirlo de otra manera, lo que quiero averiguar se mantiene en un ámbito de normatividad. Ello no significa asumir, desde luego, que la positividad ha quedado desplazada o, peor aún, que la dinámica jurídica ha quedado reducida a un ejercicio lógico puramente derivativo. Lo que quiero hacer es otra cosa. 


 Quiero asumir que la positividad existe y que, si bien admite grados importantes de variante en lo referente a las normas jurídicas que hayan de crearse, es posible asumir la existencia de cierta institucionalidad que, a su vez, permita suponer cuáles serán los contenidos de las normas creadas en el futuro con base en las hechas actualmente. Planteo dos grandes consideraciones. 


 Por una parte y en cuanto a lo formal, si, por ejemplo, el órgano reformador de la Constitución establece que las fuerzas armadas tienen tales competencias, por la estructura del orden jurídico podemos suponer con bastante seguridad que ello se desarrollará en una ley federal, y que a ella seguirá un reglamento y ciertas disposiciones administrativas. Los señalados márgenes de varianza, es cierto, siguen ahí, pero en modo alguno implican que las formas constitucionales derivadas del ejemplo planteado puedan dar lugar a una cantidad de resultados imprevisibles. Por otra parte, me detengo en los aspectos materiales del asunto. Si parto del mismo ejemplo, el hecho de que se cree un nuevo contenido constitucional no supone que éste pueda corresponder cualquier contenido legal o reglamentario. Lo que haya de desarrollarse en este tipo de normas deberá considerar lo relacionado con el fuero militar y la manera como se llevarán a cabo las licitaciones o las restricciones existentes en lo relacionado con la transparencia o el acceso a la información, por ejemplo. 


 Con base en todos estos elementos, es posible asumir o hasta suponer cuáles serán las formas y los contenidos de las normas que en el futuro se creen con base en las que hoy están expresando el proceso de militarización del país. Asimismo, es posible predecir, así sea en un sentido acotado, cuáles serán los efectos jurídicos que previsiblemente habrán de producir las normas creadas respecto de la población en general y de la militar (lato sensu) en particular. Finalmente, y por esta vía indirecta, es también posible presumir el tipo de comportamientos y situaciones que habrá de enfrentar el pueblo de entonces. No es que se trate de precisar lo que la población o ciertos componentes de ella harán en el futuro, sino de comprender algunas de las condiciones que van a incidir en su comportamiento mientras, claro está, el orden jurídico mexicano mantenga ciertas condiciones de eficacia jurídica. 
 

 EL MODELO ORIGINARIO Y SU PRÁCTICA 


 Para tener una base común de partida y comprender lo que se ha dado en los últimos años, comenzaré por exponer de manera sumaria lo que el texto original de la Constitución de 1917 establecía sobre las fuerzas armadas. No se trata de decir, desde luego, que lo entonces establecido por el Constituyente de 1916-1917 era en sí mismo correcto o inmodificable. Simplemente se trata de mostrar la composición del modelo originario para saber cómo fue cambiando a lo largo de los años. 


 En el texto que entró en vigor el 1 de mayo de 1917 había un contenido (intocado hasta nuestros días) que, a mi parecer, estructura la condición general de las fuerzas armadas. En el artículo 129 se dispone: “En tiempo de paz, ninguna autoridad militar puede ejercer más funciones que las que tengan exacta conexión con la disciplina militar. Solamente habrá Comandancias Militares fijas y permanentes en los castillos, fortalezas y almacenes que dependan inmediatamente del Gobierno de la Unión; o en los campamentos, cuarteles o depósitos que, fuera de las poblaciones, estableciere para la estación de las tropas”. Lo que dispone este precepto es la condición de excepcionalidad de las fuerzas armadas en la vida institucional del país. Ello, no en el sentido de que no deban existir, sino en el de las condiciones en que deben hacerlo cuando no haya amenaza de guerra extranjera. La primera parte del artículo 129 es tajante. O se está en tiempos de paz o se está en tiempos de guerra. Si es lo primero, hay una acotación definitiva a lo que los miembros de las fuerzas armadas pueden hacer. Esto es, cumplir con las funciones que guarden la apuntada conexión. La segunda parte del artículo le da materialidad a esa prohibición. Obliga a que tales cuerpos únicamente puedan tener presencia en esos tiempos de paz en espacios especificados y delimitados.4 


 El carácter estructurador de este elemento permite explicar la existencia y los alcances de otros preceptos constitucionales en la materia. Por ejemplo, que las armas de los miembros de las fuerzas armadas tengan una condición exclusiva y distinta a la del resto de la población (art. 10); que en tiempos de paz no puedan ocupar alojamiento ni exigir alimentos (art. 26), y que quienes estén en la función no puedan ocupar directamente cargos de elección popular (arts. 55, 59, 82, frac. V, por ejemplo); de manera por demás destacada, que, conforme al artículo 13 constitucional, subsistiera el fuero de guerra para los delitos y faltas contra la disciplina militar,5 o se autorizara la pena de muerte a los condenados por delitos graves del orden militar (art. 22). 


 La condición de excepción de las fuerzas armadas me parece que también explica que en el sistema federal mexicano de aquel entonces las mismas quedaran expresamente a cargo del gobierno federal y en modo alguno de la residualidad de los estados. En el artículo 73 constitucional, en efecto, se estableció que al Congreso de la Unión le correspondería declarar la guerra (frac. XII) en conjunto con el presidente de la república (art. 89, frac. VIII) u organizar al ejército y la armada (frac. XIII y XIV). Asimismo, se dispuso que al presidente de la república le correspondería nombrar por sí solo a los oficiales con rango inferior a coronel o semejante (art. 89, frac. V) (Semanario, 5ª, t. XL, p. 3660), o con la aprobación del Senado a los superiores a ellos (art. 76, frac. II y 89, frac. IV), así como disponer de esas fuerzas para la seguridad interior y defensa exterior de la federación (art. 89, frac. VI). 


 Otras competencias federales encuentran su justificación en la misma condición de excepcionalidad a que he aludido, como la autorización del Senado para la salida de tropas del territorio nacional, el ingreso de ejércitos extranjeros al nuestro o la estación de escuadras en el mar territorial mexicano (art. 76, frac. III); también la prohibición para que las entidades federativas cuenten con tropas permanentes o buques de guerra sin la autorización del Congreso de la Unión (art. 118, frac. II), o puedan hacer la guerra a alguna potencia extranjera, salvo por las condiciones de peligro previstas en la fracción III del artículo 118 constitucional.6 


 Si tomamos el conjunto de preceptos acabados de describir, resulta un modelo constitucional relativamente simple. Por una parte y por lo que hace a los tiempos de paz, las fuerzas armadas mexicanas debían estar acuarteladas y únicamente desempeñar las funciones que tuvieran exacta conexión con la disciplina militar propia de los tiempos de paz. Debían ser reguladas por el Congreso de la Unión, y aun cuando su comandante en jefe era el presidente de la república, determinados nombramientos y acciones debían contar con la aprobación del Senado. Los miembros de las fuerzas armadas tenían determinados beneficios vinculados con el desempeño del cargo, así como ciertas limitantes y condiciones sancionatorias. 


 Por otra parte, están los tiempos de guerra, respecto de los cuales conviene hacer precisiones. La primera es que la condición de guerra en sentido estricto es una acción que requiere de tres pasos: la presentación por el presidente de la república de la información pertinente al Congreso de la Unión; la emisión de una ley por parte de este órgano colegiado, y, finalmente, la correspondiente declaración por parte del presidente en su carácter de comandante en jefe del Estado mexicano (Cossío y Rodríguez, 2003). Adicionalmente, hay tres supuestos en los que, a mi juicio, las fuerzas armadas pueden salir de los cuarteles sin violar lo dispuesto en el señalado artículo 129. Uno de ellos es cuando conforme al artículo 29 constitucional se hubieren suspendido las entonces llamadas “garantías individuales”. Dos, cuando el presidente de la república hubiera decidido —desde luego de manera escrita y debidamente fundada y motivada— disponer de ellas para la defensa interior del país (art. 89, frac. VI). Tres, cuando se actualicen los supuestos del artículo 122 constitucional. Fuera de estos casos, creo que no existía posibilidad alguna de exceptuar la tajante determinación del señalado artículo 129 constitucional. 


 Al mencionar las anteriores limitaciones, no me estoy refiriendo, claro está, a la abierta y directa participación política que se dio entre las presidencias de los generales Obregón y Cárdenas. El solo señalamiento de su rango explica bastante las condiciones imperantes hasta ese momento. Lo que, desde el punto de vista constitucional, estoy señalando es otra cosa, y contrasta con los marcos de desempeño institucional de las fuerzas armadas que hemos señalado, en complicidad con los gobiernos en turno. Por ejemplo, la participación de las filas armadas en la llamada guerra cristera, cuando los militares tuvieron guarniciones y cuarteles de abastecimiento dispuestos por el gobierno para efectuar su labor con mayor eficacia, o también la incursión abierta en la política de algunos de los miembros del ejército. Éstos son temas indudables (Navarro, 2014; Villalpando, 2014), aun cuando esta práctica tuviera una tendencia a la baja. Pareciera entonces que el ejército y la armada siempre han existido con funciones destacadas y presencia nacional (González, 1967), así como con una institucionalidad sólida, sustentada y desarrollada en diversos ordenamientos jurídicos (Andrade, 1955; Bermúdez, 2015). 


 Lo que quiero destacar más allá de estas condiciones, diversas vicisitudes y diferentes procesos, es que las fuerzas armadas actuaron dentro de los límites de su mandato constitucional. La todavía incipiente historiografía del tema de aquellos años demuestra que los cambios en materia presupuestal; de organización administrativa o militar —comandancias, regiones, etcétera—; de ampliación de cuerpos, o incluso de nombre —Ejército Nacional por Ejército Mexicano— tuvieron efectos hacia el interior de las fuerzas armadas y no, por decirlo así, con respecto a la sociedad en general o la vida pública en particular.7 
 

 A) Prácticas 


 De acuerdo con algunos especialistas, esas actuaciones limitadas comenzaron a cambiar hacia finales de los años cuarenta. Por ejemplo, Raúl Martínez Manaut considera que las fuerzas armadas —principalmente el ejército— contribuyeron mediante operaciones específicas a mantener la estabilidad del régimen al actuar en conflictos obreros o en las zonas de alta conflictividad, hasta avanzar abiertamente contra el movimiento de 1968 o el enfrentamiento a las guerrillas urbanas o rurales del país (Benítez, 2013; Favela, 2006; 2010). 


 Sin embargo, parece posible sostener que desde mediados de los años setenta se inició una serie de acciones institucionalizadas por parte de las fuerzas armadas que, por lo mismo, comenzó a desbordar los márgenes constitucionales ya señalados que no habían sufrido modificación alguna. En 1966 el presidente Díaz Ordaz dio inicio al “Plan Canador”, a fin de erradicar los cultivos de mariguana y amapola en la confluencia de los estados de Chihuahua, Durango y Sinaloa.8 En el mismo año y como consecuencia del desbordamiento del Río Pánuco, la Secretaría de la Defensa Nacional inició el “Plan de Auxilio a la Población Civil en Casos de Desastre” (“Plan DN-III-E”), así como el de Marina conocido como “Plan Marina”, a fin de actuar en auxilio de la población afectada por cualquier tipo de fenómeno natural. 


 Como ya señalé, a estos hechos discretos y posiblemente reconocidos en aquellos años se sumó desde luego la intervención expresa de las fuerzas armadas en el movimiento del 68. Después de la entrada de las fuerzas armadas a las preparatorias y a las vocacionales el día 30 de julio, el jefe de la Policía Preventiva capitalina (Luis Cueto Ramírez) declaró sin más que “al intervenir el ejército para restablecer el orden subvertido por estudiantes y agitadores profesionales, los elementos de su corporación se retiraban y quedaba la ciudad bajo el control del Instituto Armado” (Rodríguez, 2008). El 28 de agosto el propio ejército tomó las instalaciones de Ciudad Universitaria y el 2 de octubre participó en los hechos de la Plaza de las Tres Culturas. 


 No me atrevo a sugerir que los graves acontecimientos acabados de mencionar fueran una especie de autorización general para que las fuerzas armadas comenzaran a desplegar acciones que difícilmente podían aceptarse dentro del marco del artículo 129 constitucional, aunque lo cierto es que en los años siguientes y de un modo constante comenzaron a participar en actos con una decreciente conexión con la disciplina militar. Un breve recuento de algunos hechos destacados durante los últimos sexenios presidenciales así lo demuestra (Villalpando, 2012; García González, 2012). 


 En el de Luis Echeverría el ejército ejecutó obras para llevar agua, auxiliar de manera creciente a la población y combatir abiertamente a la guerrilla. Por otra parte, a la Armada se le asignó la vigilancia del mar para evitar el contrabando de drogas y de la frontera sur, debido a la inestabilidad política de los estados centroamericanos. 


 Por su parte, durante el periodo de López Portillo en el ejército se creó la Fuerza de Tarea Cóndor para combatir al narcotráfico y se incrementaron las operaciones del Plan DN-III (1977). En la Armada se creó la Policía Marina, que, entre otras, tenía la función de cooperar con otros cuerpos de seguridad (Policía Federal de Seguridad, Policía Judicial Federal y Policía Judicial Militar) para combatir actividades subversivas. 


 Con Miguel de la Madrid, el ejército mantuvo las actividades ya señaladas y transformó la Fuerza de Tarea Cóndor en la Fuerza de Tarea Marte (1987) para operar en los tres estados señalados. La marina, por su parte, coadyuvó en las acciones de combate al narcotráfico en la ruta del Caribe, instrumentó diversos operativos y participó en la captura de importantes narcotraficantes (Ernesto Fonseca, por ejemplo). 


 También en el sexenio de Salinas de Gortari hubo intervenciones más directas del ejército contra la delincuencia organizada (Tlalixcoyan, Veracruz), ocurrió el enfrentamiento directo en contra del Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN), y se autorizó al ejército para realizar diversas operaciones con base en el llamado Programa Nacional para el Control de las Drogas.9 La Armada, a su vez, intensificó sus operaciones en contra del narcotráfico de una manera relevante, ello en conjunción con el ejército y la Procuraduría General de la República.10 


 Finalmente, en el periodo de Ernesto Zedillo no fue diferente; las fuerzas armadas comenzaron a entrenar a las fuerzas de seguridad pública y a fungir como sus mandos;11 llevaron a cabo la vigilancia de diferentes puntos estratégicos; coordinaron las operaciones de los cuerpos de policía federales y locales; se creó la Fuerza de Tarea Azteca (1996) para sustituir lo realizado por su antecesora (“Marte”), con el mando de los comandantes de región militar, y se estableció la Operación Guardián (1998), destacadamente (Mendoza Cortés, 2016). Junto con las otras dos fuerzas del país, la armada participó en la Fuerza de Tarea Arcoíris para contener y cercar al EZLN, en la señalada Fuerza de Tarea Azteca y en la Fuerza de Tarea del Golfo Sur, para proteger las instalaciones de Petróleos Mexicanos (Pemex) y las hidroeléctricas (Rivera, 2012). También, y de manera conjunta, soldados y marinos fueron incorporados al Consejo Nacional de Seguridad Pública con las funciones y las consecuencias que enseguida precisaré. 
 

 B) Arreglos institucionales 


 A lo largo de los años que he analizado, se produjeron numerosas normas jurídicas para sustentar la institucionalidad de las fuerzas armadas. Por ejemplo, en agosto de 1933 se expidió el Código de Justicia Militar que aún sigue en vigor. En cuanto a la organización del ejército y la fuerza aérea, en marzo de 1971 y 1986 se expidieron las correspondientes leyes orgánicas. Por lo que respecta a la armada, en los meses de diciembre de 1984, 1993 y 2002 se promulgaron sendas leyes orgánicas. Además de estas legislaciones medulares, se crearon numerosos ordenamientos por vía de reglamentos, ordenanzas, manuales, etcétera.12 Igualmente, se hicieron diversos arreglos presupuestales, por lo general, con tendencias al alza.13 


 Con independencia de la amplitud de los cambios, no es necesario detallarlos aquí, porque en lo general no modificaron las condiciones de operación de las fuerzas armadas con respecto al marco constitucional que antes expusimos.14 Esta aseveración no implica asumir que las fuerzas armadas actuarán siempre conforme a lo dispuesto por las normas constitucionales o que, para ser más precisos, se ajustarán a sus marcos. Por el contrario, y particularmente desde mediados de los años sesenta, comenzaron a realizar de manera creciente funciones que no guardaban conexión con la disciplina militar. Sin embargo, no se crearon normas jurídicas que formalizaran, por decirlo así, las irregularidades que comenzaban a vivirse.15 


 En el largo periodo que estoy analizando hay una sola y muy importante excepción. Tengo la impresión de que la misma quiso darle legalidad a una práctica, pero, por lo que ahora expondré, abrió una insospechada posibilidad de participación de las fuerzas armadas en tareas ordinarias de seguridad pública. 


 El 11 de diciembre de 1995 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la Ley General que establece las Bases de Coordinación del Sistema Nacional de Seguridad Pública. Su objeto fue instalar las bases de coordinación entre la Federación, los estados, el entonces Distrito Federal y los municipios para la integración y el funcionamiento del Sistema Nacional de Seguridad Pública (art. 1°). Tal coordinación implicaba la integración del propio Sistema; la determinación de las políticas a seguir, su ejecución y seguimiento; la generación de las instituciones de seguridad pública y la formación de sus integrantes, así como tomar medidas y realizar acciones y operativos conjuntos (art. 9). Para efectos de coordinación del Sistema se previó la creación de un consejo nacional, el cual estaba integrado por diversos funcionarios federales y estatales, entre ellos, los secretarios de Defensa y Marina (art. 12). 


 En contra de esta ley, Leonel Godoy Rangel y otros diputados promovieron una acción de inconstitucionalidad a la que correspondió el número 1/96, argumentando, fundamentalmente, lo indebido de la presencia de los dos secretarios de Estado acabados de mencionar en el Consejo del Sistema Nacional de Seguridad Pública. La Suprema Corte de Justicia emitió su decisión el 5 de marzo de 1996 por unanimidad de 11 votos. Esta resolución tiene dos componentes a destacar, en primer lugar, que se haya determinado que la participación señalada no era inconstitucional, lo que en rigor tuvo que ver con el artículo 12 de la Ley; en segundo lugar, y más importante, el de los alcances del marco constitucional mismo. 


 La base del argumento de la Suprema Corte fue la siguiente: 
 



 por el bien de la comunidad a la que se debe otorgar la seguridad pública, debe concluirse que resulta inadmisible constitucionalmente un criterio que propicie la proliferación y fortalecimiento de fenómenos que atenten gravemente contra los integrantes del cuerpo social, así como de cualquier otro que favoreciera la arbitrariedad de los órganos del Estado que, so pretexto de la seguridad pública, pudieran vulnerar las garantías individuales consagradas en el Código Supremo. Por tanto, debe establecerse el equilibrio entre ambos objetivos: defensa plena de las garantías individuales y seguridad pública al servicio de aquéllas. Ello implica el rechazo a interpretaciones ajenas al estudio integral del texto constitucional que se traduzca en mayor inseguridad para los gobernados o en multiplicación de las arbitrariedades de los gobernantes, en detrimento de la esfera de derecho de los gobernados (Semanario Judicial de la Federación, 9ª, tomo XI, 2000). 
 




 Establecido lo anterior, los ministros consideraron que 
 



 al utilizarse la expresión “disciplina militar” no se pretendió determinar que las fuerzas militares sólo pudieran actuar, en tiempos de paz, dentro de sus cuarteles y en tiempos de guerra, perturbación grave de la paz pública o de cualquier situación que ponga a la sociedad en grave peligro o conflicto, fuera de ellos, realizando acciones para superar la situación de emergencia, en los términos de la ley que al efecto se emita. Es constitucionalmente posible que el Ejército, Fuerza Aérea y Armada en tiempos en que no se haya decretado suspensión de garantías, puedan actuar en apoyo de las autoridades civiles en tareas diversas de seguridad pública. Pero ello, de ningún modo pueden hacerlo “por sí y ante sí”, sino que es imprescindible que lo realicen a solicitud expresa, fundada y motivada, de las autoridades civiles y de que en sus labores de apoyo se encuentren subordinados a ellas y, de modo fundamental, al orden jurídico previsto en la Constitución, en las leyes que de ella emanen y en los tratados que estén de acuerdo con la misma, atento a lo previsto en su artículo 133 (Semanario Judicial de la Federación, 9ª, tomo XI, 2000). 
 




 Las condiciones de actuación quedaron establecidas en otra parte de la sentencia. Se dijo que conforme al artículo 89, fracción VI, de la Constitución, el presidente de la República podía utilizar al instituto armado para salvaguardar no sólo la seguridad exterior del país sino también la interior cuando, sin llegar a los supuestos previstos en el artículo 29, “… se produzca una situación que haga temer fundadamente por sus características que, de no enfrentarse de inmediato, sería inminente precipitarse en alguna o todas esas graves situaciones” (Semanario Judicial de la Federación, 9ª, tomo XI, 2000). 


 Debido a lo ambiguo de lo decidido por la Suprema Corte, me parece que ello admite dos interpretaciones o modos de entendimiento (Quintana, 2017). El primero, que llamaré restrictivo, implica que aun cuando el presidente puede hacer uso de las fuerzas armadas a efecto de proteger la seguridad exterior o interior del país con fundamento en la fracción VI del artículo 89 constitucional, tiene que satisfacer las formalidades del artículo 16. Es decir, emitir una orden debidamente fundada y motivada, lo que a su vez se traduce en la exposición integral de la situación que se esté dando y la necesidad de las fuerzas armadas para enfrentarla. De esta manera, si el presidente estimara necesario hacer uso de tales fuerzas, tendría que operar de un modo semejante a como lo haría en la primera etapa del proceso de suspensión de derechos conforme al artículo 29 constitucional. Es decir, explicitar el fenómeno que estime si se está produciendo o se produjo, explicar las razones por las que el mismo debe ser enfrentado por las fuerzas armadas y, finalmente, ordenar la movilización de éstas de manera adecuada y proporcional. 


 La segunda posibilidad de interpretación, a la que denominaré “permisiva”, implicaría que las autoridades militares pueden actuar siempre que lo hagan por requerimiento de las civiles y estén subordinadas al mando de éstas. Bastaría, desde este punto de vista, con satisfacer ambos requisitos para que las acciones de las fuerzas armadas sean consideradas constitucionalmente válidas. En este supuesto no es tan importante saber cuál es la tarea por realizar, dado que el énfasis está puesto en el mando y no en la naturaleza de la operación. 
 

 C) Balance temporal 


 Al concluir el sexenio del presidente Zedillo, la situación jurídica de las fuerzas armadas había cambiado de manera importante. En cuanto a sus operaciones, me parece que la misma era de mayor escala con respecto a la que sus predecesores habían ordenado o permitido. Es verdad que más elementos hacían más cosas, pero a mi parecer ello era conforme a la lógica expansionista que se había venido construyendo de un modo prácticamente continuo (Borjón, 2011). 


 En donde sí hay un cambio apreciable es en las condiciones jurídicas de la participación. Como he señalado, una parte de ello se dio al incluir a autoridades militares en funciones que, al menos en el plano jurídico, habían desempeñado autoridades civiles. La otra cuestión, a mi parecer mucho más delicada, tuvo que ver con el entendimiento que la Suprema Corte —en cualquiera de las dos posibilidades a que hice mención— le dio al marco constitucional de las fuerzas armadas, al resolver la acción de inconstitucionalidad 1 / 96. El resultado neto de esa decisión fue modificar las comprensiones de lo que había sido —así fuera vergonzantemente— la “disciplina militar”. Al ser emitida la decisión sobre la norma suprema del sistema jurídico y estar envuelta la retórica que la soportó en la idea del tribunal constitucional —que había servido como gran justificación para la reforma constitucional del año anterior—, la puerta quedó abierta y sus posibilidades gozaron de gran legitimidad.16 
 

 LAS GUERRAS CONTRA LA DELINCUENCIA 


 En el apartado anterior di cuenta de los acontecimientos dentro de un largo periodo. En éste voy a cambiar la narrativa para referirme por separado a cada uno de los tres sexenios que a mi juicio integran un bloque material y temporal diferenciable. A mi parecer, en efecto, es necesario distinguir con mayor detalle lo acontecido en la presidencia de Vicente Fox, Felipe Calderón y Enrique Peña, pues en cada una de ellas se dieron incrementos cuantitativos y modificaciones jurídicas de tal importancia que su realización debe ser considerada en sí misma y no como parte de una tendencia meramente acumulativa a lo realizado en un momento o periodo previo.17 
 

 A) Periodo de Vicente Fox Quesada 


 Una de las muchas promesas de campaña de Vicente Fox fue la de retirar a las fuerzas armadas de la operación cotidiana y devolverlas a sus cuarteles.18 Sin embargo, al ocupar el cargo para el cual fue electo, el incremento de sus actividades se expandió de manera progresiva con respecto a lo que habían realizado antes, tanto que explicitó el estatus constitucional con el que hasta entonces contaban.19 


 En su muy completo recuento de aquellos años, la investigadora A. P. Mendoza Cortés señala que a partir del año 2000 se incrementaron sustancialmente las operaciones contra el narcotráfico mediante la erradicación y la prevención de la producción, la intercepción del trasiego, la prevención y el control de la demanda y la cooperación internacional. Indica que también aumentaron las operaciones conjuntas entre el ejército y agencias gubernamentales, tales como la Agencia Federal de Investigaciones (sustituta de la Policía Judicial Federal), la Unidad Especializada en Delincuencia Organizada y la también recientemente creada Secretaría de Seguridad Pública y la Procuraduría General de la República, cuyo titular era ya un destacado general. A partir del inicio del operativo denominado México Seguro (2005),20 los militares comenzaron a ocupar los cargos superiores en las agencias de seguridad pública de las entidades federativas y de algunos de los más importantes municipios del país (Mendoza, 2016). A juicio de otro especialista, la razón por la cual el presidente Fox echó mano del ejército de manera tan decidida se debió a la amplia corrupción existente en las corporaciones policiales, lo cual en modo alguno evitó la deserción de los cuerpos de élite del propio ejército y la formación de los cuerpos armados del narcotraficante Osiel Cárdenas, bajo el nombre de los Zetas (Chabat, 2010). 


 El incremento de las operaciones de la armada no fue muy distinto respecto del ejército (Rivera, 2012: 452 y ss). En el Programa Institucional de Desarrollo de la Secretaría de Marina se determinó, desde comienzos del sexenio del presidente Fox, que la misma debía garantizar las condiciones de seguridad de la sociedad, impulsar el desarrollo marítimo nacional, acrecentar la equidad y la igualdad de oportunidades, así como elevar y extender la competitividad del país. En 2001 y como resultado de los ataques del 11 de septiembre, se firmó la Alianza para la Seguridad y Prosperidad de América del Norte, cuyos objetivos más destacados eran desarrollar un enfoque común en materia de seguridad para la región, prevenir y responder a amenazas internas, y aumentar la eficiencia del tránsito seguro y de bajo riesgo a través de las fronteras compartidas.21 En apretada síntesis, la propia armada declaró en los siguientes términos la magnitud de su participación en el periodo que hemos referido: “Al concluir el sexenio, la Armada de México reportaba 19 915 operaciones realizadas en contra del narcotráfico; es decir, un poco más de 5 000 operativos que en el sexenio anterior” (Rivera, 2012: 463). 


 Además de las prácticas realizadas, en esos años se llevaron a cabo algunas modificaciones normativas que legitimaron de un modo importante las posibilidades de actuación de las fuerzas armadas. En importancia, la primera de ellas se dio con motivo de lo dispuesto en la fracción VI del artículo 89 constitucional, relativo a las facultades del presidente de la república. En el texto originario se determinó: “Disponer de la fuerza armada permanente de mar y tierra para la seguridad interior y defensa exterior de la Federación”. A partir de la reforma publicada en el Diario Oficial del 5 de abril de 2004, se estableció: “Preservar la seguridad nacional, en los términos de la ley respectiva, y disponer de la totalidad de la Fuerza Armada permanente o sea del Ejército, de la Armada y de la Fuerza Aérea para la seguridad interior y defensa exterior de la Federación”. Aun cuando el motivo aparente de la reforma fue darle cabida al concepto de “seguridad nacional”, el asunto debe ser considerado con más cuidado por las implicaciones que tuvo. 


 Como consecuencia de la reforma constitucional señalada, en el Diario Oficial de la Federación del 31 de enero de 2005 se publicó la Ley de Seguridad Nacional.22 En el artículo 1 se dispuso que su objeto era establecer las bases de integración y acción coordinada de las instituciones y autoridades encargadas de preservar la Seguridad Nacional, en sus respectivos ámbitos de competencia, y en el 2°, que correspondía al presidente de la república la determinación de la política en la materia y el dictado de los lineamientos para articular las acciones de las dependencias que integrarían el Consejo de Seguridad Nacional. En el artículo 5 se previeron los supuestos de amenaza a la seguridad nacional, destacándose los siguientes: los tendentes a consumar espionaje, sabotaje, terrorismo, rebelión, traición a la patria y genocidio en contra de los Estados Unidos Mexicanos dentro del territorio nacional; la interferencia extranjera en los asuntos nacionales que pueda implicar una afectación al Estado mexicano; los actos que impidan a las autoridades actuar contra la delincuencia organizada; los tendentes a obstaculizar o bloquear operaciones militares o navales contra la delincuencia organizada, y los encaminados a consumar el tráfico ilegal de materiales nucleares, de armas químicas, biológicas y convencionales de destrucción masiva. 


 Para efectos de la operación del sistema, se creó el Consejo de Seguridad Nacional, el cual quedó integrado, entre otros funcionarios, por el titular del Poder Ejecutivo Federal, quien lo presidía, así como por los secretarios de la Defensa Nacional y de Marina (art. 12). Este órgano fue caracterizado como una instancia deliberativa competente para establecer y articular la política en la materia, a fin de integrar y coordinar los esfuerzos orientados a preservar la seguridad nacional; estipular los lineamientos de las políticas generales para la seguridad nacional; crear el programa para la seguridad nacional, la agenda nacional de riesgos y las medidas necesarias para garantizar la seguridad nacional, así como las demás que se establecieran en otras disposiciones o determinara el presidente de la república (art. 14). 


 Si analizamos en conjunto la reforma constitucional de 2004 y la Ley de 2005, resulta que, mediante la segunda, se logró darles cabida a las fuerzas armadas en las tareas de seguridad nacional, básicamente en la forma y los términos ordenados por el presidente de la república. Ello es así porque la reforma constitucional delegó en el legislador ordinario la determinación material de la seguridad nacional, y la ley, a su vez, dispuso que las acciones necesarias para protegerla quedarían previstas en ella y en las decisiones expedidas por el presidente. El resultado final de esta modificación es que de facto y de un modo nuevamente vergonzante, las fuerzas armadas quedaron incorporadas a los cuerpos encargados de proteger y garantizar —en los términos apuntados— la seguridad nacional. 


 Con la decisión anterior, se avanzó en la militarización.23 Con ello se logró ajustar un poco más lo dispuesto en el artículo 129 constitucional por vía legal, que no constitucional. Las fuerzas armadas, de acuerdo con esta solución, no sólo podían participar ya en los casos de suspensión de derechos (art. 29), declaración de guerra (arts. 73 y 89), protección a la seguridad interior y defensa exterior del país (art. 89, VI), además de protección a las entidades federativas (art. 119), sino también en la garantía y la protección de la seguridad nacional.24 
 

 B) Periodo de Felipe Calderón Hinojosa 


 El siguiente periodo por analizar es particularmente interesante. En la narrativa nacional se ha ido creando la idea de que en él, prácticamente ex novo, comenzó la militarización mexicana. Como es ya fácilmente apreciable del recuento rápido que he realizado, el proceso es mucho más antiguo y ya para 2006 estaba bien avanzado. Por lo mismo, es importante saber qué sucedió para la construcción de la imagen que de tales años se tiene. 


 Poco después de ocupar el cargo presidencial en diciembre de 2006, Felipe Calderón inició las llamadas “operaciones de alto impacto” en contra de la delincuencia organizada, al considerarlas un asunto de seguridad nacional, en buena medida por el requerimiento de distintos gobernadores.25 Ello dio lugar a operaciones conjuntas entre las secretarías de Seguridad Pública, Defensa y Marina, a fin de detectar drogas, armas ilegales, automóviles robados, cumplir órdenes de aprehensión, realizar patrullajes y controlar accesos a ciudades y puertos con efectos disuasivos. Particularmente importantes fueron los operativos en Baja California, Durango, Michoacán, Sinaloa y Tamaulipas. Lo cual implicó que hasta 2009 el total de miembros de las fuerzas armadas en el país se incrementara de 9 970 a 45 000. 


 Mendoza Cortés considera que por vez primera se habló de la necesidad de recuperar espacios territoriales (Mendoza, 2016). Fue en ese entonces cuando a la Secretaría de la Defensa Nacional se le asignaron los recursos con que contaban distintas dependencias que llevaran a cabo la erradicación de enervantes. Otro dato para destacar es la creación de fuerzas de apoyo por parte del ejército y la fuerza aérea a las entidades federativas, bajo el concepto de combate integral y permanente, a fin de minar las bases económicas de la delincuencia, inhibir el uso de drogas y sus precursores químicos, así como desmantelar las estructuras delincuenciales. 


 Siguiendo con la tendencia de los años anteriores, los secretarios de Defensa y Marina formaron parte del Consejo Nacional de Seguridad Pública y otros mandos de ambas corporaciones de los órganos locales en la materia. Esto último implicó la transferencia de decisiones a comandantes regionales y locales, descentralizando con ello diversos aspectos de la lucha contra el narcotráfico. En abril de 2007 la Secretaría de la Defensa inició la transferencia de un importante número de efectivos de la policía militar para constituir la recientemente creada Secretaría de Seguridad Pública. Si bien esta última es una corporación civil, desde su origen tuvo una estructura de composición militar.26 


 Por lo que hace específicamente a la armada, se creó la especialidad de inteligencia, la coordinadora de Infantería de Marina y la unidad de Inteligencia Naval (Rivera, 2012: 514 y ss.).27 La armada reconocía que parte del éxito de sus operaciones tenía que ver con la cooperación binacional con Washington, al mantener contacto con su similar estadunidense, el Servicio de Guardacostas, el Comando Norte de los Estados Unidos, la Fuerza de Tarea Inter-agencias y la Flota de las Fuerzas de Comando, organismos con los que se tienen oficiales de enlace de la Marina mexicana de manera permanente. Con base en lo anterior, se reconoció: 
 



 Durante los primeros cinco años de la gestión del presidente Calderón, la Armada de México realizó 57 005 operaciones en contra del narcotráfico. En un análisis comparativo de los tres sexenios, es la mayor cantidad de operativos ejecutados en contra del narcotráfico, ya que, durante el gobierno de Fox, la Armada llevó a cabo 15 174 operativos, y durante el gobierno de Zedillo, 14 670. La suma de los tres sexenios arroja un total de 91 590 operativos realizados hasta finales de 2011 por la Secretaría de Marina-Armada de México en contra del narcotráfico (Rivera, 2012: 528). 
 




 Por su importancia, mención aparte merece el llamado Plan Mérida (febrero de 2007) (Mendoza, 2016), el cual incluyó la entrega de equipo electrónico de inspección y de intercepción de comunicaciones, asesoría técnica y entrenamiento para diversas instituciones (militares, navales, de procuración e impartición de justicia y policiales), equipos de transporte y programas de protección de testigos, destacadamente. Los montos aportados fueron importantes (Benítez, 2013), y buscaban la reducción del poder de los grupos de narcotraficantes mexicanos mediante operaciones realizadas en el territorio nacional. 


 En el plano constitucional hay que señalar que en el Diario Oficial de la Federación del 18 de junio del 2008 se publicaron las reformas y adiciones a diversos preceptos constitucionales, fundamentalmente en materia penal.28 En el artículo 21 se reiteró que la investigación de los delitos correspondería al ministerio público y a las policías que deberían actuar bajo su conducción y mando; que la seguridad pública estaba a cargo de la Federación, el Distrito Federal, los estados y los municipios, y que su naturaleza debía ser de carácter civil, disciplinado y profesional. En la fracción XXIII del artículo 73 constitucional se le confirieron atribuciones al Congreso de la Unión para expedir leyes que establecieran las bases de coordinación entre la federación, el Distrito Federal, los estados y los municipios, así como para establecer y organizar a las instituciones de seguridad pública en materia federal, de conformidad con lo establecido en el artículo 21 constitucional. Mediante reforma publicada en el Diario Oficial del 4 de mayo de 2009, se modificó la fracción XXI del precepto 73 de referencia para que el propio Congreso pudiera establecer los delitos y las faltas contra la Federación; fijar los castigos que por ellos debieran imponerse, y para expedir una ley general en materia de secuestro y legislar en materia de delincuencia organizada. Con independencia de la profundidad de las modificaciones descritas, lo cierto es que en modo alguno se les dio cabida constitucional a las fuerzas armadas en las tareas de seguridad pública. Por ello, el marco normativo de actuación seguía siendo el establecido en los dos sexenios anteriores, incluido lo sostenido por la Suprema Corte en la acción de inconstitucionalidad 1/96. 


 Por lo que respecta a otras normas, tampoco encuentro modificaciones sustantivas al régimen de las fuerzas armadas. Se trató de ajustes a las condiciones ya existentes, pero no tuvieron lugar cambios radicales en relación con las inercias previas.29 En cuanto a la jurisprudencia emitida por los órganos del Poder Judicial de la Federación, no deja de llamar la atención que toda ella se refiera a lo que en ánimo de síntesis llamaré “asuntos internos”. Es decir, cuestiones relacionadas con portación de arma de fuego, sanciones disciplinarias, régimen de seguridad social, ascensos, etcétera. Con base en lo anterior puede decirse que, simultáneamente, se estaba dando una notable ampliación de las operaciones militares y navales, sin cambios sustantivos en la normatividad jurídica (Zárate, 2013). De particular importancia es la falta de declaraciones por parte del presidente de la república para constituir la situación que le permitiera el uso de las fuerzas armadas en términos de la fracción VI del artículo 89 constitucional.30 
 

 C) Periodo de Enrique Peña Nieto 


 En su Informe de Avances sobre el Programa Sectorial de Defensa Nacional 2013-2018 (Secretaría de la Defensa Nacional, 2018), la Secretaría de la Defensa Nacional dio a conocer que, a fin de preservar la integridad, estabilidad, independencia y soberanía del Estado mexicano, mantuvo los convenios de colaboración con 11 empresas estatales para proporcionar seguridad a instalaciones estratégicas. También se realizaron diversas operaciones de erradicación intensiva en cultivos de enervantes y se establecieron dos líneas críticas de contención del territorio nacional llamadas Frontera Norte e Istmo de Tehuantepec —lo cual requirió el despliegue de 75 puestos militares de seguridad en el territorio nacional—, y se mantuvo la operación para proteger la línea sur en las fronteras de Guatemala y Belice. 


 En la memoria documental Contribución a la Seguridad Interior del País (Secretaría de la Defensa Nacional, s. f. b), se informó que se llevó a cabo una intensa colaboración con las autoridades locales, y para desarrollar la meta México en Paz se mantuvieron desplegadas 182 unidades a fin de cubrir con ello el territorio nacional con 30 000 elementos. Adicionalmente, se implementaron 104 operaciones para reducir en los estados la violencia derivada de la delincuencia organizada,31 y a partir de 2014 se desplegaron elementos militares en las áreas con mayor índice delictivo de los estados de Aguascalientes, México, Hidalgo, Guanajuato, Jalisco, Michoacán, Querétaro, Tabasco, Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz y Zacatecas, a fin de inhibir el robo de combustibles.32 


 Al rendir su Informe de Rendición de Cuentas 2012-2018 (Secretaría de Marina, 2018), la Secretaría de Marina sostuvo que durante el periodo 2012-2017 se ejecutaron 101 991 operaciones contra el narcotráfico con una participación promedio mensual de 4 589 elementos, destacados principalmente en los estados de Baja California, Baja California Sur, Campeche, Colima, Guerrero, Jalisco, Michoacán, Nayarit, Oaxaca, Quintana Roo, Sinaloa, Sonora, Tabasco, Tamaulipas, Veracruz y Yucatán. De enero a septiembre de 2018 se ejecutaron 12 098 operaciones contra el narcotráfico, con la participación promedio mensual de 3 967 elementos. Del 1 de diciembre de 2012 al 31 de diciembre de 2017 se llevaron a cabo 43 761 operaciones en coordinación con la Secretaría de la Defensa Nacional, la Policía Federal, la Procuraduría General de la República y con diversos gobiernos de estados costeros y no costeros del país, con una participación promedio mensual de 1 589 elementos navales. En el primer semestre de 2018 fueron realizadas 3 289 operaciones, con una participación promedio mensual de 2 635 elementos navales. 


 Entre 2012 y 2017 se mantuvo un despliegue operativo permanente en 51 instalaciones de empresas productivas del Estado, de las cuales 40 pertenecen a Pemex, 11 a la Comisión Federal de Electricidad (CFE) y una más a la Compañía de Nitrógeno de Cantarell, distribuidas en ambos litorales y en la Sonda de Campeche. Durante la segunda etapa de la rendición de cuentas (primer semestre de 2018) se realizaron 3 881 patrullajes marítimos y terrestres con la participación de un promedio mensual de 1 038 elementos, cuatro buques, cuatro embarcaciones menores y 21 vehículos terrestres. Se informó también que durante los primeros cinco años de gobierno se realizaron acciones de apoyo y auxilio a la población civil en 50 eventos nacionales y 2 eventos internacionales, en los cuales se llevaron a cabo 1 868 operaciones con 47 180 elementos navales y 3 028 unidades operativas, que beneficiaron a 1.3 millones de personas. 


 En el Diario Oficial de la Federación del 8 de octubre de 2013 se publicó una extensa modificación a la fracción XXI del artículo 73, a fin de otorgarle competencias al Congreso de la Unión para expedir “la legislación única en materia procedimental penal, de mecanismos alternativos de solución de controversias y de ejecución de penas que regirá en la República en el orden federal y en el fuero común, fundamentalmente”. No obstante su importancia, como puede verse, no hay una modificación en materia de seguridad pública ni, desde luego, en lo que se refiere a las fuerzas armadas. Por otra parte, en el Diario Oficial del 6 de noviembre 2014 se publicaron diversas reformas y adiciones a la Ley Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea en materia de servicios militares, y en el del 21 de junio de 2018, varias más en materia de justicia militar. Ambas cuestiones son de gran importancia, pero no fueron más allá de la disciplina militar. 


 Por otra parte, en el Diario Oficial del 19 de diciembre de 2016 se publicaron las reformas y adiciones a las leyes Orgánicas de la Administración Pública Federal, de Navegación y Comercio Marítimos y de Puertos. Adicionalmente, el 19 de mayo de 2017 se publicaron por el mismo medio las reformas y adiciones al artículo 30 de las leyes Orgánica de la Administración Pública Federal y Orgánica de la Armada de México, a fin de facultar a la Armada para ejercer funciones de guardia costera en las zonas marinas mexicanas, costas y recintos portuarios. Mediante ellas se le otorgaron competencias para vigilar la seguridad marítima, así como realizar el salvamento en caso de accidentes o incidentes de embarcaciones, y la búsqueda y rescate para salvaguardar la vida humana en la mar y el control de tráfico marítimo; vigilar el vertimiento de desechos y otras materias al mar distintas al de aguas residuales; proteger los puertos; supervisar a la marina mercante y administrar y operar el señalamiento marítimo. Con motivo de estos cambios, en junio de 2017 se traspasaron 103 capitanías de puerto de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes a la de Marina, con la totalidad de sus elementos materiales y humanos (Secretaría de Marina, 2018). 


 Un asunto por demás importante fue lo resuelto por el Pleno de la Suprema Corte el 15 de noviembre de 2018 respecto a la Ley de Seguridad Interior. Para entender este asunto, recordemos que en abril de 2004 se modificó la Constitución, a fin de darle facultades al Congreso de la Unión para “expedir leyes en materia de seguridad nacional, estableciendo los requisitos y límites a las investigaciones correspondientes” (art. 73, frac. XXIX-M). Con base en lo anterior, en el Diario Oficial del 21 de diciembre de 2017 se publicó la Ley de Seguridad Interior, la cual fue impugnada por diversos órganos, dando lugar a la acción de inconstitucionalidad 6 / 2018 y sus acumuladas. Es relevante exponer los argumentos de la mayoría de los ministros, pues seguramente tendrán gran importancia en el modo en que se ejerza el control de constitucionalidad sobre las fuerzas armadas en los años por venir. 


 La Corte consideró que la facultad del Congreso no podía agotarse en una sola ley, sino desarrollarse en varias de ellas y tratar tanto la vertiente interna como la externa de la seguridad nacional, lo cual no implica que sobre todo ello se realice el correspondiente control de constitucionalidad. En el caso concreto, se habló sobre la necesidad de determinar si la disposición de las fuerzas armadas en tiempos de paz se violó al incorporar el concepto de seguridad interior dentro del concepto de seguridad nacional. Al efecto se mencionó que la ley impugnada distingue entre las funciones de seguridad interior y las de seguridad pública, dependiendo exclusivamente de la autoridad que las lleva a cabo, de manera tal que la actividad que realizan las fuerzas armadas es de seguridad nacional, y de seguridad pública la que realizan las autoridades civiles. Al respecto se concluyó que la manera en la que la Ley de Seguridad Interior quedó confeccionada implicaba “un fraude a la Constitución ya que permite la participación regular de las fuerzas armadas en la función de garantizar la seguridad pública, la cual solamente puede ser realizada por autoridades civiles, tal como lo indica el párrafo décimo del artículo 21 de la Constitución”. Ello, en concreto, porque tal ordenamiento sistematiza la participación permanente de las fuerzas armadas en tareas propias de las entidades federativas y municipios, que no puede ser otra que la seguridad pública, de ahí que se concluyera que “la ley es inconstitucional ya que se excede y convierte en concurrente a una competencia que solamente pertenece a la Federación”. 


 En adición a lo anterior, la mayoría sostuvo que la inconstitucionalidad de la ley debía llevar a concluir que las fuerzas armadas estuvieran “vedadas de ejercer funciones relacionadas con la seguridad pública”, siempre que la misma fuere 
 



 Extraordinaria, de manera que toda intervención resulte excepcional, temporal y restringida a lo estrictamente necesario en las circunstancias del caso; b) Subordinada y complementaria a las labores de los cuerpos de seguridad civiles; c) regulada, mediante mecanismos legales y protocolos sobre el uso de la fuerza, bajo los principios de excepcionalidad, proporcionalidad y absoluta necesidad, y d) fiscalizada, por órganos civiles competentes e independientes. 
 




 Como puede verse, la mayoría de los ministros reiteró los criterios asumidos por sus antecesores al resolver la acción de inconstitucionalidad 1/96.33 En el futuro, a mi parecer desafortunadamente las posibilidades de participación de las fuerzas armadas seguirán gravitando en ese criterio. 
 

 D) Balance al 2018 


 Al referirse a este periodo, el profesor Moloeznik señaló lo siguiente: 
 



 Recapitulando, a lo largo del actual mandato a cargo de Peña Nieto, se verifica una situación de carácter inercial en el ámbito de las fuerzas armadas, ya que se mantiene la amplitud de sus misiones, se pone el acento en la seguridad interior —aunque no se encuentra definida ante la ausencia de una ley reglamentaria—, continúa el proceso de militarización de la seguridad pública y el desarrollo del componente de inteligencia de los institutos armados en los que no queda claro el límite entre la seguridad nacional y la seguridad pública y, por ende, su frontera competencial y actuaciones (Moloeznik, 2017). 
 




 Como la cita anterior lo expone, la presencia de las fuerzas armadas en el país presentó una situación incremental a finales de 2018. Desde mediados de los años sesenta y de a poco —y como he insistido en este capítulo, de manera un tanto vergonzante—, los distintos gobiernos, con independencia de sus posiciones políticas, sus discursos renovadores u otros factores políticos e ideológicos semejantes, fueron incrementando la presencia de las fuerzas armadas. Es verdad que en todo ello se dio una disociación entre, por una parte, el tema de las acciones que crecientemente se realizaban y, por otra, los cambios jurídicos mediante los cuales trató de sustentarse la creciente actividad o acción militar. Sin embargo, finalmente unos y otros concurrieron para que al terminar el sexenio del presidente Peña Nieto tuviéramos desplegadas en prácticamente todo el territorio nacional, en los mares territoriales y en nuestras fronteras a las fuerzas armadas; para que sus miembros, en activo o en retiro, formaran parte de los cuerpos de seguridad pública, seguridad interior o seguridad nacional. No siempre las normas jurídicas sirvieron para representar estas acciones. En muchas ocasiones, más bien las encubrieron. Lo cierto es que al finalizar el periodo de referencia tenían una grande y extendida presencia en una cantidad también creciente de actividades no sólo vinculadas ya con la seguridad, sino con acciones estrictamente civiles, en todo el país. 
 

 LA MILITARIZACIÓN ACTUAL 


 Hasta aquí, en el desarrollo de este trabajo de manera diferenciada he utilizado diversas fuentes de información. Esto, desde luego, no como un capricho, sino atendiendo a su confiabilidad y accesibilidad. En la primera parte utilicé las publicaciones que distintos colegas han elaborado a lo largo de los años; en la segunda, relativa a los periodos de los presidentes Fox a Peña Nieto, migré en parte hacia las fuentes oficiales, no porque necesariamente crea en ellas, sino porque hasta el momento no se ha producido una exposición depurada de lo que en esos años aconteció. En el periodo del actual gobierno de López Obrador acontece algo particular que hace necesario un ajuste con las fuentes utilizadas. 


 Por una parte, es verdad que el presidente aporta mucha comunicación cotidiana, pero, simultáneamente, oculta datos importantes sobre su gestión. Lo mismo sucede con los órganos de la administración pública que están a su cargo en la materia que aquí nos interesa, tales como las secretarías de la Defensa Nacional o de Marina. Por este motivo, en lo que sigue no realizaré un análisis particularizado de las operaciones que la armada o el ejército están llevando a cabo en este momento, salvo en los casos notorios y bien conocidos por todos. De esta manera me concentraré, primordialmente, en los cambios jurídicos llevados a cabo a efecto de establecer qué es lo que él ha promovido o tolerado —en este caso mediante el no ejercicio del veto, por ejemplo— respecto de las fuerzas armadas, dado que el propósito de este capítulo es tratar de señalar cuáles son los efectos que en el futuro se producirán a partir de la política de militarización que este gobierno no sólo ha ejercido, sino también, a mi parecer, extremado. Al respecto, creo que basta con tener una idea general acerca del mantenimiento de las operaciones militares y navales que he mencionado con anterioridad o, en su defecto y mucho más probablemente, de su incremento, para, junto con los cambios jurídicos, tener una idea de hacia dónde se dirigen o pueden dirigirse la acción y los efectos de la inserción de las fuerzas armadas en la vida civil nacional. 


 Al rendirse los informes correspondientes a los periodos 2018-2019 y 2019-2020, la Secretaría de la Defensa Nacional (2019; 2020) informó que se llevaron a cabo “coordinaciones regionales” con las finalidades de proteger el territorio nacional y de establecer la paz y mantener el orden público, con el despliegue de 182 unidades, con un promedio mensual de 52 070 efectivos. Por otro lado, se informó que el presidente instruyó a la Secretaría para proteger los ductos de Pemex mediante un sistema de aeronaves pilotadas a distancia, y se siguió prestando seguridad a instalaciones estratégicas de la CFE, el Servicio de Administración Tributaria, la Comisión Nacional del Agua, el Centro Nacional de Control de Gas Natural, Caminos y Puentes Federales, el Instituto Nacional de Investigaciones Nucleares y el de Aeropuertos y Servicios Auxiliares. En cuanto al combate al narcotráfico, se señaló que el secretario de la Defensa participó en el gabinete de seguridad nacional y diversos mandos lo hicieron en los consejos de seguridad estatales. En la parte relacionada con la seguridad interior se detallaron las operaciones en las que el ejército participó y los aseguramientos realizados, así como su participación en la aplicación de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos. En otra parte se detallan las operaciones en las cuales participó el ejército en ejecución del Plan DN-III, en especial con el covid-19. Mención aparte merecen los señalamientos del informe en cuanto a la colaboración del ejército en la conformación de la Guardia Nacional mediante el traslado de personal y el adiestramiento de quienes habrían de ocupar las nuevas plazas. Se informa también de las obras y las operaciones civiles que el ejército estaba realizando, tales como el plan de transporte terrestre de combustible, la construcción del aeropuerto de Santa Lucía, los programas Jóvenes Construyendo Futuro y Sembrando Vida, el proyecto Santa Fe, el apoyo al Banco del Bienestar o la distribución de libros de texto en distintas regiones del país. 


 Por lo que respecta a la Secretaría de Marina, en los informes de 2018-2019 y 2020-2021 (Secretaría de Marina, 2018; 2019) se detallan las actividades que la armada, en colaboración con el Instituto Nacional de Migración y otras dependencias, realizó respecto de las caravanas de personas migrantes que pretendían ingresar a nuestro país y de las acciones para preservar las fronteras de México y Guatemala. Por otro lado, se relata el apoyo a Pemex para la protección de sus instalaciones y la realización de diversas operaciones en materia de seguridad mediante el trabajo de un promedio mensual de 4 482 elementos navales, que dieron como resultado el aseguramiento de armas e importantes cargamentos de droga. También se da cuenta de la protección realizada a las instalaciones estratégicas de la Comisión Federal de Electricidad y la Compañía Nitrógeno Cantarell, de las operaciones para la sustentabilidad en el norte del alto Golfo de California, del combate a la pesca ilegal o furtiva, de la protección de las tortugas marinas, del apoyo al sector turístico mediante la escolta a diversos cruceros, de la aplicación del Plan Marina a la población civil y del combate a los incendios forestales, destacadamente. 


 Como se desprende de la breve síntesis acabada de hacer, en realidad no existe una importante modificación cuantitativa en las operaciones que las fuerzas armadas realizaron en los dos años del periodo del presidente López Obrador con respecto a las que habían desempeñado en sexenios anteriores. Por lo mismo, si el cambio fundamental no se encuentra en la realización de las actividades sino, en el mejor de los casos, en el tamaño del despliegue o en la realización de las mismas que antes no se habían llevado a cabo (construcción de grandes proyectos públicos, por ejemplo), debemos considerar lo que ha sucedido en el plano normativo. 


 En lo que se refiere a las reformas constitucionales, hay una que debemos considerar con cierto detalle.34 Ésta es la publicada en el Diario Oficial de la Federación del 26 de marzo de 2019, dado que dio lugar a la nueva Guardia Nacional —y a otras cuestiones relacionadas con la seguridad pública—.35 En el artículo 21 se estableció que la federación contaría con una institución policial de carácter civil denominada Guardia Nacional, cuyos fines son la coordinación y colaboración con las entidades federativas y municipios y la salvaguarda de los bienes y recursos de la nación. 


 En los aspectos competenciales de este cuerpo, se le otorgaron facultades al Congreso de la Unión para expedir las leyes base de coordinación entre la federación, las entidades federativas y los municipios para la organización de la Guardia Nacional y las demás instituciones de seguridad pública en materia federal, de conformidad con lo establecido en el artículo 21 constitucional (art. 73, frac. XXIII). Al Senado, para analizar y aprobar el informe anual que el Ejecutivo Federal le presente sobre las actividades de la Guardia Nacional (art. 76, IV) y analizar y aprobar la estrategia nacional de seguridad pública (art. 76, frac. XI). Y al presidente de la república, para disponer de la propia Guardia Nacional (art. 89, frac. VII). 


 Uno de los aspectos más importantes de la reforma es que en el artículo segundo transitorio se dispuso que la mencionada Guardia Nacional se constituiría con los elementos de la Policía Federal, la Policía Militar y la Policía Naval determinados en acuerdos de carácter general por el presidente de la república, debiendo recaer la titularidad de los integrantes de la instancia de coordinación operativa interinstitucionales en representantes de las secretarías del ramo de seguridad, de la Defensa Nacional y de Marina. En el artículo tercero transitorio, por su parte, se estableció que los elementos de las policías Militar y Naval, así como otros elementos de mando y servicios de apoyo de la Fuerza Armada permanente que fueren asignados a la Guardia Nacional conservarían su rango y prestaciones; que la ley les garantizaría que al ser reasignados se les respetarían los derechos con que contaba en el momento de haber sido asignados, y que se les reconocería el tiempo de servicio en la misma Guardia para efectos de su antigüedad. 


 En el artículo quinto transitorio se estableció una condición directamente vinculada con las fuerzas armadas: 
 



 Quinto. Durante los cinco años siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto, en tanto la Guardia Nacional desarrolla su estructura, capacidades e implantación territorial, el Presidente de la República podrá disponer de la Fuerza Armada permanente en tareas de seguridad pública de manera extraordinaria, regulada, fiscalizada, subordinada y complementaria.36 
 




 La facultad conferida en este artículo transitorio al presidente de la república fue ejercida por él mediante el acuerdo que se publicó en el Diario Oficial de la Federación del 11 de mayo de 2020. En el mismo se dispuso: 
 



 PRIMERO. Se ordena a la Fuerza Armada permanente a participar de manera extraordinaria, regulada, fiscalizada, subordinada y complementaria con la Guardia Nacional en las funciones de seguridad pública a cargo de esta última, durante el tiempo en que dicha institución policial desarrolla su estructura, capacidades e implantación territorial, sin que dicha participación exceda de cinco años contados a partir de la entrada en vigor del Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Guardia Nacional, publicado el 26 de marzo de 2019, en el Diario Oficial de la Federación. 
 


 SEGUNDO. La Fuerza Armada permanente, en el apoyo en el desempeño de las tareas de seguridad pública a que se refiere el presente Acuerdo, realizará las funciones que se le asignen conforme a las atribuciones que prevén las fracciones I, II, IX, X, XIII, XIV, XV, XVI, XXV, XXVII, XXVIII y XXXIV del artículo 9 de la Ley de la Guardia Nacional. 
 


 TERCERO. En el apoyo en el desempeño de las tareas de seguridad pública, la Fuerza Armada permanente se regirá en todo momento por la estricta observancia y respeto a los derechos humanos, en términos del artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y observará la Ley Nacional Sobre el Uso de la Fuerza y demás ordenamientos en la materia. 
 


 CUARTO. Se instruye al Secretario de Seguridad y Protección Ciudadana para coordinarse con los secretarios de la Defensa Nacional y de Marina para definir la forma en que las actividades de la Fuerza Armada permanente complementarán la función de la Guardia Nacional. 
 


 QUINTO. Las tareas que realice la Fuerza Armada permanente en cumplimiento del presente instrumento, estarán bajo la supervisión y control del órgano interno de control de la dependencia que corresponda. 
 




 Con independencia de los muchos problemas técnicos y de constitucionalidad del acuerdo,37 lo cierto es que permitió que las fuerzas armadas realizaran directamente funciones de seguridad pública. Al actuar tomándolo como base, no pueden estar cumpliendo funciones auxiliares respecto de una Guardia Nacional que no existe, sino que precisamente por no existir ésta y por estar en formación, soldados y marinos asumen la realización plena de las tareas de seguridad que, deseablemente, el cuerpo de nueva creación habrá de llegar a cumplir algún día. 


 A diferencia de lo acontecido en otros momentos de la historia de las fuerzas armadas, con el acuerdo señalado se hizo una diferenciación importante. El ejército y la armada no están ya actuando en apoyo o refuerzo de las instituciones de seguridad, sino que están actuando como institución de esta naturaleza en sí misma considerada. La diferencia ya no es sólo cuantitativa. No es sólo un tema del número de operaciones realizadas, sino que es un tema cualitativo. Un cambio de fondo por la calidad del artículo transitorio que sirve de fundamento al acuerdo y que automatiza la operación de las fuerzas armadas mismas. 


 Si consideramos ahora los cambios legales habidos en el periodo del presidente López Obrador, me parece que se refrenda el establecimiento de las nuevas condiciones de operación material, por decirlo así, tanto del ejército como de la armada. 


 En lo que va del periodo presidencial de López Obrador se han publicado reformas o emitido leyes que refuerzan o sustentan la nueva posición de las fuerzas armadas. En lo que respecta a la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, en el Diario Oficial de la Federación del 7 de diciembre de 2020 aparecieron publicadas las adiciones al artículo 30, relativo a las atribuciones de la Secretaría de Marina.38 Entre ellas destaco que se facultó a ésta para ejercer la autoridad marítima nacional en las zonas marinas mexicanas, costas, puertos, recintos portuarios, terminales marinas e instalaciones portuarias nacionales; regular las comunicaciones y transportes por agua, así como formular y conducir las políticas y programas para su desarrollo, según las necesidades del país; dirigir la educación náutica mercante; regular, promover y organizar a la marina mercante, así como establecer los requisitos que deba satisfacer su personal técnico y conceder las licencias y autorizaciones respectivas; construir, reconstruir y conservar las obras marítimas, portuarias y de dragado que requiera el país y, en su caso, autorizarlas cuando sobrepasen sus capacidades técnicas y operativas; adjudicar y otorgar contratos, concesiones y permisos para el establecimiento y la explotación de servicios relacionados con las comunicaciones y transportes por agua con embarcaciones o artefactos navales; coordinar en los puertos marítimos y fluviales las actividades y servicios marítimos y portuarios, los medios de transporte que operen en ellos y los servicios principales, auxiliares y conexos de las vías generales de comunicación para su eficiente operación y funcionamiento; administrar los puertos centralizados y coordinar los de la administración paraestatal, y otorgar concesiones y permisos para la ocupación de las zonas federales dentro de los recintos portuarios; fijar las normas técnicas del funcionamiento y la operación de los servicios públicos de comunicaciones y transportes por agua y las tarifas para el cobro de los mismos; otorgar concesiones y permisos y fijar las tarifas y reglas de aplicación de todas las maniobras y servicios marítimos, portuarios, auxiliares y conexos relacionados con las comunicaciones y transportes por agua, además de participar con la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en el establecimiento de las tarifas de los servicios que presta la Administración Pública Federal de comunicaciones y transportes por agua. 


 En lo que se refiere al ejército, en el Diario Oficial de la Federación del 11 de enero de 2021 se publicaron las modificaciones al artículo 29 de la propia Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, a fin de que la Secretaría de la Defensa preste los servicios civiles que señale el presidente de la república. 


 Por otra parte, y como resultado de las reformas constitucionales de marzo de 2019, en el Diario Oficial de la Federación del 27 de mayo de 2019 se expidieron cuatro nuevas leyes en materia de seguridad pública que, indudablemente, afectaron las competencias de las fuerzas armadas. La primera de ellas fue la Ley Nacional del Registro de Detenciones, en cuyo artículo quinto transitorio se estableció que la fuerza armada permanente que realizare tareas de seguridad pública debería observar lo dispuesto en ella. 


 La segunda es la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, en cuyo artículo 23 se dispuso que la Conferencia Nacional de Procuración de Justicia estaría integrada por las personas titulares de las instituciones de procuración de justicia de la federación y de las entidades federativas, y en el precepto 24 que la persona titular de la Fiscalía General de Justicia Militar sería invitada permanentemente a ella. 


 La tercera es la Ley de la Guardia Nacional, en cuyo artículo 39 se estableció que la profesionalización de su personal se realizaría, entre otras, con las instituciones de educación militar y naval y los centros de adiestramiento de las fuerzas armadas. Además, en el precepto 86 se dispuso que la Coordinación Operativa Inter-institucional sería un órgano de carácter permanente integrado por representantes de las secretarías de Seguridad y Protección Ciudadana, Defensa Nacional y Marina. 


 Finalmente, la Ley de Uso de la Fuerza prevé, respecto de las fuerzas armadas, que la misma será aplicable a la fuerza armada permanente cuando actúe en tareas de seguridad pública. Derivado de lo anterior, cuando se lleven a cabo esas tareas por el ejército o la armada, en términos del acuerdo emitido por López Obrador en mayo de 2020, soldados y marinos deberán atender a las condiciones del armamento mencionadas en la propia ley; seguir los principios de uso de la fuerza —absoluta necesidad, legalidad, prevención, proporcionalidad y rendición de cuentas—; proceder de manera ascendente —persuasión, restricción, sujeción, inmovilización, incapacitación, lesión grave y muerte—; utilizar ciertos instrumentos y no sus materiales de guerra ordinarios; planear los operativos de determinadas maneras; rendir cuentas específicas por ellos, y someterse a un régimen particular de responsabilidades que, desde luego, no tiene que ver con el propio de la disciplina militar o el fuero de guerra. 


 Por último, respecto de la jurisprudencia, es importante destacar que la Suprema Corte de Justicia de la Nación no ha emitido ninguna resolución relevante en la materia durante el periodo del presidente López Obrador. Ello, a pesar de los importantes asuntos que se encuentran pendientes de resolver.39 Los demás tribunales federales han expedido diversas resoluciones, básicamente en las materias relacionadas con el régimen interno de las fuerzas armadas a que ya antes aludí —pensiones, justicia militar, fuero, retiros, etcétera—. 


 A manera de conclusión de lo que acabo de señalar en este capítulo, me parece que en los dos primeros años del gobierno del presidente López Obrador se han dado dos cambios generales de gran importancia. El primero, que las fuerzas armadas han incrementado sus operaciones en materia de seguridad pública, construcción de obras o intervención social en general, con respecto a lo que aconteció en los sexenios anteriores, especialmente el del presidente Peña Nieto. Así, no se puede decir con seriedad que López Obrador haya iniciado el proceso de militarización ni, desde luego, que lo haya hecho de una forma distinta a sus antecesores. Desde hace varios periodos presidenciales y por diversas razones, ha habido incrementos cuantitativos constantes. López Obrador única y exclusivamente incrementó y abrió un tipo distinto de acciones a la presencia militar. 


 Por otra parte, sin embargo, en lo que va del sexenio del presidente López Obrador se han producido cambios normativos que, desde mi punto de vista, van a configurar de manera distinta la presencia de las fuerzas armadas en nuestro país. Por una parte, se autorizó mediante el acuerdo de mayo de 2020 que realicen de manera directa acciones de seguridad pública. Esto no se había dado en ningún sexenio anterior, porque, así sea de un modo vergonzante o cuidadoso, según quiera verse, las fuerzas armadas participaban en conjunción con las fuerzas civiles. A partir de mayo de 2020, por el contrario, esas fuerzas cuentan con posibilidades propias de actuación, más allá de las condiciones que pretenden existir con el correspondiente sistema nacional de coordinación. En segundo lugar, me parece que los cambios para otorgarle a la armada de México una participación directa en lo relativo a los puertos y a la marina mercante constituyen una decisión muy distinta en términos cualitativos respecto a lo que con anterioridad habíamos visto. Basta leer el nuevo artículo 30 de la Ley Orgánica de la Administración Pública para percatarse de las tareas que está realizando o realizará la armada. En tercer lugar, me parece que la modificación al artículo 29 de la misma Ley Orgánica conlleva un cambio de gran importancia, porque el ejército está obligado a desarrollar todos aquellos trabajos civiles que el presidente de la república le encomiende. Este cambio significa que se ha borrado la frontera entre las acciones vinculadas con la disciplina militar y las acciones civiles definidas exclusivamente por el presidente de la república. Ello, sin duda, es una enorme contribución personal al proceso de militarización que el país está viviendo desde hace años.40 
 

 LA MILITARIZACIÓN EN EL PORVENIR 


 Con toda la información que hasta aquí hemos acumulado, es posible abordar la parte final de este estudio. Esto es, tratar de identificar los efectos que la militarización presente habrá de producir en diversos aspectos de la vida nacional. Como es evidente, ni yo ni nadie podemos saber a ciencia cierta qué es lo que el futuro nos depara, sobre todo tratándose de una materia compuesta de tantas, tan variadas y tan complejas partes. Sin embargo, que dificultades como las apuntadas estén presentes no conlleva la imposibilidad de hacer algunas predicciones sobre si los elementos se mantendrán constantes (ceteris paribus) o si se actualizarán algunos cambios en la actual dinámica de militarización que en el país estamos asistiendo. 


 Como hemos visto, lo que actualmente sucede con las fuerzas armadas puede concentrarse en dos ejes. El primero, relativo a su participación en un amplio espectro de actividades que tienen que ver con la seguridad en el país, ello mediante el despliegue de cuerpos armados, la confrontación de los grupos delincuenciales, la detención y traslado de delincuentes, la integración de órganos federales y locales, la protección de instalaciones y personas o la realización de tareas de inteligencia, destacadamente. El segundo, relacionado con la realización de diversas tareas que, en principio, podrían ser consideradas propias de las autoridades civiles, tales como la construcción de obras o la asignación de bienes y servicios. 


 Es importante hacer notar desde ahora que, con independencia del eje que se esté desarrollando —militar o civil—, la actuación de las fuerzas armadas se actualiza en condiciones diferentes a las del resto del servicio civil de nuestro país. Al estar justificada su intervención en criterios de necesidad, no sólo su operación misma sino también todo aquello que la rodea acaba por tender un halo de extraordinario. Es decir, al ser lo propio de las fuerzas armadas el sigilo y la emergencia, todo en torno a ellas acaba por tener una situación semejante. Mientras para cualquier institución pública se exigen pasos, información o compromisos, para los soldados existen excepciones y posibilidades diferenciadas. A nadie escapa que, más allá de las particularidades de las actividades que ya despliegan, cada una de ellas requiere de una gran cantidad de insumos. Sin embargo y en la lógica señalada respecto de las fuerzas armadas, se adquieren y distribuyen mediante procedimientos específicos. Igualmente, y por lo mismo, la información sobre ellas está sometida a reglas distintas a las del servicio civil ordinario. 


 Esta explicación preliminar tiene sentido para advertir que la afectación al futuro nacional por parte de las fuerzas armadas no sólo tiene que ver con la materia estrictamente militar y los efectos directos que desde ella puedan darse, sino también con los aspectos indirectos relacionados con aquélla. Es decir, que además de lo que la acción militar produzca en términos de violencia en los enfrentamientos y la protección de los derechos humanos, debemos considerar también lo que llegue a producir en materia de transparencia o protección de datos, por ejemplo. Como el rango de posibilidades de impacto futuro se abre considerablemente al aludir a estos dos aspectos de la cuestión, conviene tratar de ordenarlos a partir de algunas categorías básicas. Por razones de espacio, sin embargo, no abordaré todas las posibilidades que a mi parecer pueden darse, sino que me concentraré, a manera de demostración, en algunas de ellas. 
 

 A) Constitucionales 


 Por jerarquía y por impacto, comienzo preguntándome por algunos de los factores constitucionales que en el futuro podrían quedar comprometidos por la militarización que en el país estamos viviendo. El primer tema para considerar es el relativo a los derechos humanos. Las violaciones hasta hoy cometidas son fácilmente identificables, tanto por las denuncias acumuladas en la Comisión Nacional de los Derechos Humanos como por los informes de diversas organizaciones no gubernamentales y los de las propias fuerzas armadas.41 Frente a ello, ¿qué resultados pueden esperarse a futuro si los despliegues se mantienen como hasta ahora o, como es previsible, se incrementan en el tiempo? 


 La respuesta me parece obvia, debido a las condiciones en las que se está enfrentando a los grupos delictivos: mediante operaciones de recuperación de territorios, soldados y marinos atacan o repelen agresiones sin contar con protocolos de uso de fuerza ni instrucciones claras de actuación. Por lo mismo, es previsible que los ya reportados niveles de letalidad aumenten todavía más y que las violaciones a los derechos humanos se incrementen en forma de detenciones arbitrarias y torturas. También es posible que el incremento de operaciones y combates posibilite ejecuciones y desapariciones forzadas. 


 Este mal escenario puede tener, a su vez, dos efectos. Por una parte y de manera por demás evidente, el deterioro de los derechos humanos de quienes sean considerados objetivos por parte de las fuerzas armadas. Otro, menos evidente, el de los derechos de la población en general, como consecuencia de la relajación de los estándares constitucionales, a fin de salvaguardar las condiciones de actuación de las propias fuerzas armadas. Es decir, si en el país se sostiene el actuar de los integrantes de éstas, es altamente posible que los diversos órganos de gobierno —los judiciales incluidos—terminen por admitir como no graves —o al menos como “no tan graves”— ciertas maneras de actuación frente a los delincuentes. Ello mismo puede afectar al modo en que se conciben los derechos humanos no ya sólo de éstos, sino comprometer los de la población en general. Al respecto, piénsese en que, si las maneras de detención de presuntos delincuentes o la validez de las pruebas obtenidas se justifican para otorgarles ciertas ventajas a las fuerzas armadas en sus operaciones, es altamente probable que en sucesivos juicios ello se extienda a las actuaciones policiales en general. De esta manera, con el tiempo resultará que aquello que comenzó siendo una excepción aparentemente dirigida y supuestamente controlada terminará por ser la regla general.42 


 Algo semejante a lo que acabo de mencionar puede suceder en otras materias constitucionales. Primeramente, enumero las más evidentes. La extensión del fuero militar a efecto de proteger a quienes cotidianamente realizan operaciones militares (art. 13); el quebrantamiento de las reglas de máxima transparencia en materia de acceso a la información (art. 6); la difuminación de las líneas de diferenciación entre quienes investigan los delitos y quienes llevan a cabo las detenciones (art. 21), o la excepcionalidad de las reglas de disposición de los recursos públicos (art. 134), por ejemplo. 


 En adición a lo anterior, hay otros elementos constitucionales que de manera menos evidente pueden quedar comprometidos. Aludo a uno solo de ellos. ¿De qué manera puede resultar afectado el sistema federal por la militarización que actualmente está aconteciendo? La respuesta inicial pareciera ser negativa, puesto que el sistema federal es una composición de competencias distribuidas entre distintos órdenes jurídicos —federal, estatales, de la Ciudad de México y municipales—. Salvo que se haga una reforma jurídica, la asignación de tareas a las fuerzas difícilmente podría modificar la estructura federal vigente. Sin embargo, ¿qué sucede si, como ya acontece, el cumplimiento de ciertas funciones federales queda por completo encomendado a ellas? Por ejemplo, ¿qué pasa si las cargas que en materia de seguridad tiene la Federación se le asignan al ejército o la marina? Me parece que las relaciones entre los gobiernos locales y las fuerzas armadas se darán en condiciones muy asimétricas, por lo que se refiere tanto al mando de las operaciones en los estados como a las condiciones de presencia y a las posibilidades de interacción. A las ya de por sí graves distorsiones que el sistema federal enfrenta en materia de seguridad43 habría que agregar la asignación predominante de recursos y el mando en las fuerzas federales en lo concerniente a las operaciones locales. 
 

 B) De seguridad 


 Por ser una materia con la particular presencia de las fuerzas armadas, trataré por separado el tema de seguridad nacional, con independencia de que el mismo pueda tener cabida en varios de los apartados de este capítulo. 


 Parece una verdad evidente que la participación de las fuerzas armadas en tareas de seguridad pública se ha debido a varios factores, uno de ellos la incapacidad o la corrupción de las fuerzas policiales federales y locales. Partiendo de esa premisa —estrictamente verdadera o exagerada—, lo cierto es que la presencia de las fuerzas armadas ha producido efectos sobre tales cuerpos civiles, muchos de los cuales están dando lugar a círculos viciosos. Los requerimientos para la mayor presencia del ejército y la marina están llevando a la creciente asignación de recursos presupuestales.44 Con ello, se le están exigiendo más tareas y por lo mismo dotándosele de nuevos recursos, etcétera. La mayor presencia del ejército y la marina hace suponer la falta de necesidad —o al menos la necesaria subordinación de los cuerpos policiales— y, por lo mismo, la posibilidad de disminuir sus funciones y sus recursos. Con esos elementos materiales e ideológicos en circulación, es bastante claro que la apuesta por la militarización crece y la que se debiera estar haciendo por las policías disminuye. Lo que en el futuro me parece que habrá de incrementarse es, primero, la idea de la indispensabilidad de las fuerzas armadas y, con ello, de su modelo de actuación evidentemente militar. Si es así, resulta fácil suponer la creciente asignación de recursos a soldados y marinos. También la disminución de los que ya de por sí magramente se les dan a los policías. 


 Si, efectivamente, éste es un escenario posible derivado de la militarización de la seguridad, ¿qué efectos tendrá en nuestro futuro? Me parece que nos quedaremos sin el cumplimiento de algunas o de muchas de las funciones que suelen asignarse a las policías: mantener la tranquilidad y el orden públicos en la sociedad; proteger y respetar los derechos y libertades fundamentales de la persona; prevenir y combatir la delincuencia; detectar los delitos y proporcionar asistencia y servicios al público (Oficina de las Naciones Unidas contra el Delito y las Drogas, 2010). Ello, debido a la suposición o, al menos, la aceptación inconsciente de que el combate a la delincuencia tiene que ser frontal y mediante la fuerza, y que, por lo mismo, el resto de las tareas de seguridad debe quedar subordinado a tales objetivos. 


 Lo que estoy tratando de señalar es que la persistencia de la militarización de la seguridad nos ha llevado —y nos puede precipitar aún más— a considerar que la seguridad estará garantizada en la medida en que haya más fuerza de confrontación y sus elementos tengan mejor armamento y mejores posibilidades de combate. Ello, con independencia de sus problemas intrínsecos, acarrea suponer que es factible menguar la presencia y las posibilidades de las policías. 


 Si estoy en lo correcto en esta predicción, la ciudadanía ordinaria, por decirlo así, se quedará sin policía o, en el mejor de los casos, tendrá una pobre policía, mientras que la delincuencia organizada —en cualquiera de sus actividades— habrá de enfrentarse con cuerpos crecientemente armados y empoderados. Esta situación llevará a que la primera asuma la necesidad de hacer lo propio, dando lugar a una escalada de graves consecuencias. Es en este punto donde cobra importancia la condición de despliegue de las fuerzas armadas dada a través del acuerdo del presidente López Obrador de mayo del 2020, así como la génesis y la operación militar de la Guardia Nacional. Lejos de darles un carácter civil a las operaciones, prefirió incrementar la lógica prevaleciente en el sentido apuntado. 
 

 C) Administrativas 


 Otro aspecto para considerar es el relativo a los efectos que la militarización puede producir en la administración pública del país, predominantemente en la federal. De entre varias posibilidades, me concentro sólo en dos. En primer lugar y como ha quedado claro en el desarrollo de este trabajo, las fuerzas armadas realizan una multiplicidad de tareas. Una parte importante de ellas se está dando en acompañamiento o en sustitución de los servidores públicos ordinarios. Al margen de que en la administración del presidente López Obrador esté ocurriendo una particular reducción del funcionariado federal, la cuestión a discernir tiene que ver con la manera en la que por sí misma la presencia de soldados y marinos afecta al servicio público. Lo que me preocupa en este punto es que haya una creciente sustitución del personal civil por el militar en áreas estratégicas o que ciertas tareas se les comisionen a las fuerzas armadas, aun cuando sus miembros no cuenten con las capacidades para desempeñarlas. 


 Si acontece lo primero, es decir, la sustitución directa, los efectos no sólo serían en materia del desplazamiento de funcionarios, sino muy posiblemente también en la inserción en las actividades comunes de las excepciones que el desempeño militar trae consigo —compras, informes, licitaciones, etcétera—. De darse lo segundo, los problemas serían igualmente serios. Por capacitadas que se encuentren las fuerzas armadas, no es posible aceptar que lo están para todo. Su presencia en posiciones cuyas tareas desconocen podría generar problemas en la prestación de servicios, además de los inconvenientes de administración señalados. 


 El segundo tema que quiero abordar es, precisamente, el de la excepcionalidad que el orden jurídico les reconoce a las actuaciones del ejército y la armada. Éste es un aspecto en el que conviene detenernos, pues aclara muchos de los problemas que he mencionado. Comencemos por recordar que la condición constitucional de las fuerzas armadas está dividida en actuaciones en tiempos de paz y de no paz. También que en las primeras sólo puede hacerse lo que tenga conexión con la disciplina militar. Como consecuencia de ello, su régimen jurídico admite excepcionalidades en cuestiones tales como la adquisición de bienes, la secrecía de las operaciones o las restricciones a la información, por señalar sólo algunos aspectos. Sin embargo, en el momento en que su acción se realiza en tiempos de paz fuera de las condiciones estrictamente militares, la excepcionalidad se mantiene y, por ende, sus operaciones ordinarias quedan protegidas por los mismos principios. La justificada racionalidad para lo vinculado con lo militar se trastoca por completo, al extremo de generar una distorsión en la administración. 


 El problema anterior queda resumido con una pregunta. ¿Por qué razón la construcción de un aeropuerto o la administración de un puerto ejecutadas en tiempos de paz mantienen la condición propia de las operaciones estrictamente militares? Éste es un tema que en el futuro habrá de afectar la marcha de la administración y, sobre todo, de los controles que sobre ella puedan ejercerse. Basta con que el presidente de la república determine que una obra deba ser realizada por las fuerzas armadas para que la excepción se actualice; en sentido inverso, basta con que quiera actualizar las excepciones para que les encomiende la realización de las operaciones ordinarias a las fuerzas armadas. 
 

 D) Internacionales 


 Otro plano de complicaciones es el que tiene que ver con el ámbito internacional. Aquí aludo a dos aspectos. En primer lugar, tenemos que recordar que desde hace algunos años existe la discusión acerca de si México vive un “conflicto armado no internacional” (Cossío, 2020). Se trata de saber si la violencia existente es de tal condición que se le debe asignar un sentido jurídico específico y sus correspondientes efectos. El “conflicto armado no internacional” se define como el enfrentamiento armado prolongado entre las fuerzas armadas gubernamentales y las de uno o más grupos armados, o de éstos entre sí, en el interior del territorio de un Estado, considerando ciertos niveles de intensidad y organización de las partes. En el informe presentado en 2019 por el ITESO (Instituto Tecnológico y de Estudios Superiores de Occidente) y la Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos —con el apoyo de la Universidad de Leiden y el Grotius Centre for International Legal Studies— se concluyó que las características del conflicto entre las fuerzas armadas y los cárteles del narcotráfico entre 2006 y 2017 le asignan tal carácter (CMDPDH, 2021). A su juicio, los cárteles satisficieron las condiciones de intensidad y organización. El de Juárez de 2006 a 2011; el de Sinaloa de 2006 a 2017; el Jalisco Nueva Generación de 2010 a 2017; la Familia Michoacana de 2006 a 2010; los Caballeros Templarios de 2011 a 2015; los Zetas de 2010 a 2017, y los Beltrán Leyva de 2008 a 2012. En síntesis, en el informe se estableció que de 2008 a 2011 tuvo lugar una prolongada violencia entre las fuerzas armadas del Estado y esas organizaciones. 


 El efecto de determinar que un país vive un “conflicto armado no internacional” es muy relevante. Así, también lo es lograr la aplicación del derecho internacional humanitario con el propósito de limitar los métodos y medios de guerra, y proteger a las personas que no participan o han dejado de participar en las hostilidades.45 Me parece que el incremento de las funciones y, sobre todo, el uso directo de las fuerzas armadas para cumplir tareas de seguridad, al menos hasta 2024, nos acerca mucho a esta posibilidad. 


 El segundo tema es aún más delicado. En el Diario Oficial de la Federación del 7 de septiembre de 2005 se publicó el decreto de ratificación del Estatuto de la Corte Penal Internacional.46 En su artículo 5 se prevé que este órgano jurisdiccional será competente respecto de los crímenes de genocidio, lesa humanidad, de guerra y de agresión que tengan trascendencia para la comunidad internacional en su conjunto. 


 Desde hace ya varios años se viene denunciando que los miembros de las fuerzas armadas cometen delitos graves con motivo de las operaciones que realizan.47 De entre ellos destaco los de tortura y desaparición forzada, en virtud de que ambos quedan comprendidos en la categoría de “lesa humanidad” a que alude el artículo 7 del Estatuto. Por la primera se entiende “causar intencionalmente dolor o sufrimientos graves, ya sean físicos o mentales, a una persona que el acusado tenga bajo su custodia o control”; por la segunda, “la aprehensión, la detención o el secuestro de personas por un Estado o una organización política, o con su autorización, apoyo o aquiescencia, seguido de la negativa a admitir tal privación de libertad o dar información sobre la suerte o el paradero de esas personas, con la intención de dejarlas fuera del amparo de la ley por un periodo prolongado”. 


 Si bien es verdad que en el Diario Oficial del 20 de junio de 2005 se publicó una adición al artículo 21 constitucional a fin de establecer que el “Ejecutivo Federal podrá, con la aprobación del Senado en cada caso, reconocer la jurisdicción de la Corte Penal Internacional”, también lo es la posibilidad de que los integrantes de las fuerzas armadas sean sometidos a los correspondientes procesos penales (Dondé, 2017). Lo anterior, por lo que se refiere tanto a los individuos participantes (art. 25 del Estatuto), como a los jefes y comandantes (art. 28 del Estatuto). 
 

 E) Militares 


 Uno más de los efectos que la militarización puede llegar a producir en el futuro tiene que ver con las condiciones de las propias fuerzas armadas. Para explicarme, vuelvo a mi distinción de base. Si en tiempos de paz los miembros de estas fuerzas únicamente realizan funciones que guarden exacta conexión con la disciplina militar, son entendibles las condiciones de disciplina y fuero que les garantiza la propia Constitución. De igual manera lo son en las condiciones de guerra o excepción, precisamente por serlo. Sin embargo, ¿qué sucede con el fuero o la disciplina cuando en tiempos de paz se realizan funciones sin conexión con la disciplina militar? La pregunta admite dos respuestas. Primera, que ni el fuero ni la disciplina resultan aplicables, puesto que no se están desempeñando funciones propiamente militares. Segunda, que sí lo son, con independencia de la naturaleza de las tareas realizadas. La consecuencia del primer caso es la afectación a las personas públicas o privadas que se vinculen con los militares, en cuanto la condición de éstos puede prevalecer sobre la de aquéllos. El efecto del segundo es que los comandantes no tengan los medios para ordenar ni disciplinar a los que en condiciones normales serían sus subordinados. Cualquiera que sea el efecto, la condición de las fuerzas armadas quedará en entredicho. 


 Uno de los aspectos más cuestionados de la utilización de las fuerzas armadas tiene que ver con los daños que institucionalmente recibirán con motivo de sus operaciones. Por ejemplo, lo que va a significar para ellas la muerte de personas o las ya señaladas violaciones a los derechos humanos. Sin embargo, al lado de esas alarmas hay otra que debemos considerar en virtud de que no sólo se refiere a las afectaciones provenientes de conductas individuales, sino que también tiene que ver con la afectación de lo que históricamente se considera como lo propio de las fuerzas armadas. Esto es, su disciplina y sentido de cuerpo. 


 ¿Cuáles son las consecuencias de que estos elementos queden comprometidos? Además de lo que de por sí significa afectar las cadenas de mando y el mantenimiento de la disciplina y verticalidad, creo que es posible advertir los conflictos internos que pueden presentarse entre los elementos y sus visiones del ejército o la armada y del país. Me explico. ¿Cómo estarán experimentando los militares —generales, jefes, oficiales y tropa— y marinos —almirantes, capitanes, oficiales, clases y marinería— los modos como estas situaciones se están dando en y con respecto a sus respectivos cuerpos? ¿Se resignarán a un statu quo que en mucho no está siendo definido por ellos? ¿Se rebelarán y pondrán límites a las determinaciones que el poder civil está tomando? ¿Habrá divisiones por razón de las armas, las generaciones o los rangos? 


 Más allá de las condiciones de seguridad, hay otro aspecto que también resulta necesario mencionar. La enorme cantidad de tareas que las fuerzas armadas están realizando significa la asignación de una cantidad importante de recursos materiales. Con ello podría suceder que algunos de sus integrantes consideren provechoso mantener la situación actual, por la manera en la que se licitan las obras, adquieren materiales, asignan contratos, etcétera. Ello, sin embargo, podría dar lugar a dos efectos perversos. El primero, que las fuerzas armadas traten de mantener una condición donde los flujos económicos se conserven o de ser posible se incrementen. El otro, que realicen actos de corrupción a fin de mantener el statu quo para recibir más beneficios o evitar responsabilidades. De ser esto así actualmente, en el futuro podría generarse una situación que terminará por corromper a una parte importante de las fuerzas armadas. 


 Sin tener la capacidad de responder a todas las cuestiones que he dejado planteadas, me parece importante señalar desde ahora que la manera en la que las condiciones de operación se están dando hace posible que las inconformidades aumenten o que dentro de las fuerzas armadas se generen proyectos respecto a las maneras en las que deben ser tratadas o, de plano, actuar por sí mismas. 
 

 CONCLUSIONES 


 Retomando lo que se ha señalado en otro lugar, quiero tratar un último aspecto.48 ¿El hecho de que esté en marcha un proceso de militarización implica que vayamos rumbo al militarismo? Por este concepto se alude al “predominio del elemento militar en el gobierno del Estado” (Alonso, 1988). También a “la exaltación de las virtudes militares, la supremacía de los ideales y la escala de valores castrenses que permean toda la sociedad, convirtiéndose en un factor fundamental de las tradiciones, artes y oficios de un pueblo” (Lozoya, 1977). A pesar de todo lo que hasta aquí he dicho, al contrastar las normas y prácticas militares con las normas y prácticas sociales, debo concluir que el militarismo todavía no está presente entre nosotros. Lo cierto es que no hay usos, costumbres, símbolos o culturas que nos lleven a advertir que el militarismo se ha asentado en México. 


 Sin embargo, cabe plantear una nueva pregunta. ¿Es posible que la magnitud y la intensidad del despliegue, el rango de sus tareas y la reiterada presencia de las fuerzas armadas puedan dar lugar al militarismo? En otras palabras y conforme a las dialécticas hegeliana y marxista, o en términos más actuales, acorde con la teoría de las propiedades emergentes, ¿lo cuantitativo puede dar lugar a lo cualitativo? ¿Es posible que lo que hoy son cantidades crecientes terminen siendo institucionalizaciones de lo militar en la sociedad y su gobierno? 


 A esta cuestión no tengo una respuesta definitiva. Creo que nadie puede tenerla en este momento, al depender de una gran cantidad de factores. No tenemos idea de cuál será el uso político que el gobierno quiera darle a soldados y marinos, ni la respuesta que ellos quieran darles a esas peticiones, si llegaran a hacérselas. Ignoramos si las fuerzas armadas actuarán con una lógica propia o si se someterán permanentemente al poder civil y a las normas establecidas de manera democrática. Desconocemos si los miembros de las fuerzas armadas pretenden crear una cultura que trascienda los cuarteles y sus disciplinas. En sentido contrario, tampoco sabemos si la población la aceptaría o, incluso, si llegara a requerirla como una forma de orientarse o de sentirse protegida. 


 Aunque es difícil dar un pronóstico, sí es posible advertir desde ahora que la transformación cualitativa es más probable si hay más elementos cuantitativos en juego. El despliegue armado en el país ya está causando muchos daños, desde luego, a la población, pero, como lo señalé, también a las propias fuerzas armadas. Hasta ahora no hay indicios de que sus miembros pretendan hacerse del poder político o controlarlo, ni hay evidencia de que pretendan instituir el militarismo. Sin embargo, como sociedad, hay que seguir vigilando la militarización. Entre menos crezca, menos probabilidad hay de que los números se transformen en nuevos y peligrosos modos de ser. 
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 16 Al rendir el Primer Informe de México al Mecanismo de Examen Periódico Universal del Consejo de Derechos Humanos de la Organización de Naciones Unidas que se realizó en febrero de 2009, el Estado mexicano seguía sosteniendo que la legalidad de sus actuaciones provenía de las tesis sustentadas por la Suprema Corte al resolver la citada acción (Secretaría de Relaciones Exteriores, s. f.: 22). 
 

 17 Es verdad que el título de este capítulo no encaja con lo que en el imaginario colectivo fue la actuación de Fox contra el narcotráfico. Sin embargo, y como enseguida trataré de mostrarlo, lo hecho en él fue un paso adicional y relevante para permitir lo que después de él habría de darse. 
 

 18 Cf. Camp (2010). 
 

19 Ésta es una opinión prácticamente unánime entre los analistas del periodo. Por vía de ejemplo, cf. Astorga y Shirk (2010), “Drug Trafficking Organizations and Counter-Drug Strategies in the U. S.-Mexican Context”; Zárate Flores (2013: 589-591), A. “Parte de guerra: Los desafíos”. 
 

 20 Conforme al reporte de la misma Secretaría de Marina, “en la etapa inicial del programa ‘México Seguro’, la Policía Federal Preventiva (PFP), el Ejército y la Armada de México tomaron el control de ocho ciudades afectadas por el narcotráfico en los estados de Tamaulipas, Sinaloa y Baja California. Sin embargo, la ola de violencia continuó y se presentaron incidentes en otras ciudades de Michoacán y Guerrero. A los dos meses de implementado, Fox reconoció que el operativo ‘México Seguro’ no había dado los resultados esperados, por lo que ordenó reforzarla y radicalizarla. Este programa fue rebautizado con el nombre ‘Proyecto Frontera Norte’, el 15 de marzo de 2006” (Rivera, 2012). 
 

 21 Ello incluía asegurar métodos compatibles de protección de bienes y carga antes de su envío de un puerto extranjero y en el primer punto de entrada a Norteamérica; mejorar el flujo legítimo de personas y carga en los puertos de entrada dentro de los Estados Unidos; seguridad en los transportes aéreos y marítimos; aplicación de la ley, y cooperación en inteligencia y bioprotección para estimar, prevenir, proteger y detectar amenazas. 
 

 22 En el mismo decreto al que me acabo de referir se publicó la adición de la fracción XXIX-M al artículo 73 constitucional, a fin de otorgarle atribuciones al Congreso de la Unión para emitir la legislación en materia de seguridad nacional. 
 

 23 En el mismo sentido, Oliva (2014). 
 

 24 Mención aparte merece la modificación hecha a la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, del 4 de mayo de 2006. Con la reforma al artículo 30, a la Secretaría de Marina se le confirieron nuevas y amplias atribuciones que difícilmente podrían considerarse propias de la disciplina a que alude el artículo 129 constitucional. Entre ellas, prestar servicios en el ámbito de su competencia que coadyuven al desarrollo marítimo nacional; emitir opinión con fines de seguridad nacional en los proyectos de construcción de toda clase de vías generales de comunicación por agua y sus partes relacionados con la ingeniería portuaria marítima y señalamiento marino; crear los institutos de investigación necesarios para programar, fomentar, desarrollar y ejecutar los trabajos de investigación científica y tecnológica en las ciencias marítimas; prestar los servicios de apoyo requeridos por dependencias federales, entidades federativas o municipios o los determinados por el Ejecutivo Federal; intervenir en la protección y la conservación del medio ambiente marino, e inspeccionar, patrullar y llevar a cabo labores de reconocimiento y vigilancia de las áreas naturales protegidas. 
 

 25 Sobre sus alcances, Chabat (2010). 
 

 26 “De un total de 24 mil elementos con que cuenta la Policía Federal, 15 mil tienen formación militar y abarcan todos los grados existentes de la jerarquía castrense” (Rivera, 2012). 
 

 27 Ibidem, pp. 514 y ss. 
 

 28 En particular, los artículos 16, 17, 18, 19, 20, 21 y 22; las fracciones XXI y XXIII del artículo 73; la fracción VII del artículo 115 y la fracción XIII del apartado B del artículo 123. 
 

 29 Así, por ejemplo, en el Diario Oficial del 4 de mayo de 2006, se le atribuyeron mayores competencias a la Secretaría de Marina que, por lo demás, prácticamente vinieron a ratificar lo que ya se venía haciendo. Igualmente, en las leyes en materia de seguridad emitidas en aquella época (General del Sistema Nacional de Seguridad Pública; Federal de Extinción de Dominio; General para Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de Secuestro, o Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, por ejemplo) no se asignan competencias expresas a las fuerzas armadas. 
 

 30 Otro aspecto de intervención de las fuerzas armadas, particularmente de la Secretaría de la Defensa Nacional, fue el relacionado con la construcción de obra pública que habría de extenderse en el periodo de Peña Nieto. Al respecto y por vía de ejemplo, cf. Gallegos (2019). En cuanto al Plan DN-III-E, en el sexenio de Calderón se reportó la intervención del ejército en 1 899 eventos de diversa naturaleza: Secretaría de la Defensa Nacional (2012: 179 y ss.). 
 

 31 El 22 de junio de 2014 la Secretaría de la Defensa Nacional comunicó la muerte de presuntos criminales en Tlatlaya, Estado de México. La versión oficial se complicó con motivo de las declaraciones de quienes dijeron haber atestiguado francas ejecuciones. En el mes de septiembre del mismo año, las acusaciones en contra del ejército se complicaron con motivo de los acontecimientos de Ayotzinapa, Guerrero. Ambos hechos, como es fácilmente entendible, han afectado la imagen de las fuerzas armadas. 
 

 32 En el “Libro Blanco” rendido por la secretaría de la Defensa Nacional al concluir el sexenio de Peña Nieto, se informó que se realizaron 664 obras públicas para diversas dependencias y entidades por parte de los cuerpos de ingeniería del ejercito (Secretaría de la Defensa Nacional, s. f. a: 263 y ss.). 
 

 33 Hago notar que aun cuando coincidí con la mayoría en cuanto a la inconstitucionalidad de la Ley de Seguridad Interior, mi voto fue en contra de la posición de la mayoría por considerar que, en términos del artículo 129 constitucional, las fuerzas armadas no pueden realizar más funciones que las que tengan exacta conexión con la disciplina militar. 
 

 34 En El Diario Oficial del 14 de marzo de 2019 se reformaron los artículos 22 y 73 en lo que se refiere a la extinción de dominio, asunto que aun cuando tiene que ver con el combate a la delincuencia organizada, no afecta directamente las operaciones de las fuerzas armadas. Lo mismo sucede con la publicada en el Diario Oficial del 12 de abril de 2019, en cuanto aumenta el catálogo de los delitos por los cuales debe seguirse el proceso penal en prisión preventiva (art. 19). 
 

 35 En cuanto a estas últimas, la inclusión de las armas de la Guardia Nacional entre las no autorizadas a los particulares, la creación de un registro de detenciones y la facultad al Congreso de la Unión para emitir las leyes Nacional sobre el Uso de la Fuerza y del Registro de Detenciones. 
 

 36 En relación con este periodo y estas tareas, en el artículo sexto transitorio se dispuso que, para la conformación y el funcionamiento de la guardia nacional, las secretarías de Defensa Nacional y de Marina participarían, junto con la de Seguridad, en “el establecimiento de su estructura jerárquica, sus regímenes de disciplina, de cumplimiento de responsabilidades y tareas, y de servicios, así como para la instrumentación de las normas de ingreso, educación, capacitación, profesionalización, ascensos y prestaciones, que podrán estar homologados en lo conducente, a las disposiciones aplicables en el ámbito de la Fuerza Armada permanente”. 
 

 37 Al respecto, cf. Mejía Garza y Rojas Zamudio (2020), “La Suprema Corte de Justicia y el acuerdo militarista: incógnitas sobre los contenidos y alcance del control”. 
 

 38 En el mismo Diario Oficial se publicaron las reformas a las leyes de Navegación y Comercio Marítimos y de Puertos, a efecto de darle especificidad a las reformas y adiciones de la propia Ley Orgánica. 
 

 39 Sobre este delicado asunto, cf. el número de agosto de 2020 de la revista Nexos, donde se hace un recuento de algunos de los casos que se encuentran pendientes de resolución, entre ellos y para lo que aquí importa, las leyes de Extinción de Dominio, Guardia Nacional, Uso de la Fuerza Pública, Registro de Detenciones y Sistema Nacional de Seguridad Pública (Nexos, 2020). Asimismo, se encuentran pendientes de resolución diversas controversias constitucionales en las que se impugnó la constitucionalidad del acuerdo del 11 de mayo de 2020, mediante el cual el presidente movilizó a las fuerzas armadas para realizar funciones de seguridad pública. De entre todas ellas destaca la 90 / 2020, promovida por la presidenta de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión. 
 

 40 Para un balance adicional de estos años, cf. Flores Vargas (2020: 93 y ss.), “Pacificación y militarización: el gran incumplimiento”; Ordorika Sacristán (1988). 
 

 41 Por vía de ejemplo, cf. las diversas publicaciones que al respecto ha realizado la Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos (s. f.). Igualmente, Brokmann (2013), “Fuerzas armadas y derechos humanos en el combate a la delincuencia organizada”. 
 

 42 Para un entendimiento general acerca del funcionamiento y la extensión de estos procesos, cf. Müller (2009), Los juristas del horror. 
 

 43 Al respecto, cf. Mejía y Rojas (2018), Federalismo(s). El rompecabezas actual. 
 

 44 Cf., por ejemplo, Hernández Chávez (2014), “Las fuerzas armadas mexicanas y el sistema federal”; Camp (2010), “Armed Forces and Drugs: Public Perceptions and Institutional Challenges”. 
 

 45 Al respecto, cf. Henckaerts y Doswald-Beck (2005), Customary International Humanitarian Law. 
 

 46 Cf. Dondé Matute y Guevara Bermúdez (2014), México y la Corte Penal Internacional. 
 

 47 Por ejemplo, Brokmann (2013: 568), “Fuerzas armadas y derechos humanos en el combate a la delincuencia organizada”. 
 

 48 Cossío Díaz (2021), “México: ¿militarización o militarismo?”. 
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